
GUÍA PARA LA SOLICITUD DE AYUDAS NACIONALES DESTINADAS 
AL FOMENTO DE LA INTEGRACIÓN DE ENTIDADES 

ASOCIATIVAS AGROALIMENTARIAS DE ÁMBITO 
SUPRAAUTONÓMICO 

CONVOCATORIA 2023 



Aviso Legal: los contenidos de esta publicación podrán ser reutilizados, 
citando la fuente y la fecha, en su caso, de la última actualización. 

 
 

Elaboración: 

Subdirección General de Competitividad de la Cadena Alimentaria. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  MINISTERIO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN 

Edita: 
© Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 
Secretaría General Técnica 
Centro de Publicaciones 

 
Catálogo de Publicaciones de la Administración General del Estado: 
http://publicacionesoficiales.boe.es/ 
NIPO: 013-17-234-2 

http://publicacionesoficiales.boe.es/


ÍNDICE 

 

 

 
 

ÍNDICE 
 

PRESENTACIÓN DE LA GUÍA ..................................................................................... 1 

¿EN QUÉ CONSISTEN ESTAS AYUDAS? ...................................................................... 1 

¿QUIÉNES PUEDEN SOLICITAR LAS AYUDAS DESTINADAS AL FOMENTO DE LA 
INTEGRACIÓN? ......................................................................................................... 1 

ENTIDADES SOLICITANTES .................................................................................................... 1 

REQUISITOS QUE DEBEN CUMPLIR LOS BENEFICIARIOS ....................................................... 3 

¿QUÉ GASTOS PUEDEN SER SUBVENCIONABLES? ..................................................... 6 

I. GASTOS GENERADOS POR LOS PROCESOS DE INTEGRACIÓN ....................................... 6 

II. GASTOS GENERADOS POR LOS ACUERDOS INTERCOOPERATIVOS ............................... 7 

III. GASTOS GENERADOS POR LOS ESTUDIOS PREVIOS AL PROCESO DE INTEGRACIÓN .... 8 

INTENSIDAD E IMPORTE DE LA AYUDA ..................................................................... 10 

¿CÓMO SE SOLICITAN LAS AYUDAS A LA INTEGRACIÓN? .......................................... 10 

PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD .......................................................................................... 10 

DOCUMENTACIÓN NECESARIA .............................................................................................. 11 

I. SOLICITUD DE AYUDA .................................................................................................... 11 

II. DOCUMENTACIÓN SEGÚN TIPO DE ACTIVIDAD DE INTEGRACIÓN ............................... 11 

III. OTRA DOCUMENTACIÓN A APORTAR ........................................................................... 12 

NOMBRE DE LOS ARCHIVOS DE LA SOLICITUD PARA SU REGISTRO EN SEDE ELECTRÓNICA 
DEL MAPA .............................................................................................................................. 14 

CONCURRENCIA COMPETITIVA Y CRITERIOS DE VALORACIÓN .................................. 16 

¿QUÉ PLAZOS SON APLICABLES EN LAS SOLICITUDES DE AYUDA A LA INTEGRACIÓN? 
............................................................................................................................16 

PRESENTACIÓN SOLICITUD .................................................................................................... 16 

PERIODO SUBVENCIONABLE ................................................................................................. 17 

MODIFICACIONES .................................................................................................................. 17 



ÍNDICE 

 

 

 

¿CÓMO SE PUEDE SABER QUÉ ENTIDADES HAN RESULTADO SELECCIONADAS Y LA 
CUANTÍA DE LA SUBVENCIÓN? ............................................................................... 17 

¿CÓMO SE JUSTIFICAN LOS GASTOS PARA EL PAGO DE LA AYUDA? ....................... 18 

DOCUMENTACIÓN NECESARIA ............................................................................................ 18 

NOMBRE DE LOS ARCHIVOS DE LA JUSTIFICACIÓN DEL PAGO PARA SU REGISTRO EN    
SEDE ELECTRÓNICA DEL MAPA ............................................................................................ 23 

¿QUÉ OBLIGACIONES TIENEN LOS BENEFICIARIOS? ................................................ 24 

NORMATIVA DE APLICACIÓN ................................................................................. 26 



“Guía del solicitante ayudas fomento integración asociativa“ Pági
 
na 1 de 28 

¿EN QUÉ CONSISTEN ESTAS AYUDAS? 

¿QUIÉNES PUEDEN SOLICITAR LAS AYUDAS 
DESTINADAS AL FOMENTO DE LA INTEGRACIÓN? 

La presente Guía pretende facilitar la comprensión de los procedimientos y requisitos 
recogidos en el Real Decreto 1009/2015, de 6 de noviembre, por el que se establecen 
las bases reguladoras para la concesión de subvenciones destinadas al fomento de la 
integración de entidades asociativas agroalimentarias de ámbito supraautonómico (BOE 
nº 267, de 7 de noviembre de 2015) y que fueron modificadas por el Real Decreto 
26/2018, de 26 de enero, y por el Real Decreto 1056/2021, de 30 de noviembre, así 
como en la convocatoria de ayudas correspondiente. En concreto, en esta guía se 
describen los documentos que deben acompañar a la solicitud de ayuda, los modelos de 
los mismos, la forma de nombrarlos y los plazos para su presentación y efectos. 

La Guía carece de efectos jurídicos, limitándose a describir cómo, quién, cuándo y dónde 
se realiza la presentación de la solicitud de ayuda. Todo ello, sin perjuicio de que durante 
la tramitación de la subvención pueda ser requerida, por parte del órgano instructor, 
información adicional a la señalada. 

La finalidad de estas ayudas es la de apoyar procesos de integración asociativa (fusiones 
o integraciones), acuerdos intercooperativos o estudios previos a la realización de un
proceso de integración, cuyo ámbito territorial supere al de una Comunidad Autónoma.

ENTIDADES SOLICITANTES 

Podrán resultar beneficiarias de estas ayudas las siguientes entidades: 

  PRESENTACIÓN DE LA GUÍA 
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Estas ayudas pueden ser solicitadas por entidades que realicen algunas de las siguientes 
actividades: 

A. Alguno de los siguientes procesos de integración:

• Fusión:

a) por absorción de 2 o más entidades en una de ellas o bien,
b) por disolución de todas y constitución de una nueva.

• Integración de una o más entidades en una única entidad, sin extinción de sus
personalidades jurídicas.

En cualquiera de los dos procesos anteriores de fusión o integración, la entidad 
resultante, que será la entidad beneficiaria, debe tener, al término del proceso, un 
ámbito territorial superior al de una Comunidad Autónoma. 

B. Celebración de acuerdos intercooperativos entre dos o más entidades. En este caso,
la entidad beneficiaria será aquella que preste el servicio o sus instalaciones o bien
comercialice la producción de las otras entidades participantes en el acuerdo. En
caso de que, en el marco del acuerdo, haya más de una entidad que realice alguna
de las actividades indicadas anteriormente, las entidades participantes designarán
cuál de ellas actuará como representante y, por tanto, como solicitante y beneficiaria 
de la ayuda. La percepción de esta ayuda no será compatible con otras solicitudes
por actividades posteriores que tengan el mismo objeto, siendo en cambio
compatible con procesos de integración que se lleven a cabo en sucesivas
convocatorias.

• Cooperativas agroalimentarias.
• Cooperativas agroalimentarias de segundo grado.
• Grupos cooperativos de carácter agroalimentario.
• Sociedades Agrarias de Transformación, reguladas por el Real Decreto 

1776/1981, de 3 de agosto, por el que se aprueba el Estatuto que regula las 
Sociedades Agrarias de Transformación.

• Entidades mercantiles siempre que más del 50 % de su capital social pertenezca 
a algunas de las entidades citadas anteriormente. En el caso de que sea una 
sociedad anónima sus acciones deben ser nominativas. La entidad sólo podrá ser 
beneficiaria si, al menos, dos terceras partes de su volumen de facturación 
corresponden a actividades agroalimentarias.
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C. Estudios previos a la realización de un proceso de integración de los contemplados
en la letra A. de este apartado. La percepción de esta ayuda no será compatible con
otras solicitudes por actividades posteriores que tengan el mismo objeto, siendo en
cambio compatible con el plan de integración resultado de dicho estudio. En este
caso, la entidad beneficiaria será aquella que lleve a efecto la realización del
estudio.

REQUISITOS QUE DEBEN CUMPLIR LOS BENEFICIARIOS 

Para poder percibir las ayudas, las entidades beneficiarias deben cumplir los siguientes 
requisitos: 

El ámbito territorial resultante deberá ser supraautonómico, atendiendo a las 
siguientes particularidades: 

I. Las entidades resultado de los procesos de integración previstos en el
punto A. del apartado anterior, deberán tener, al término del proceso,
un ámbito territorial superior al de una comunidad autónoma.

II. Las entidades participantes en los acuerdos intercooperativos
previstos en el punto B. del apartado anterior, deberán tener su sede,
al menos, en dos comunidades autónomas distintas.

III. En el caso de los estudios previos, el objetivo a analizar deberá
referirse a la letra I. de este apartado.

Las empresas que operen en el sector de la producción primaria de productos 

agrícolas y también en el sector de la transformación y comercialización de 
productos agrícolas, únicamente podrán ser beneficiarias de estas ayudas a 
condición de que establezcan una separación de las actividades llevadas a cabo 
entre dichos sectores o puedan distinguir claramente entre sus costes, de tal 
manera que las actividades relativas al sector de la producción primaria de 
productos agrícolas no se beneficie de las ayudas concedidas. 

Para el caso de las empresas que operan en el sector de la transformación y 
comercialización de productos agrícolas y hayan recibido ayudas que: 

- se determinen en función del precio o de la cantidad de productos de ese
tipo adquiridos a productores primarios o comercializados por las empresas
interesadas,

- o bien, supeditadas a que una parte o la totalidad de la ayuda se repercuta a
productores primarios,



“Guía del solicitante ayudas fomento integración asociativa“ Pági
 
na 4 de 28 

únicamente podrán ser beneficiarias de estas ayudas a condición de que 
establezcan una separación de las actividades o distinción de costes. 

No pueden ser beneficiarias las entidades reconocidas como Entidades 
Asociativas Prioritarias en base al Real Decreto 550/2014, de 27 de junio, por el 
que se desarrollan los requisitos y el procedimiento para el reconocimiento de 
las Entidades Asociativas Prioritarias y para su inscripción y baja en el Registro 
Nacional de Entidades  Asociativas Prioritarias, previsto en la Ley 13/2013, de 2 
de agosto, de fomento de la integración de cooperativas y de otras entidades 
asociativas de carácter agroalimentario. Tampoco podrán ser beneficiarias de 
estas ayudas las entidades mercantiles participadas mayoritariamente (más del 
50 % del capital social) por una Entidad Asociativa Prioritaria. 

Los beneficiarios han de reunir los requisitos y cumplir con las obligaciones 
generales previstas en los artículos 13 y 14 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 

La Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de empresas, en 
su artículo 11, modifica la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, incluyendo un nuevo apartado en el artículo 13, tal como se indica 
a continuación: 

«3 bis. Para subvenciones de importe superior a 30.000 euros, cuando los 
solicitantes sean únicamente sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de la 
Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra 
la morosidad en las operaciones comerciales, no podrán obtener la condición de 
beneficiario o entidad colaboradora las empresas que incumplan los plazos de 
pago previstos en la citada ley. 

Esta circunstancia se acreditará por parte de las sociedades que, de acuerdo con 
la normativa contable, puedan presentar cuenta de pérdidas y ganancias 
abreviada, de conformidad con lo previsto en el artículo 26 del Reglamento de 
esta ley. Para las sociedades que, de acuerdo con la normativa contable, no 
puedan presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada se establece la 
necesidad de acreditar el cumplimiento de los plazos legales de pago mediante 
certificación, emitida por auditor inscrito en el Registro Oficial de Auditores de 
Cuentas, que atenderá al plazo efectivo de los pagos de la empresa cliente con 
independencia de cualquier financiación para el cobro anticipado de la empresa 
proveedora.» 
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Por lo tanto, deberá presentarse la correspondiente acreditación, de 
acuerdo con sus obligaciones según la normativa contable: 

- Entidades que puedan presentar cuenta de pérdidas y ganancias
abreviada: Declaración responsable del cumplimiento de los plazos de
pago previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, considerado el plazo
medio de pago (el periodo medio de pago es conforme a la ley).
- Entidades que no puedan presentar cuenta de pérdidas y ganancias
abreviada: Certificación, emitida por auditor inscrito en el Registro Oficial
de Auditores de Cuentas, que acredite el cumplimiento de los plazos de
pago previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, considerado el plazo
medio de pago (el periodo medio de pago es conforme a la ley)

Las entidades resultado de una actividad de integración se comprometen 
a: 

- mantener la integración cinco años y notificar retirada con 12 meses.
No obstante, se podrá rescindir un acuerdo intercooperativo antes de que
pasen cinco años desde su suscripción cuando éste haya dado lugar a la
formalización de un proceso de integración entre las entidades
participantes del acuerdo.
- cumplir de forma obligatoria las normas comunes establecidas por la
entidad resultado del proceso de integración o por el acuerdo
intercooperativo para las producciones o actividades cooperativas.

- finalizar el proceso durante el año natural de la convocatoria de la
subvención y siempre antes del 30 de octubre del año correspondiente.
A tal efecto deben remitir a la Dirección General de la Industria
Alimentaria documentación acreditativa del proceso.
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   ¿QUÉ GASTOS PUEDEN SER SUBVENCIONABLES? 

1. En el caso de los procesos de integración mencionados en el apartado 3.A de esta guía,
se presentará un Plan de Integración Asociativa (PIA), considerándose gastos
subvencionables aquellos que de manera debidamente justificada respondan a la
naturaleza de la actividad subvencionada, que sean necesarios para su realización y se
destinen a financiar:

I. GASTOS GENERADOS POR LA INTEGRACIÓN

• Gastos necesarios para la constitución de la entidad asociativa, como los de
notaría.

• Gastos de auditoría, como las auditorías de cuentas previas a la constitución
de la entidad.

• Gastos de asesoramiento de socios rectores y técnicos para la llevanza con
éxito de la integración.

• Gastos correspondientes a estudios de prospectiva, viabilidad,
comercialización, y financiación.

II. GASTOS DE GESTIÓN

• Gastos de alquiler de equipos informáticos y de adquisición y desarrollo de
programas informáticos.

• Gastos de nuevos alquileres de inmuebles que no sean utilizados para
procesos de industrialización y/o transformación de los productos.

• Gastos de personal directamente relacionado con el proyecto. Se pueden
incluir los gastos de formación para adaptarse a la nueva estructura
empresarial. 

• Colaboraciones externas1 como asistencia técnica, gastos externos de
consultoría, asesoramiento jurídico y fiscal, desarrollo de tutorías y servicios
relacionados con los proyectos.

1 Se entienden como colaboraciones externas aquellas que guarden una estrecha relación con el proceso y 
estén debidamente indicadas en el plan de integración, de entidades o personas físicas que no presentan 
relaciones de dependencia orgánica, funcional o económica con el solicitante o sus entidades de base. 
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• Dietas y gastos de viaje, relacionados con el proyecto de integración.
• Otros gastos de gestión y de administración, siempre que estén

directamente relacionados con proyecto de integración.

III. OTROS GASTOS SUBVENCIONABLES

• La realización de publicaciones, folletos, carteles y rotulados, siempre que
estén contemplados y justificados en el Plan de Integración. No serán
admisibles gastos en publicidad fija (monopostes, vallas y similares).

• Los gastos relativos a la auditoría de la cuenta justificativa.

2. En el caso de los acuerdos intercooperativos mencionados en el apartado 3.B de esta
guía, se presentará un Proyecto de Intercooperación (PI), considerándose gastos
subvencionables de integración y gestión aquellos que, de manera debidamente
justificada, respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada y sean necesarios
para materializar la celebración del acuerdo. Ha de tenerse en cuenta que solo se
considerarán subvencionables los gastos que corran a cargo/sean asumidos por la
entidad participante del acuerdo que sea considerada como representante o potencial
beneficiaria de la ayuda, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.2.b) del Real
Decreto 1009/2015, de 6 de noviembre. Dichos gastos se destinarán a financiar:

I. GASTOS GENERADOS POR EL ACUERDO

• Gastos necesarios para la constitución del acuerdo intercooperativo, como
los de notaría.

• Gastos de auditoría, como las auditorías de cuentas previas a la constitución
del acuerdo intercooperativo.

• Gastos de asesoramiento de socios rectores y técnicos para la llevanza con
éxito del acuerdo.

• Gastos correspondientes a estudios de prospectiva, viabilidad,
comercialización, y financiación.

II. GASTOS DE GESTIÓN

• Gastos de alquiler de equipos informáticos y de adquisición y desarrollo de
programas informáticos.

• Gastos de nuevos alquileres de inmuebles que no sean utilizados para
procesos de industrialización y/o transformación de los productos.
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• Gastos de personal de la entidad solicitante directamente relacionado con
el proyecto. Se pueden incluir los gastos de formación para adaptarse a las
condiciones y términos establecidos en el acuerdo intercooperativo. 

• Colaboraciones externas1 como asistencia técnica, gastos externos de
consultoría, asesoramiento jurídico y fiscal, desarrollo de tutorías y servicios
relacionados con los proyectos.

• Dietas y gastos de viaje, relacionados con el proyecto de intercooperación.
• Otros gastos de gestión y de administración.

III. OTROS GASTOS SUBVENCIONABLES

• Los gastos relativos a la auditoría de la cuenta justificativa.

3. En el caso de los estudios previos a la realización de un proceso de integración
mencionados en el apartado 3.C de esta guía, se presentará una Propuesta de Estudio
Previo a la realización de un proceso de integración, considerándose gastos
subvencionables aquellos que respondan a su propia elaboración y que respondan a esta
tipología:

I. GASTOS GENERADOS POR EL ESTUDIO

• Gastos de auditoría, como las auditorías de cuentas previas a la constitución
de la entidad.

• Gastos de consultoría.
• Gastos correspondientes a estudios de prospectiva, viabilidad,

comercialización, y financiación.

II. OTROS GASTOS SUBVENCIONABLES

• Los gastos relativos a la auditoría de la cuenta justificativa.

1 Se entienden como colaboraciones externas aquellas que guarden una estrecha relación con el proceso y estén 
debidamente indicadas en el plan de integración, de entidades o personas físicas que no presentan relaciones de 
dependencia orgánica, funcional o económica con el solicitante o sus entidades de base. 

Todos los gastos deben estar contemplados y justificados en el Plan de 
Integración, Proyecto de Intercooperación, o Propuesta de Estudio Previo. 
En ningún caso los gastos subvencionables pueden superar el valor del mercado. 
No se consideran gastos subvencionables los gastos efectuados con anterioridad 
al año natural de la convocatoria correspondiente. 
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Los gastos imputables a la subvención están sometidos a los límites del 
artículo 5 del Real Decreto 1009/2015, de 6 de noviembre, que se muestran 
en el siguiente cuadro: 

Los gastos de alquiler de equipos informáticos y de adquisición y desarrollo de 
programas informáticos, no podrán superar el 25 % del total de los gastos elegibles. 
Las retribuciones del personal adscrito al cumplimiento de la actuación 
subvencionada (para lo cual se deberá completar el modelo previsto a tales efectos 
en la correspondiente convocatoria con indicación del número de horas dedicadas) 
así como las del personal de nueva contratación, se deben ajustar a los límites de las 
retribuciones fijadas para los correspondientes grupos profesionales del Convenio 
Colectivo Único para el personal laboral de la Administración General del Estado. Se 
establece un límite del 60 % en gastos de personal de la actuación referidos a gastos 
de gestión elegibles, para todo tipo de personal. 
Las dietas y gastos de viaje pueden ser objeto de subvención, hasta el máximo 
establecido para el grupo 2 en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre 
indemnizaciones por razón de servicio, sin que en ningún caso puedan superar el 
30 % de los gastos elegibles de la actuación. 

- Gastos de alojamiento: máximo subvencionable de 65,97 €/persona y día.
- Gastos de manutención: máximo subvencionable de 37,40 €/persona y día. En
caso de media manutención (solo comida o cena), el máximo subvencionable será
de 18,70 €/persona y día.
- Gastos dieta entera: máximo subvencionable de 103,37 €/persona y día.
- Gastos de desplazamiento en vehículo propio: máximo subvencionable de 0,19
€/km. Con carácter general, los desplazamientos en transporte público se
realizarán en clase turista.

En cuanto al alquiler de locales, vehículos o equipamiento, su titularidad no debe 
corresponder a ninguna de las entidades que participen en el proceso de integración 
o acuerdo intercooperativo, ni deben existir relaciones de dependencia orgánica,
funcional o económica entre el titular y las entidades participantes.
En ningún caso, “Otros gastos de gestión y de administración” pueden superar el 10 
% de los gastos elegibles de la actuación.  

Para la realización de publicaciones, folletos, carteles y rotulados se establece un 
límite máximo del 20 % de los gastos elegibles de la actuación, siempre que se hayan 
incluido en el plan de integración. 
Los gastos relativos a la auditoría de la cuenta justificativa, no pudiendo exceder del 
4 % del total de los gastos elegibles. 
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INTENSIDAD E IMPORTE DE LA AYUDA 

¿CÓMO SE SOLICITAN LAS AYUDAS A LA INTEGRACIÓN? 

El importe de la subvención puede alcanzar un máximo de 200.000 € en 3 años, 
considerando el importe total de la ayuda de minimis concedida en el ejercicio fiscal de 
la correspondiente convocatoria y durante los dos ejercicios fiscales anteriores. 

Por otra parte, los gastos de integración no podrán superar los 50.000€ para los procesos 
de integración (integraciones o fusiones). 

La subcontratación de actuaciones debe ajustarse a lo previsto en el artículo 29 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

COMPATIBILIDAD CON OTRAS AYUDAS 

Estas subvenciones son compatibles con cualquier otra clase de subvenciones siempre 
que no superen los límites y cumplan las condiciones establecidas en los artículos 3 y 5 
del Reglamento (UE) nº 1407/2013 de la Comisión de 18 de diciembre de 2013 
respectivamente, y que el importe de las subvenciones, en ningún caso, sea de tal 
cuantía que, aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones, ingresos o 
recursos, supere el coste de la actividad subvencionada. 

En concreto, el artículo 3.8 del Reglamento (UE) nº 1407/2013 establece que: “En el caso 
de fusiones o adquisiciones de empresas, todas las ayudas de minimis concedidas 
anteriormente a cualquiera de las empresas que se fusionen se tendrán en cuenta para 
determinar si la concesión de una nueva ayuda de minimis a la nueva empresa o a la 
empresa adquiriente supera el límite máximo pertinente. Las ayudas de minimis 
concedidas legalmente con anterioridad a la fusión o adquisición seguirán siendo 
legales.” 

PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD 

Las solicitudes se dirigen al Ministerio de Agricultura, Pesca, y Alimentación (MAPA) y se 
presentan electrónicamente, junto con la documentación correspondiente, en la sede 
electrónica del MAPA (https://sede.mapa.gob.es) conforme a lo dispuesto en el artículo 
14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
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Acceso a la Guía rápida de acceso a la sede electrónica del MAPA 

Administraciones Públicas. 

DOCUMENTACIÓN NECESARIA 

Para la presentación de la solicitud, se deben incluir los siguientes documentos, 
necesarios según los casos. Los documentos denominados “Anexo” son los establecidos 
en la convocatoria correspondiente y su presentación es obligatoria para todos los 
solicitantes, al igual que los documentos marcados con (*). Los documentos 
denominados “Modelo” en esta guía, son modelos orientativos para facilitar la 
presentación de determinada documentación o datos en algunas solicitudes, según se 
refleja en cada apartado, y están marcados con (**). El certificado de pago en plazo (***) 
deberá presentarse únicamente cuando se trate de entidades que no puedan presentar 
cuentas de pérdidas y ganancias abreviadas. 

1. SOLICITUD DE AYUDA

(*) ANEXO I: Solicitud de subvención. 

2. DOCUMENTACIÓN SEGÚN TIPO DE ACTIVIDAD DE INTEGRACIÓN:

2.1. PLAN DE INTEGRACIÓN ASOCIATIVA (PIA)

(*) ANEXO II.1: Plan de Integración Asociativa. 

2.2. PROYECTO DE INTERCOOPERACIÓN (PI) 

(*) ANEXO II.2: Proyecto de Intercooperación. 

Acceso al (*) Anexo I de Solicitud de subvención 

Acceso al (*) Anexo II.2 de Proyecto de Intercooperación 

Acceso al (*) Anexo II.1 de Plan de Integración Asociativa 
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2.3. PROPUESTA DE ESTUDIO PREVIO (PEP) 

(*) ANEXO II.3: Propuesta de Estudio Previo a la realización de un proceso de 

integración. 

3. OTRA DOCUMENTACIÓN A APORTAR

Junto con la solicitud y el Plan de Integración Asociativa, el Proyecto de intercooperación 
o Propuesta de Estudio Previo, el solicitante debe aportar los siguientes documentos:

(*) ANEXO II.a: Relación de entidades solicitantes y participantes en la integración / 

Acuerdo intercooperativo / Estudio previo a integración. 

(*) ANEXO II.b: Miembros del Consejo de Dirección/Rector de la entidad solicitante. 

(*) ANEXO II.c: Personal. 

(*) ANEXO II.d: Presupuesto. 

(*) ANEXO III: Declaración responsable en relación a las ayudas recibidas. 

Acceso al (*) Anexo III Declaración responsable en relación a las ayudas 
recibidas 

Acceso al (*) Anexo II.3 de Propuesta de Estudio Previo 

Acceso al (*) Anexo II.a de Relación de entidades solicitantes y 
participantes en la actividad de integración 

Acceso a  (*) Anexo II.b de Miembros del Consejo de Dirección / Rector 
de la entidad solicitante 

Acceso al (*) Anexo II.c de Personal 

Acceso a  (*) Anexo II.d de Presupuesto 
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(***) Certificación, emitida por auditor inscrito en el Registro Oficial de 
Auditores de Cuentas, que atenderá al plazo medio efectivo de los 
pagos de la empresa cliente con independencia de cualquier financiación 
para el cobro anticipado de la empresa proveedora. Deberá presentarse 
únicamente cuando se trate de entidades que no puedan presentar cuentas de 
pérdidas y ganancias abreviadas y cuando se presente una solicitud de ayuda 
por importe superior a 30.000 €. 

(*) En su caso, certificados de los acuerdos adoptados por el órgano competente 
para acometer el proceso de integración o acuerdo intercooperativo 
correspondiente. 

(*) Estatutos o disposiciones reguladoras de las entidades que participan en el 
proceso de integración, acuerdo intercooperativo o estudio previo. 

(**) Acta constitutiva de la sociedad. Solamente obligatorio en casos de 
entidades mercantiles. Además, se deberá aportar certificado del Secretario del 
Consejo de Administración indicando el porcentaje de distribución del capital 
social. 

En el caso de entidades con actividad en alguno de los sectores excluidos de las 

ayudas (ver páginas 3 y 4 de esta guía), deberán acreditar una separación entre 
dichas actividades o una clara distinción entre sus costes. Para facilitar dicha 
acreditación, se dispone del siguiente modelo: 

(**) MODELO 01: Compromiso de separación de actividades. 

(**) Documentación acreditativa del alquiler de locales, vehículos o equipos 
informáticos, así como de la adquisición y/o desarrollo de programas 
informáticos previstos en el plan de integración o proyecto de intercooperación. 

Acceso al (**) Modelo 01 de Compromiso de separación de actividades 
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NOMBRE DE LOS ARCHIVOS DE LA SOLICITUD PARA SU REGISTRO EN SEDE 
ELECTRÓNICA DEL MAPA 

Cuando el solicitante registre los documentos necesarios anteriormente indicados, 
mediante la sede electrónica del MAPA, éstos deben estar firmados electrónicamente 
por el representante de la entidad y ha de nombrar los archivos (*.pdf, *.zip, *.xls, etc.) 
como se muestra a continuación: 

Toda la documentación debe presentarse a través de la sede 
electrónica del MAPA (https://www.mapa.gob.es) y todos los documentos han 
de estar firmados electrónicamente por el representante legal de la entidad 
solicitante. 

Adicionalmente, puede aportarse toda aquella documentación que el 
interesado considere necesaria y precisa, como, por ejemplo: 

• Diplomas o certificados de cualificación profesional y de formación (titulación
acreditativa) de los miembros del Consejo Rector y del Consejo de Dirección
para la valoración de las solicitudes de acuerdo con el artículo 9.1.g) del Real
Decreto 1009/2015. 

• Acreditación de la política de contratación de empleados con discapacidad
para la valoración de las solicitudes de acuerdo con el artículo 9.1.f) del Real
Decreto 1009/2015. 

https://www.mapa.gob.es/
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Documentación 
necesaria ¿H

ay
 

m
od

el
o?

 

Nombre 
del 

modelo 
Obligatoriedad

Nombre del archivo para su 
registro en Sede electrónica 

OBSERVACIONES

(*) Anexo I de Solicitud de 
Subvención. 

SI Anexo I OBLIGATORIO 1. SOLICITUD

Además de la solicitud, en los casos en 
que no se autorice a la consulta de 

datos, se incluirán los Certificados de la 
Agencia Tributaria y la Tesorería 

General de la Seguridad Social de estar 
al corriente de pago. 

(*) Anexo II.1 de Plan 
de Integración 

Asociativa. 
SI Anexo II.1 OBLIGATORIO 2.1. PLAN DE INTEGRACIÓN --- 

(*) Anexo II.2 de Proyecto de 
Intercooperación. SI Anexo II.2 OBLIGATORIO 2.2. PROYECTO DE INTERCOOPERACIÓN --- 

(*) Anexo II.3 de Estudio 
Previo. SI Anexo II.3 OBLIGATORIO 2.3. ESTUDIO PREVIO --- 

(*) Anexo II.a de Relación de 
entidades solicitantes y 

participantes. 
SI Anexo II.a OBLIGATORIO 2.a. RELACIÓN ENTIDADES --- 

(*) Anexo II.b de Miembros 
del Consejo de 

Dirección/Rector. 
SI Anexo II.b OBLIGATORIO 2.b. MIEMBROS CONSEJO --- 

(*) Anexo II.c de Personal SI Anexo II.c OBLIGATORIO 2.c. PERSONAL --- 

(*) Anexo II.d de 
Presupuesto SI Anexo II.d OBLIGATORIO 2.d. PRESUPUESTO --- 

(*) Anexo III Declaración 
responsable en relación a 

las ayudas recibidas. 
SI Anexo III OBLIGATORIO 3. DECLARACIÓN AYUDAS --- 

(*) Certificados de los 
acuerdos adoptados por el 

órgano competente. 
NO --- OBLIGATORIO 4. ACUERDOS En el mismo archivo se incluirán todos 

los documentos que procedan. 

(*) Estatutos o 
disposiciones reguladoras. NO --- OBLIGATORIO 5. ESTATUTOS En el mismo archivo se incluirán todos 

los documentos que procedan. 

(**) Acta constitutiva de la 
sociedad. 

NO --- 
Solo obligatorio 
para entidades 

mercantiles 
6. ACTA En el mismo archivo se incluirán todos 

los documentos que procedan. 

(**) Modelo 01 de 
Compromiso de separación 

de actividades. 
SI Modelo 01 

Solo obligatorio si la 
entidad tiene 
actividad en 

sectores excluidos 
de las ayudas 

7. SEPARACIÓN ACTIVIDADES --- 

(**) Documentación 
acreditativa de alquiler de 

locales, vehículos o 
equipamiento, cuyo 

alquiler está previsto 
subvencionar. 

NO --- 

Solo obligatorio si se 
solicita la 

subvención para 
alquileres 

8. ALQUILERES En el mismo archivo se incluirán todos 
los documentos que procedan. 

(***) Certificado de pago en 
plazo. NO --- 

Solo obligatorio 
cuando no puedan 
presentar cuentas 

de pérdidas y 
9. CERTIFICADO PAGO EN PLAZO

En el mismo archivo se incluirán todos 
los documentos que procedan. 
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¿QUÉ PLAZOS SON APLICABLES EN LAS 
SOLICITUDES DE AYUDA A LA INTEGRACIÓN? 

CONCURRENCIA COMPETITIVA Y CRITERIOS 
DE VALORACIÓN 

Cada una de las solicitudes presentadas se valora según los criterios establecidos en el 
artículo 9.1 del Real Decreto 1009/2016, de 6 de noviembre, estableciéndose una 
relación ordenada, en base a la puntuación obtenida, de todas las solicitudes que 
cumplan los requisitos establecidos en las bases reguladoras. Para la resolución de 
situaciones de empate de puntuación que puedan presentarse, tiene prioridad el 
solicitante que haya obtenido mayor puntuación en los criterios de valoración de las 
actuaciones correspondiente al artículo 9.1.a) del RD 1009/2015. Si aún persiste el 
empate, tendrá prioridad el solicitante que haya obtenido mayor puntuación en el 
criterio correspondiente al artículo 9.1.b) del RD 1009/2015. Si aún persiste el empate, 
tendrá prioridad el solicitante que haya obtenido mayor puntuación en el criterio 
correspondiente al artículo 9.1.c) del RD 1009/2015. Si aún persiste el empate, tendrá 
prioridad el solicitante que haya obtenido mayor puntuación en el criterio 
correspondiente al artículo 9.1.h) del RD 1009/2015. 

Las solicitudes que no alcancen un mínimo de 15 puntos en la fase de valoración no 
podrán optar a la ayuda. Asimismo, podrán excluirse las solicitudes con menor 
puntuación, de entre aquellas que superen los 15 puntos, cuando la ayuda total 
solicitada en la convocatoria rebase la cuantía máxima del crédito disponible fijado para 
esta. 

PRESENTACIÓN SOLICITUD 

El plazo de presentación de solicitudes se establece en cada convocatoria y en caso de 
no establecerse, es de veinte días hábiles contados a partir del día siguiente al de la 
publicación del extracto de la convocatoria en el «Boletín Oficial del Estado». La 
convocatoria se publicará en la Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS) y un 
extracto de la misma en el «Boletín Oficial del Estado». 
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¿CÓMO SE PUEDE SABER QUÉ ENTIDADES HAN 
RESULTADO SELECCIONADAS Y LA CUANTÍA DE 

LA SUBVENCIÓN? 

PERIODO SUBVENCIONABLE 

El periodo subvencionable de los gastos comprende del 1 de enero al 30 de octubre del 
año natural de la convocatoria. 

MODIFICACIONES 

Cualquier modificación en las condiciones iniciales de aprobación de las solicitudes, en 
relación con las actuaciones propuestas y que no afecten a sus criterios de selección de, 
tiene que ser debidamente justificada y debe ser autorizada por la Dirección General de 
la Industria Alimentaria del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. 

No se admiten modificaciones que: 

Tanto la propuesta de resolución provisional como la resolución de concesión de las 
ayudas, se publican en la página web del MAPA (https://www.mapa.gob.es/). 

En el siguiente gráfico se muestra el mapa web para acceder a dicha información: 

Asimismo, se facilita el enlace directo a las publicaciones indicadas: 

a) Alteren el objetivo final del proyecto de integración.

b) Supongan un cambio de beneficiario.

c) Afecten al cumplimiento de las condiciones de elegibilidad ni a la puntuación
obtenida en los criterios de valoración de forma que la solicitud quede por
debajo de la puntuación de corte de las solicitudes aprobadas.

d) Afecten al alza a la subvención concedida a la actividad de integración.

Inicio 
(www.mapa.es) 

Alimentación 

Vertebración 
sectorial e 
integración 
asociativa 

Ayudas 
Nacionales 

Apoyos a la 
integración 
asociativa 

https://www.mapa.gob.es/
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¿CÓMO SE JUSTIFICAN LOS GASTOS 
PARA EL PAGO DE LA AYUDA? 

https://www.mapa.gob.es/es/alimentacion/temas/integracion-asociativa/ 
apoyos-integracion/Ayudas_Nacionales.aspx 

 

 

DOCUMENTACIÓN NECESARIA 
 

Los beneficiarios, una vez acabada la actuación objeto de ayuda, deben justificar la 
aplicación de los fondos concedidos con anterioridad al 1 de noviembre del año de la 
convocatoria mediante la presentación de la siguiente documentación, que se establece 
en la convocatoria correspondiente o en esta Guía. La documentación obligatoria está 
marcada con un asterisco (*), y la no obligatoria con dos (**). Si no se utilizara el Modelo 
02, se debe presentar un documento equivalente que contenga la misma información: 

 (*) ANEXO IV: Documentación relativa a la cuenta justificativa. 

 

  (*) Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de la finalidad para la que 
se concedió la subvención, con las siguientes indicaciones. 

  
1. En el caso de beneficiarios que hayan llevado a cabo un proceso de integración o 

un acuerdo intercooperativo: 
 

 
2. En el caso de beneficiarios que hayan llevado a cabo un estudio previo a la 

realización de un proceso de integración: 

Acceso al (*) Anexo IV de Documentación relativa a la cuenta 
justificativa 

• Breve descripción del contenido y resultado del proceso. 
• Modificaciones, en su caso. 
• Localización territorial del proceso. 
• Objetivos alcanzados. 
• Desviaciones respecto de los objetivos previstos. 
• Conclusiones. 
• Un ejemplar de toda la documentación editada (Carteles, convocatorias, folletos, 

libros, u otra documentación) para la difusión de campañas, cursos, reuniones, u 
otros eventos. 

https://www.mapa.gob.es/es/alimentacion/temas/integracion-asociativa/apoyos-integracion/Ayudas_Nacionales.aspx
https://www.mapa.gob.es/es/alimentacion/temas/integracion-asociativa/apoyos-integracion/Ayudas_Nacionales.aspx
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  (*) Memoria económica justificativa. 

 
El documento incluye lo siguiente: 

 

 

Para el resumen económico se recomienda el (**) Modelo 02: Relación clasificada 
de gastos, o en su defecto un modelo equivalente, según el tipo de actividad objeto 
de la subvención: 

 

• Para todas las actividades de integración: 

 

 

  (*) Obtención de otra financiación, en su caso, según el (*) Anexo III 
Declaración responsable en relación a las ayudas recibidas que aparece en la 
correspondiente convocatoria, y que se debe remitir actualizado. 

 

 
 

(*) Informe auditor de la cuenta justificativa 
 

El auditor, atendiendo a la Orden EHA/1434/2007, de 17 de mayo, por la que se aprueba 
la norma de actuación de los auditores de cuentas en la realización de los trabajos de 
revisión de cuentas justificativas de subvenciones, en el ámbito del sector público 
estatal, revisa la cuenta justificativa y comprueba que contiene la información detallada 

Acceso al (*) Anexo III Declaración responsable en relación a las ayudas 
recibidas 

• Resumen económico con una relación clasificada de los gastos realizados al 
ejecutar las actuaciones, clasificados según los conceptos que figuran en el 
presupuesto presentado con la solicitud de la subvención y la especificación del 
importe subvencionado para cada concepto. 

Acceso al (**) Modelo 02 Relación clasificada de gastos 

• Memoria y otra documentación generada en la realización del estudio, firmada 
electrónicamente por la persona o representante de la entidad encargada de 
llevarlo a cabo. 

• Modificaciones, en su caso, en relación a lo previsto en la solicitud inicial. 
• Conclusiones. 
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relativa a contratos, nóminas y cotizaciones a la Seguridad Social y justificantes de 
ingreso correspondientes al IRPF. Asimismo, verifica que: 

A modo orientativo, el informe debería contener la siguiente información: 

1. Breve justificación de la designación de la empresa que va a llevar a cabo
dicha auditoría.

• Ejemplo orientativo del contenido a incluir en este punto:

“A los fines previstos en el artículo 74 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 
de julio, hemos sido designados por ................ (entidad correspondiente) para revisar la 
cuenta justificativa de la ayuda otorgada mediante la Resolución de fecha DD de MM de 

Ilustración 1: Ejemplos de estampillado

• La información contenida en la memoria económica está soportada por las
correspondientes relaciones de gastos de la actividad subvencionada.

• La entidad dispone de todos los documentos originales acreditativos
(facturas/nóminas y justificantes de pago) de los gastos justificados, 
debidamente estampillados (se muestran ejemplos, en la ilustración 1) con
indicación de haber servido de justificante para obtener esta subvención.

• El Informe de Auditoría debe realizarse por persona externa a la empresa.
• En el artículo 74 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General

de subvenciones aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, se
dispone de información sobre este documento.
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AAAA del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, destinada al fomento de la 
integración de entidades asociativas agroalimentarias de ámbito supraautonómico. 
Dicha ayuda está regulada por el Real Decreto 1009/2015, de 6 de noviembre, por el que 
se establecen…” 

2. El objeto de dicha auditoría.

• Ejemplo orientativo del contenido a incluir en este punto:

“La subvención otorgada está destinada a…………… El presente informe constituye el 
informe de auditoría de la contabilidad de la empresa que permite la identificación de 
los ingresos y gastos relativos a la realización de las actividades de esta subvención 
conforme a lo establecido en el artículo 12 del Real Decreto 1009/2015, de 6 de 
noviembre. 

Una copia de la cuenta justificativa de la subvención, sellada por nosotros a efectos de 
identificación, se acompaña como anexo del presente informe. La preparación y 
presentación de la citada cuenta justificativa es responsabilidad de los beneficiarios, 
concretándose nuestra responsabilidad en la realización del trabajo que se menciona en 
el párrafo siguiente.” 

3. Las normas que fijan los procedimientos que se deben aplicar y el alcance
de los mismos.

• Ejemplo orientativo del contenido a incluir en este apartado como continuación del
punto anterior:

“Nuestro trabajo se ha realizado siguiendo lo dispuesto en las Normas de Actuación 
aprobadas mediante Orden del Ministerio de Economía y Empresa, Orden 
EHA/1434/2007 de 17 de mayo de 2007, en la que se fijan los procedimientos que se 
deben aplicar y el alcance de los mismos, y ha consistido en las comprobaciones que de 
forma resumida se comentan a continuación: 

a) Cumplimiento de las obligaciones impuestas al beneficiario en la normativa
reguladora de la ayuda, así como en la convocatoria y resolución de concesión.

b) Comprobación de que la actividad subvencionada se incluye dentro de las
consideradas subvencionables en la normativa reguladora del punto anterior.

c) Verificación de la cuenta justificativa de gasto.

d) Comprobación de que las facturas y justificantes de los gastos registrados en la
cuenta única contienen todos los requisitos legales (importe, desglose de IVA, en su caso,
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fecha, concepto, número y proveedor) que establece la normativa vigente aplicable y que 
esta información se corresponde con la información existente en los registros contables 
de la empresa. 

e) Verificación de que el beneficiario ha obtenido los certificados de estar al corriente de
las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social.

f) Otros según proceda

4. Resultado del trabajo realizado

En este punto se indica si se observan o no deficiencias, hechos o circunstancias que 
puedan suponer incumplimientos a la normativa para la percepción de la ayuda. 

La Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de empresas, en 
su artículo 11, modifica el apartado 2 del artículo 31 de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones, al que se ha añadido un segundo párrafo, 
tal como se indica a continuación: 

«2. Salvo disposición expresa en contrario en las bases reguladoras de las 
subvenciones, se considerará gasto realizado el que ha sido efectivamente pagado con 
anterioridad a la finalización del período de justificación determinado por la 
normativa reguladora de la subvención. 

Cuando el beneficiario de la subvención sea una empresa, los gastos subvencionables 
en los que haya incurrido en sus operaciones comerciales deberán haber sido 
abonados en los plazos de pago previstos en la normativa sectorial que le sea de 
aplicación o, en su defecto, en los establecidos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por 
la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales.» 

Por lo tanto, solamente resultarán subvencionables aquellos gastos cuyos pagos se 
hayan realizado conforme a los plazos establecidos en la normativa 
correspondiente, por lo que deberá quedar constancia de dicho cumplimiento en el 
informe auditor. 
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 (*) Documentación acreditativa del cumplimiento de la actividad de integración 

Debe acreditarse el cumplimiento del proceso de integración o la celebración del 
acuerdo intercooperativo o de la realización de estudios previos antes del 30 de octubre 
del año correspondiente a la convocatoria. 

NOMBRE DE LOS ARCHIVOS DE LA JUSTIFICACIÓN DEL PAGO PARA SU 
REGISTRO EN SEDE ELECTRÓNICA DEL MAPA 

Cuando el solicitante registre los documentos necesarios anteriormente indicados, 
mediante la Sede electrónica del MAPA, éstos deben estar firmados electrónicamente 

• Los gastos se deben corresponder a actividades incluidas en el Plan de Integración
Asociativa, Acuerdo Intercooperativo o Propuesta de Estudio Previo, y que fueron
objeto de concesión de ayuda.

• No se podrán justificar aquellos gastos que no se correspondan con la resolución de
concesión o bien aquellos realizados fuera del periodo establecido (anterior al año
natural de la convocatoria correspondiente).

• Solamente se subvencionarán aquellos gastos debidamente justificados,
perdiéndose el derecho a la subvención cuando no se justifique el 75% del importe
concedido en la resolución de concesión. En los casos de ejecución igual o superior
al 75 %, se reducirá la cuantía del pago proporcionalmente.

IMPORTANTE 
• La información contenida en la relación clasificada de gastos, el informe de auditoría 

y los documentos acreditativos del pago de los gastos deberá ser coherente.
• Tanto la relación clasificada de gastos como el informe de auditoría y los 

estampillados de los documentos acreditativos de los gastos justificados para cada 
concepto de gasto, no deben hacer referencia a los importes de la subvención 
concedida indicados en la resolución de concesión sino a los importes reales cuyo 
pago se haya justificado y que se hayan imputado al objeto de la subvención, aunque 
estos sean superiores a los importes concedidos.
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por el representante de la entidad y ha de nombrar los archivos (*.pdf, *.zip, *.xls, etc.) 
como se muestra a continuación: 

Documentación 
necesaria ¿H

ay
 

m
od

el
o?

 
Nombre 

del 
modelo 

Obligatoriedad 

Nombre del 
archivo para su 
registro en Sede 

electrónica 

OBSERVACIONES 

(*) Anexo IV de 
Documentación relativa a la 

cuenta justificativa. 
SI ANEXO IV SI 1. CUENTA JUSTIFICATIVA

Además del Anexo IV, en los casos en que no 
se autorice a la consulta de datos, se incluirán 

los Certificados de la Agencia Tributaria y la 
Tesorería General de la Seguridad Social de 
estar al corriente de pago. Igualmente, si el 

representante de la entidad es distinto del que 
solicitó la ayuda, se debe acompañar del 
modelo y documento de acreditación de 

poder, salvo que esta acreditación ya conste 
en el Registro Electrónico de Apoderamientos 

(REA). 
(*) Memoria de actuación 

justificativa del 
cumplimiento de la finalidad 

para la que se concedió la 
subvención. 

NO --- SI 2. MEMORIA ACTUACIÓN --- 

(*) Memoria económica 
justificativa (Procesos 

de integración). 
SI Modelo 02 

SI. Preferiblemente 
según el Modelo 02, 

pero se admiten otros 
formatos. 

3. MEMORIA ECONÓMICA Modelo 02, junto a otra documentación que 
proceda. 

(*) Anexo III Declaración 
responsable en relación a las 

ayudas recibidas. 
SI ANEXO III SI 4. DEC_ AYUDAS PAGO --- 

(*) Informe auditor de la 
cuenta justificativa. NO --- SI 5. INFORME AUDITOR

En el mismo archivo se incluirán todos los 
documentos que procedan. 

(*) Documentación 
acreditativa del 

cumplimiento de la 
actividad de integración. 

NO --- SI 6. INTEGRACIÓN En el mismo archivo se incluirán todos los 
documentos que procedan. 

Las entidades y socios que participen en las actividades previstas en el artículo 3.2 a) y 
b) del RD 1009/2015, de 6 de noviembre, se comprometerán de acuerdo con el modelo
de la solicitud que se establecerá en la correspondiente convocatoria, a:

• Mantener la integración o el acuerdo intercooperativo, desde su constitución,
durante al menos cinco años y notificar su retirada a la Dirección General de la
Industria Alimentaria con un mínimo de un año de antelación. No obstante, se
podrá rescindir un acuerdo intercooperativo antes de que pasen cinco años
desde su suscripción cuando este haya dado lugar a la formalización de un
proceso de integración entre las entidades participantes del acuerdo.

¿QUÉ OBLIGACIONES TIENEN LOS BENEFICIARIOS? 
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• Cumplir de forma obligatoria las normas comunes establecidas por la entidad 
resultado del proceso de integración o por el acuerdo intercooperativo para las 
producciones o actividades cooperativizadas. 

Las entidades beneficiarias se comprometerán a: 

• En el caso de una integración o fusión por absorción en una entidad asociativa 
agraria ya existente en la fecha de publicación de la convocatoria, a finalizar el 
proceso antes del 30 de octubre del año correspondiente a la convocatoria de la 
subvención. 

• En el caso de entidades de nueva constitución resultantes de la integración o 
fusión de dos o más entidades, a culminar y formalizar fehacientemente su 
constitución antes del 30 de octubre del año correspondiente a la convocatoria 
de la subvención. 

• En el caso de acuerdos intercooperativos, a formalizar y llevar a efecto dicho 
acuerdo antes del 30 de octubre del año correspondiente a la convocatoria de la 
subvención. 

A efectos del cumplimiento de los límites temporales y económicos previstos en el 
artículo 3 del Reglamento (UE) nº, 1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 
2013, se computarán las subvenciones concedidas a las entidades participantes durante 
todo el periodo al que se refiere el artículo 6 del Real Decreto 1009/2015, de 6 de 
noviembre. 

Incorporar expresamente y de manera fácilmente legible el logo del MAPA y la leyenda 
«financiado por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación» en las actividades 
publicitarias, herramientas de comunicación de las actuaciones y los materiales a utilizar 
en las mismas y dar publicidad de las subvenciones y ayudas percibidas en los términos 
y condiciones establecidos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno. 

Utilizar los medios más adecuados de acuerdo con las necesidades de imagen y 
protocolo planteadas por el MAPA para el correcto desarrollo de las actuaciones. 

Colaborar en todo momento con los servicios de protocolo y prensa del MAPA. 

Registrar la subvención percibida en los libros contables que correspondan.  

Facilitar una declaración relativa a las demás ayudas de minimis recibidas durante el 
ejercicio fiscal y los dos ejercicios precedentes. 

Facilitar los informes, inspecciones y otros actos de investigación que la Administración 
disponga. 
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NORMATIVA DE APLICACIÓN 

Someterse a las actuaciones de comprobación efectuadas por la Subdirección General 
de Competitividad de la Cadena Alimentaria de la Dirección General de la Industria 
Alimentaria, y a las de control financiero que corresponden a la Intervención General de 
la Administración del Estado, en relación con las subvenciones concedidas, así como a 
las previstas en la legislación reguladora del Tribunal de Cuentas. 

El beneficiario debe facilitar toda la información pertinente sobre otras subvenciones 
similares que haya recibido. 

 
 

 

  

 

• Real Decreto 1009/2015, de 6 de noviembre, por el que se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de ayudas destinadas al fomento de la integración de 
entidades asociativas agroalimentarias de ámbito supraautonómico (BOE nº 267, de 
7 de noviembre de 2015). 

 
• Real Decreto 26/2018, de 26 de enero, por el que se modifica el Real Decreto 

1009/2015, de 6 de noviembre, por el que se establecen las bases reguladoras de la 
concesión de ayudas destinadas al fomento de la integración de entidades 
asociativas agroalimentarias de ámbito supraautonómico. (BOE nº 24, de 27 de 
enero de 2018). 

 
• Real Decreto 1056/2021, de 30 de noviembre, por el que se modifican el Real 

Decreto 1009/2015, de 6 de noviembre, por el que se establecen las bases 
reguladoras para la concesión de subvenciones destinadas al fomento de la 
integración de entidades asociativas agroalimentarias de ámbito supraautonómico, 
y el Real Decreto 1010/2015, de 6 de noviembre, por el que se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de ayudas a inversiones materiales o inmateriales en 
transformación, comercialización y desarrollo de productos agrarios en el marco del 
Programa Nacional de Desarrollo Rural 2014-2020 para el fomento de la integración 
de entidades asociativas agroalimentarias de carácter supraautonómico. 

 
• Real Decreto 1776/1981, de 3 de agosto, por el que se aprueba el Estatuto que regula 

las Sociedades Agrarias de Transformación (BOE nº 194, de 14 de agosto de 1981). 
 

• Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del 
servicio. (BOE nº 129, de 30 de mayo de 2002). 
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• Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (BOE nº 276, de 18 de 
noviembre de 2016). 

 
• Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la 

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (BOE nº 176, de 25 de 
julio de 2006). 

 
• Orden EHA/1434/2007, de 17 de mayo, por la que se aprueba la norma de actuación 

de los auditores de cuentas en la realización de los trabajos de revisión de cuentas 
justificativas de subvenciones, en el ámbito del sector público estatal, previstos en 
el artículo 74 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. (BOE nº 
125, de 25 de mayo de 2007). 

 
• Ley 13/2013, de 2 de agosto, de fomento de la integración de cooperativas y de otras 

entidades asociativas de carácter agroalimentario (BOE nº 185, de 3 de agosto de 
2013). 

 
• Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 

buen gobierno. (BOE nº 295, de 10 de diciembre de 2013). 
 

• Reglamento (UE) nº 1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo 
a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea a las ayudas de minimis. (DOUE nº 352, de 24 de diciembre de 2013). 

 
• Real Decreto 550/2014, de 27 de junio, por el que se desarrollan los requisitos y el 

procedimiento para el reconocimiento de las Entidades Asociativas Prioritarias y 
para su inscripción y baja en el Registro Nacional de Entidades Asociativas 
Prioritarias, previsto en la Ley 13/2013, de 2 de agosto, de fomento de la integración 
de cooperativas y de otras entidades asociativas de carácter agroalimentario (BOE 
nº 173, de 17 de julio de 2014). 

 
• Disposición final décima de la Ley 25/2015, de 28 de julio, de mecanismo de segunda 

oportunidad, reducción de la carga financiera y otras medidas de orden social, de 
modificación de la Ley 13/2013, de 2 de agosto (BOE nº 180, de 29 de julio de 2015). 

 

• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. (BOE nº 236, de 2 de octubre de 2015). 
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• Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. (BOE nº 236,
de 2 de octubre de 2015).
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 20 de diciembre de 1990


La importancia alcanzada por la Sociedades Agrarias de Transformación como fórmula 
asociativa y la experiencia adquirida sobre su peculiar funcionamiento, aconsejan disponer 
de un texto unitario que permita superar la diversidad y dispersión de las actuales normas.


Por ello, en virtud de lo previsto en la disposición adicional segunda, c), del Real 
Decreto-ley treinta y uno/mil novecientos setenta y siete, de dos de junio, el presente Real 
Decreto, con independencia de aquellas otras disposiciones que por la especialidad de sus 
materias afecten a tales Entidades asociativas viene a establecer las normas definitorias de 
su carácter y básicas de su funcionamiento así como las que permita salvaguardar los 
derechos del socio y regular la participación debida del mismo en la Empresa agraria común.


En consecuencia, a propuesta del Ministro de Agricultura y Pesca y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día veinticuatro de julio de mil novecientos 
ochenta y uno


DISPONGO:


Artículo 1.  Concepto, naturaleza y registro.


Uno. Las Sociedades Agrarias de Transformación, en adelante SAT son Sociedades 
civiles de finalidad económico-social en orden a la producción, transformación y 
comercialización de productos agrícolas, ganaderos o forestales, la realización de mejoras 
en el medio rural, promoción y desarrollo agrarios y la prestación de servicios comunes que 
sirvan a aquella finalidad.


Dos. Las SAT gozarán de personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para el 
cumplimiento de su finalidad desde su inscripción en el Registro General de SAT de 
Ministerio de Agricultura y Pesca, siendo su patrimonio independiente del de sus socios. De 
las deudas sociales responderá, en primer lugar, el patrimonio social, y, subsidiariamente, 
los socios de forma mancomunada e ilimitada, salvo que estatutariamente se hubiera 
pactado su limitación.


Tres. Serán normas básicas de constitución, funcionamiento, disolución y liquidación de 
las SAT las disposiciones del presente Real Decreto y, con carácter subsidiario, las que 
resulten de aplicación a las Sociedades civiles.


Cuatro. El Registro General de SAT, que será único, ajustará sus funciones a los 
principios de publicidad formal y material, legalidad y legitimación, conforme a las normas 
que se dicten al respecto.


Artículo 2.  Ámbito dispositivo.


Los socios fundadores elaborarán y aprobarán sus Estatutos sociales, cuyos preceptos 
no podrán oponerse a lo dispuesto en este Real Decreto.


Artículo 3.  Denominación, domicilio y duración.


Uno. El nombre de las SAT será el que libremente acuerden sus socios, pero no podrá 
ser igual o inducir a confusión con el de otra anteriormente constituida por su coincidencia en 
el mismo ámbito o actividad.


Dos. En la denominación se incluirá necesariamente las palabras «Sociedad Agraria de 
Transformación», que podrá sustituirse por la abreviatura SAT, y el número que le 
corresponda en el Registro General, con expresión de la clase de responsabilidad de la 
misma frente a terceros.


Tres. El domicilio de la SAT se establecerá en el término municipal del lugar donde 
radique su actividad principal, y en él estará centralizada la documentación social y contable 
requerida en el presente Real Decreto.


Cuatro. Salvo que otra cosa se determine en el acto de constitución, la duración de las 
SAT será indefinida.
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Artículo 4.  Documentación social.


Las SAT llevarán, en orden y al día, los siguientes libros:


a) Libro de registro de socios.
b) Libro de actas de la Asamblea general, Junta Rectora y, en su caso, de otros Órganos 


de gobierno aprobados en sus Estatutos sociales.
c) Libros de contabilidad que reglamentariamente se establezcan.


Todos ellos estarán diligenciados por el Juzgado de Distrito o de Paz del lugar en donde 
la SAT tuviere su domicilio social.


Artículo 5.  De los socios.


Uno. Podrán asociarse para promover la constitución de una SAT:


a) Las personas que ostenten la condición de titular de explotación agraria o trabajador 
agrícola.


b) Las personas jurídicas en las que no concurriendo las condiciones expresadas en el 
número anterior, persigan fines agrarios.


Dos. El mínimo de socios necesario para la constitución de una SAT será de tres.
En todo caso, el número de personas referidas en el apartado a) del número uno del 


presente artículo, habrá de ser siempre superior a los restantes.
Tres. Las personas jurídicas deberán otorgar apoderamiento suficiente a sus 


representantes que les faculte y habilite para intervenir como tales.
Cuatro. Ningún socio podrá adquirir productos elaborados por la SAT con ánimo de 


lucrase en su reventa.


Artículo 6.  Admisión y baja del socio.


Uno. Los Estatutos sociales, además de los extremos a que se refiere el artículo doce 
del presente Real Decreto, regularán necesariamente las condiciones de ingreso de los 
socios así como las causas de baja y sus efectos.


Dos. En todo caso, serán causas de baja:


a) La transmisión total de su participación por actos «intervivos».
b) La muerte o incapacidad legal del socio.
c) La separación voluntaria.
d) La exclusión forzosa.


Los Estatutos sociales, deberán determinar los supuestos en que la Asamblea general 
pueda acordar la exclusión forzosa de algún socio, siendo necesario para este supuesto el 
voto favorable de la mayoría absoluta.


Tres. La baja del socio implicará la liquidación definitiva de su participación en el 
patrimonio social en la cuantía que le corresponda. Los Estatutos sociales habrán de 
establecer el régimen aplicable a dicha liquidación.


Cuatro. El socio que cause baja continuará siendo responsable frente a la SAT del 
cumplimiento de las obligaciones contraídas hasta la fecha de la pérdida de su condición de 
socio.


Artículo 7.  Derechos y obligaciones de los socios.


Uno. Los socios tendrán derecho a:


a) Tomar parte en la Asamblea general y participar con voz y voto en la adopción de sus 
acuerdos.


b) Elegir y ser elegidos para desempeñar los cargos de los Órganos de gobierno de la 
Sociedad.


c) Exigir información sobre la marcha de la Sociedad a través de los Órganos de su 
Administración y en la forma que, en su caso, reglamentariamente se determine.


d) Las ganancias o beneficios comunes proporcionales a su participación.
e) Los reconocidos en este Real Decreto o en los propios Estatutos sociales.
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f) Impugnar los acuerdos sociales que sean contrarios a las Leyes o Estatutos de la 
Sociedad, o que sean lesivos para los intereses de esta en beneficio de algún socio.


Dos. Los socios están obligados a:


a) Participar en las actividades de la SAT en los términos previstos en sus Estatutos 
sociales.


b) Acatar los acuerdos válidamente adoptados por los Órganos de gobierno.
c) Satisfacer puntualmente su cuota de participación en el capital social y las demás 


obligaciones de contenido personal o económico que los Estatutos sociales impongan.
d) Cuantos en general se deriven de su condición de socio a tenor de presente Real 


Decreto o sean determinados en sus Estatutos sociales.


Tres. El ejercicio de los derechos reconocidos individual o colectivamente a los socios, 
así como el cumplimiento de sus obligaciones, podrá ser exigido ante el orden jurisdiccional 
civil.


Artículo 8.  Capital social y participaciones.


Uno. El capital social de las SAT estará constituido por el valor de las aportaciones 
realizadas por los socios a la SAT, bien en el acto de constitución o en virtud de posteriores 
acuerdos. Dichas aportaciones estarán representadas por resguardos nominativos que, 
autorizados con las firmas del Presidente y del Secretario de la SAT, materializarán una 
parte alícuota del capital social de forma que no ofrezca duda la aportación individual de 
cada socio. Los resguardos no tendrán el carácter de título valores y su transmisión no 
otorgará la condición de socio adquirente.


Dos. A tales efectos, cada resguardo expresará necesariamente:


a) Denominación y número registral de la SAT.
b) Identidad del titular.
c) Fecha del acuerdo de la emisión.
d) Valor nominal, importe desembolsado y, en su caso, cuantía y fechas de los sucesivos 


desembolsos.


Tres. No podrá constituirse SAT alguna que no tenga su capital social suscrito totalmente 
y desembolsado, al menos, en un veinticinco por ciento. El resto, se desembolsará conforme 
se determine hasta un plazo máximo de seis años.


Cuatro. La aportaciones podrán ser dinerarias o no dinerarias, debiendo fijarse en 
metálico la valoración de estas últimas. Las aportaciones no dinerarias no podrán ser 
valoradas en una cifra superior a la que resulte de aplicar los criterios establecidos por las 
leyes fiscales en los expedientes de comprobación de valores.


Cinco. El importe total de las aportaciones de un socio al capital social no podrá exceder 
de una tercera parte del mismo. En los supuestos de los socios determinados en el artículo 
cinco, número uno, b), del presente Real Decreto, el montante total de las aportaciones 
realizadas por el conjunto de todos ellos no alcanzará, en ningún caso, el cincuenta por 
ciento del capital social.


Seis. Se podrá aportar a la SAT el derecho real de usufructo sobre bienes muebles o 
inmuebles, que se valorará conforme a lo establecido en el número cuatro de este artículo.


Artículo 9.  Asociación de las SAT.


Las SAT, para las mismas actividades y fines a que se refiere este Real Decreto, podrán 
asociarse o integrarse entre sí constituyendo una Agrupación de SAT con personalidad 
jurídica y capacidad de obrar, cuya responsabilidad frente a terceros por las deudas sociales 
será siempre limitada.


Asimismo, podrá participar en otras Sociedades o Agrupaciones de su misma naturaleza 
y establecer con ellas relaciones que sirvan al cumplimiento de su objetivo social.


Artículo 10.  Órganos de gobierno.


Uno. Los órganos de gobierno de las SAT serán los siguientes:
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a) Asamblea general. Órgano supremo de expresión de la voluntad de los socios, 
constituida por todos ellos.


b) Junta rectora. Órgano de gobierno, representación y administración ordinaria de la 
SAT.


c) Presidente. Órgano unipersonal con las facultades estatutarias que incluirán 
necesariamente la representación de la SAT sin perjuicio de las conferidas a la Junta 
Rectora.


Dos. En las SAT cuyo número de socios sea inferior a diez, la Asamblea general 
asumirá, como propias, las funciones que competen a la Junta Rectora, constituyendo 
ambas un solo Órgano.


Tres. Las SAT podrán establecer en sus Estatutos sociales otros Órganos de gestión, 
asesoramiento o control, determinando en estos casos expresamente el modo de elección 
de sus miembros, número de éstos y competencias.


Cuatro. La Junta Rectora estará integrada por un Presidente, un Secretario y tres 
Vocales, cuando menos, siendo el número máximo de sus miembros, que en todo caso 
deben tener la condición de socios, el de doce. Su elección corresponde exclusivamente a la 
Asamblea General.


Artículo 11.  Acuerdos sociales.


Uno. Los acuerdos de la Asamblea general y de la Junta Rectora, salvo disposición 
contraria de este Real Decreto, de los Estatutos sociales o de acuerdo expreso de la 
Asamblea general, se adoptarán por mayoría simple de los asistentes. En los de la Junta 
Rectora se exigirá que estos sean, al menos, la mitad de sus miembros.


Dos. Cada socio dispondrá de un voto. Los Estatutos sociales, no obstante, podrán 
establecer que para la adopción de acuerdos que entrañen obligaciones económicas para 
los socios, éstos dispongan del número de votos que corresponda a la cuantía de su 
participación en relación con el capital social.


Tres. El Presidente dirimirá con su voto los empates en la votación de uno u otro Órgano 
social.


Cuatro. Todos los socios quedan sometidos a los acuerdos de la Asamblea general y de 
la Junta Rectora sin perjuicio de su facultad de impugnarlos ante el orden jurisdiccional civil.


Cinco. Sólo están legitimados para impugnar los acuerdos sociales los socios asistentes 
que hubiesen hecho constar en acta su oposición al acuerdo impugnado y los que hayan 
sido privados ilegítimamente de emitir su voto.


Artículo 12.  Estatutos sociales.


Uno. El estatuto social de la SAT, en cuanto no se oponga a este Real Decreto o a las 
demás disposiciones de necesaria aplicación, es la norma jurídica libremente pactada por los 
socios para regir la actividad de la Sociedad.


Dos. Requisito único necesario es la calificación de su contenido, y modificaciones, en su 
caso, por el Instituto de Relaciones Agrarias que podrá denegar su inscripción en el Registro 
si el contrato de constitución o su contenido incumple este Real Decreto.


Tres. El Estatuto social consignará cuantas menciones estime necesarias para el normal 
desenvolvimiento funcional de la SAT, si bien en todo caso, y con independencia de las que 
se deriven de las prescripciones del presente Real Decreto, habrá necesariamente de 
expresar:


a) Denominación, objeto, domicilio y duración de la SAT.
b) Cifra del capital social, número de fracciones representadas y materializadas en los 


respectivos resguardos, y valor de cada una de éstas.
c) Forma de participación de los socios en las actividades sociales, régimen de las 


reuniones y acuerdos.
d) Composición y número de miembros de la Junta Rectora, forma concreta de elección 


de Presidente, ya sea por sistema individual o por el de lista o candidatura completa, y 
períodos de renovación parcial con proporcionalidad de cargos.


e) Formas y plazos de liquidación por cese como socio.
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f) Efectos de la transmisión de las aportaciones sociales por actos «inter vivos» o «mortis 
causa», salvaguardando el derecho de continuidad de los herederos como socios si éstos 
reúnen las condiciones exigidas en los artículos quinto y sexto de este Real Decreto.


g) Normas de disolución y liquidación de la SAT.
h) Representaciones o «quórum» requeridos, personales o de capital, para la toma de 


acuerdos en Asamblea general y expresión concreta de cuáles son éstos según materias.
i) Facultades del Gerente o Consejo de Gerencia, así como, en su caso, de cualesquiera 


otros Órganos previstos en el artículo diez, número tres, con determinación expresa de las 
facultades que la Junta Rectora pudiera delegarles. También podrán las SAT realizar el 
nombramiento de Letrado Asesor, con las mismas funciones y competencias que para tal 
cargo establece la Ley treinta y nueve/mil novecientos setenta y cinco, de treinta y uno de 
octubre.


j) Régimen económico y contable.


Artículo 13.  Disolución.


Uno. Son causas de disolución de las SAT las siguientes:


a) El acuerdo de la Asamblea General, expresamente convocada al efecto adoptado en 
primera convocatoria por los dos tercios de los socios, y en segunda por mayoría simple de 
éstos, debiendo estar en todo caso representado al menos el cincuenta por ciento del 
capital.


b) El cumplimiento del plazo para el que se habían constituido, salvo que se hubiera 
acordado su continuación con anterioridad.


c) La conclusión del objeto social o imposibilidad de realizarlo.
d) La cesación o abandono de las actividades sociales durante un período continuado de 


dos años.
e) La alteración sustancial de los caracteres propios que configuran las SAT, dejen de 


cumplirse los requisitos que determinaron su inscripción o se vulneren las normas que las 
regulan.


f) Las demás especificadas en sus Estatutos sociales.


Dos. En los casos en que concurra una causa de disolución y no sea acordada por su 
Asamblea, el IRA, o cualquiera de los socios, podrán solicitar que el Órgano competente del 
orden de la jurisdicción civil declare disuelta la Sociedad.


Tres. La disolución deberá ser inscrita en el registro general de SAT y publicada en el 
«Boletín Oficial del Estado».


Artículo 14.  Liquidación y cancelación.


Uno. Con la disolución se inicia el proceso de liquidación durante cuyo período la SAT 
conservará su personalidad a tales efectos, debiendo añadir a su nombre y número la frase 
«en liquidación».


Dos. La duración del período liquidatorio será de un año. Rebasado dicho plazo podrá 
realizarse de oficio la cancelación de la SAT en el Registro General.


Tres. La liquidación se llevará a cabo conforme a las normas siguientes:


a) La Comisión liquidadora, elegida por la Asamblea general, estará integrada por un 
número impar de socios no superior a cinco. Cuando no fuera posible su constitución la 
formarán los miembros de la Junta Rectora en la fecha de disolución. Actuará 
colegiadamente y sus acuerdos se transcribirán en el Libro de Actas.


b) Realizadas las operaciones de liquidación y una vez finalizadas, la comisión 
presentará a la Asamblea general el balance final, tras cuya aprobación se procederá a 
solicitar la cancelación de la SAT en el Registro General, lo que se publicará en el «Boletín 
Oficial del Estado» y en el de la provincia donde radique su domicilio social.


c) En todo supuesto de disolución, los socios que aportaron bienes inmuebles, salvo 
expresa renuncia, tendrán derecho preferente a la adjudicación de los mismos bienes 
aportados por ellos, aun cuando se hayan de compensar en dinero las posibles diferencias 
de valor.
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Disposición transitoria primera.  
Los expedientes iniciados para la constitución de SAT antes de la vigencia de este Real 


Decreto, se tramitarán y resolverán con arreglo a las presentes normas, debiéndose 
subsanar y completar en lo necesario su documentación.


Disposición transitoria segunda.  
Los antiguos Grupos Sindicales de Colonización legalmente inscritos, deberán adaptar 


sus Estatutos a los preceptos contenidos en el presente Real Decreto. En otro caso, 
quedarán disueltos de pleno derecho.


Las SAT constituidas con anterioridad a este Real Decreto habrán asimismo de adaptar 
sus Estatutos a lo dispuesto en el mismo. En otro caso, subsistirán con sujeción al régimen 
común.


Disposición transitoria tercera.  
La adaptación a que hace referencia la disposición anterior será realizada en el plazo 


máximo de un año desde la entrada en vigor del presente Real Decreto.


Disposición final primera.  
Se faculta al Ministerio de Agricultura y Pesca para dictar cuantas normas de aplicación y 


desarrollo del presente Real Decreto sean precisas, así como para su aclaración e 
interpretación.


Disposición final segunda.  


(Derogada)


Disposición final tercera.  
Los actos de adaptación a que se refiere la disposición transitoria segunda del presente 


Real Decreto y las variaciones derivadas de la incorporación de la SAT a su Registro, 
conforme a su ordenación, no entrañarán modificación de su personalidad jurídica.


Disposición final cuarta.  
Queda derogado el Decreto dos mil ochocientos treinta y ocho/mil novecientos setenta y 


uno, de catorce de octubre, y las Órdenes ministeriales de cinco de julio y veinticinco de 
agosto de mil novecientos cuarenta y uno, así como cuantas se hayan dictado en su 
desarrollo que se opongan a lo establecido en este Real Decreto.


Dado en Palma de Mallorca a tres de agosto de mil novecientos ochenta y uno.


JUAN CARLOS R.
El Ministro de Agricultura y Pesca,


JAIME LAMO DE ESPINOSA Y MICHELS DE CHAMPOURCIN


Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 22 de diciembre de 2017


El impulso y fomento de la integración de entidades asociativas agroalimentarias, 
constituyen unas herramientas de gran importancia para favorecer su competitividad, 
redimensionamiento, modernización e internacionalización En efecto, el fortalecimiento de 
las estructuras asociativas y el incremento de su dimensión facilitarán el desarrollo de la 
innovación y la incorporación de nuevas tecnologías, aumentará su productividad y eficiencia 
y mejorará su capacidad de competir, más eficazmente, tanto en el mercado nacional como 
en los mercados internacionales.


La Ley 13/2013, de 2 de agosto, de fomento de la integración de cooperativas y de otras 
entidades asociativas de carácter agroalimentario, contempla un instrumento básico para 
contribuir a mejorar la estructuración de la oferta y la integración, mediante el 
redimensionamiento de las entidades asociativas: la nueva figura de la Entidad Asociativa 
Prioritaria (EAP).


La citada Ley 13/2013, de 2 de agosto, en sus artículos 1, 3 y 5 y en su disposición 
adicional única, definen la nueva figura de la Entidad Asociativa Prioritaria, establece las 
condiciones para su reconocimiento, mediante el correspondiente procedimiento 
reglamentario, y se crea en el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, el 
Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias, adscrito a la Dirección General de la 
Industria Alimentaria.


Resulta, por tanto, necesario para cumplir el mandato previsto en la Ley 13/2013, de 2 
de agosto, proceder al desarrollo reglamentario, en concreto en la determinación del 
montante económico de facturación por sectores productivos, que se requerirá para acceder 
a la condición de prioritaria, el procedimiento para el reconocimiento de las Entidades 
Asociativas Prioritarias de carácter supra-autonómico y el procedimiento para su inscripción 
en el Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias.


El presente real decreto ha sido sometido a consulta de las comunidades autónomas y 
entidades representativas del sector y se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 
149.1.13.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica, con el objetivo de 
profundizar en las reformas estructurales en un sector estratégico de nuestra economía para 
favorecer su desarrollo y la generación de empleo.


En su virtud, a propuesta de la Ministra de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 
con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo 
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 27 de junio de 2014,


DISPONGO:


CAPÍTULO I


Disposiciones generales


Artículo 1.  Objeto.


El presente real decreto tiene por objeto desarrollar lo dispuesto en la Ley 13/2013, de 2 
de agosto, de fomento de la integración de cooperativas y de otras entidades asociativas de 
carácter agroalimentario, en particular:


a) Determinar el montante económico de facturación por sectores productivos, de 
acuerdo con el código de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas (CNAE), que 
se requerirá para acceder a la condición de prioritaria.


b) Regular el procedimiento para el reconocimiento de Entidades Asociativas Prioritarias 
de carácter supra-autonómico.
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c) Regular el procedimiento para su inscripción en el Registro Nacional de Entidades 
Asociativas Prioritarias.


Artículo 2.  Ámbito del reconocimiento.


1. Las entidades asociativas agroalimentarias susceptibles de reconocimiento como 
Entidad Asociativa Prioritaria (en adelante EAP) son las sociedades cooperativas 
agroalimentarias, las cooperativas de segundo grado, los grupos cooperativos, las 
sociedades agrarias de transformación, las organizaciones de productores con personalidad 
jurídica propia, reconocidas de acuerdo con la normativa comunitaria en el ámbito de la 
Política Agraria Común y las entidades civiles o mercantiles, siempre que más del 50 por 
ciento de su capital social pertenezca a sociedades cooperativas, a organizaciones de 
productores o a sociedades agrarias de transformación En el caso de que estas entidades 
económicas tengan la forma de sociedad anónima, sus acciones deberán ser nominativas 
Son las previstas en el artículo 13 de la Ley 13/2013, de 2 de agosto, de fomento de la 
integración de cooperativas y de otras entidades asociativas de carácter agroalimentario.


Podrán solicitar y obtener el reconocimiento como EAP tanto entidades ya existentes, 
como aquellas que pretendan constituirse, que cumplan con el conjunto de requisitos 
establecidos para dicho reconocimiento.


2. Dichas entidades podrán ser reconocidas como prioritarias a los efectos del 
cumplimiento del requisito previsto en el artículo 31.d) de la Ley 13/2013, de 2 de agosto, en 
alguno de los siguientes supuestos:


a) Si se solicita el reconocimiento para un producto determinado, su facturación anual, 
correspondiente a la producción comercializada de dicho producto, deberá ser superior a la 
cuantía que se señala en el apartado a) del anexo I, para la facturación total de la entidad.


Podrá solicitarse el reconocimiento para uno o varios de los productos que se definen en 
el apartado a) del anexo I, establecidos de conformidad con el Real Decreto 475/2007, de 13 
de abril, por el que se aprueba la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 2009 
(CNAE-2009).


b) Si se solicita un reconocimiento genérico, su facturación total anual correspondiente al 
conjunto de productos comercializados por la entidad, deberá ser superior a la cuantía que 
se señala en el apartado b) del anexo I.


3. En los supuestos en los que la entidad solicitante sea una sociedad cooperativa 
agroalimentaria de primer grado, los valores de facturación referidos en el apartado anterior 
se reducirán un 30%.


4. A los efectos de determinar el volumen anual de facturación, en el supuesto de 
cooperativas agroalimentarias será de aplicación, en relación a las adquisiciones con 
terceros, los límites previstos en el artículo 934 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas y articulo 9 de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, de Régimen Fiscal de las 
Cooperativas.


5. A efectos de determinación del ámbito de actuación supra-autonómico, se entenderá 
que existe cuando se verifique simultáneamente que:


a) Dispone de socios en más de una comunidad autónoma, sin que exceda del 90% en 
el ámbito de una concreta En el caso de sociedades de capital, dicho porcentaje se 
determinará exclusivamente respecto de las entidades asociativas integradas en ellas.


b) Su actividad económica no exceda del 90% en una comunidad autónoma concreta.


Cuando para un producto determinado, de los indicados en el anexo I, la producción 
nacional se localice en más de un 60% en una única comunidad autónoma, los porcentajes 
previstos anteriormente, serán del 95% para el número de socios del apartado a) y para la 
actividad económica, del apartado b) Estos mismos porcentajes serán de aplicación cuando 
la entidad desarrolle su actividad en más de un 50% en una comunidad autónoma con cinco 
o más provincias.


6. En todos los casos, los valores a los que se hace referencia en el punto 2 de este 
artículo estarán referidos a cualquiera de los tres últimos ejercicios económicos cerrados, 
previos a la solicitud.


BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA


Página 4







CAPÍTULO II


Reconocimiento de las Entidades Asociativas Prioritarias


Artículo 3.  Solicitud de reconocimiento como EAP.


1. La solicitud de reconocimiento como EAP deberá realizarse por el representante legal 
de la propia entidad o por los promotores de la misma, en caso de que esté en proceso de 
constitución y se dirigirá al Director General de la Industria Alimentaria del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, y se podrá presentar ante las oficinas y 
registros a que se refiere el artículo 384 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas, según modelo anexo II Asimismo a través de la 
sede electrónica del Departamento se podrá realizar la solicitud por tales medios, sin 
perjuicio de la obligación de remisión documental de aquella documentación justificativa que 
deba aportarse mediante originales o copias compulsadas.


2. Deberá acompañarse de la siguiente documentación:


a) Acuerdo de voluntades de la entidad o entidades que pretendan constituirse como 
EAP, o, en caso de entidad ya existente, el acuerdo del órgano de gobierno, de obtener el 
reconocimiento como EAP, con indicación de la denominación o razón social, domicilio y el 
número de identificación fiscal, lugar y fecha de otorgamiento.


b) Relación actualizada de todas las entidades que la integran en su caso, con 
identificación de todos los productores que las componen con indicación del territorio de la 
comunidad autónoma donde desarrollan su actividad, así como la documentación 
acreditativa para la verificación de lo dispuesto en el artículo 25 del presente real decreto


c) Estatutos o disposiciones reguladoras de la entidad solicitante y de cada una de las 
que la componen, que deberán contener todos los extremos que se establecen en el artículo 
3 de la Ley 13/2013, de 2 de agosto, y que expresamente contemple:


1.º La obligación de la comercialización conjunta de la totalidad del producto para el que 
se solicita reconocimiento, sin perjuicio de las excepciones o limitaciones que por disposición 
legal o normativa comunitaria sean de aplicación.


2.º Previsiones para el control democrático en su funcionamiento, en la toma de sus 
decisiones por los asociados y garantías para evitar las posiciones de dominio, cuidando 
igualmente de respetar el principio de libre adhesión voluntaria y abierta cuando la entidad 
solicitante sea un cooperativa agroalimentaria.


3.º Consentimiento de los socios a la cesión de datos referentes a la actividad económica 
realizada en el seno de la entidad, relevantes a efectos del control y cumplimiento de lo 
dispuesto en la Ley 13/2013, de 2 de agosto, y en este real decreto, de conformidad con lo 
previsto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter 
personal.


d) Facturación de la entidad solicitante o la suma de las entidades que se integran y sus 
productores para los productos específicos o genéricos para los que se solicita el 
reconocimiento como EAP, conforme a lo establecido en el artículo 26, del presente real 
decreto.


e) En el supuesto de que la entidad solicitante se acoja al periodo previsto en la 
disposición transitoria única, se deberá aportar la correspondiente declaración o compromiso 
de la entidad solicitante y de las que la integran, de acuerdo con el anexo III, del presente 
real decreto.


f) En el caso de que la entidad solicite el reconocimiento genérico de acuerdo al volumen 
mínimo previsto en el apartado b) del anexo I las informaciones contempladas en las letras 
anteriores se referirán a los productos para los que se pretende obtener dicho 
reconocimiento.


Artículo 4.  Subsanación.


Cuando se adviertan defectos en la solicitud o en la documentación que la acompaña se 
requerirá al interesado para que, en un plazo de 10 días, subsane la falta o acompañe los 
documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido 
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de su petición, previa la correspondiente resolución, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 noviembre.


Artículo 5.  Procedimiento de reconocimiento.


1. Corresponde a la Dirección General de la Industria Alimentaria del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, en coordinación con las comunidades 
autónomas afectadas por su ámbito supraautonómico, realizar las comprobaciones para el 
reconocimiento.


2. La Dirección General de la Industria Alimentaria del Ministerio Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente remitirá las solicitudes de reconocimiento e inscripción a los 
órganos competentes de las comunidades autónomas afectadas territorialmente para su 
informe en el plazo de un mes a contar desde la recepción de la petición del mismo, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 83.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en 
cumplimiento del deber de colaboración entre Administraciones públicas. Se entenderá que 
existe afectación territorial de una comunidad autónoma cuando existan socios de base en 
dicha comunidad. En caso de no recibir respuesta en dicho plazo, se proseguirán las 
actuaciones. Durante el referido periodo las comunidades autónomas afectadas o la propia 
Dirección General podrán proponer la celebración de una reunión con la participación de 
todas las comunidades autónomas interesadas para resolver cualquier duda o sugerencia 
que pudiera plantearse respecto al reconocimiento.


3. Una vez recibidos los informes de los órganos competentes de las comunidades 
autónomas afectadas, o transcurrido el plazo para emitirlos, el Director General de la 
Industria Alimentaria, resolverá motivadamente, sin que esta resolución ponga fin a la vía 
administrativa.


4. La resolución anterior y notificación habrá de producirse en el plazo de seis meses a 
contar desde que la solicitud haya tenido entrada en el registro del órgano competente para 
su tramitación, transcurrido el cual podrá entenderse estimada la solicitud.


5. En el caso de entidades en proceso de constitución, la resolución estimatoria quedará 
condicionada a su efectiva constitución, en cuyo caso habrá de aportarse certificación del 
órgano de gobierno acreditativa de la efectiva adquisición de personalidad jurídica y resto de 
la documentación que haya de substituir a la presentada en su momento, en el plazo de un 
mes desde la notificación de la resolución estimatoria.


6. La resolución estimatoria será comunicada a los órganos competentes de las 
comunidades autónomas afectadas por el ámbito de la EAP, para su conocimiento y 
constancia. En el caso de entidades en proceso de constitución ésta se verificará una vez 
aportada la documentación a que hace referencia el apartado anterior.


7. Contra dicha resolución podrá interponerse recurso de alzada, ante la Secretaria 
General de Agricultura y Alimentación, en el plazo de un mes contado a partir del día 
siguiente al de su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 114 y 115 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.


Artículo 6.  Obligaciones de las EAP.


A efectos de actualización del Registro, las EAP deberán presentar anualmente al cierre 
de su ejercicio económico la siguiente documentación:


a) Depósito anual de la relación de productores que formen parte de la EAP y de las 
entidades que la integran.


b) Memoria económica y social anual e informe auditor correspondiente en caso de que 
dispongan del mismo.


c) Comunicación en la forma expresada en el artículo 82 de toda modificación que afecte 
al reconocimiento como EAP.
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CAPÍTULO III


Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias


Artículo 7.  Funcionamiento del Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias.


1. El Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias, de carácter informativo, y 
adscrito a la Dirección General de la Industria Alimentaria del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5, de la Ley 
13/2013, de 2 de agosto, será el encargado del mantenimiento de los datos de las entidades 
reconocidas.


2. Cada EAP tendrá asignado un número correlativo, independiente y único, cuya 
relación será publicada en la web del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente.


Artículo 8.  Modificación de las condiciones y cancelación del reconocimiento.


1. La modificación y la cancelación del reconocimiento de la EAP podrá tener lugar de 
oficio o a instancia del interesado.


2. Los interesados deberán comunicar cualquier información que afecte a las 
condiciones de reconocimiento en el plazo de un mes desde que ésta se produjera, 
indicando la nueva situación, debidamente acompañada de la documentación acreditativa. 
Dichas comunicaciones estarán dirigidas a la Dirección General de la Industria Alimentaria y 
a los órganos competentes de las comunidades autónomas afectadas por el ámbito territorial 
de la EAP.


La Dirección General de la Industria Alimentaria procederá a la modificación de las 
condiciones del reconocimiento, previo informe de las comunidades autónomas afectadas 
por la modificación, de acuerdo con el artículo 83 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
que será posteriormente comunicada a los interesados y las comunidades autónomas del 
ámbito territorial de la EAP.


3. En el supuesto de que dicha información determinase el incumplimiento sobrevenido 
de cualquiera de los requisitos previstos en los artículos 2 y 3, ésta llevará aparejada la 
suspensión provisional del reconocimiento durante un plazo de tres meses, transcurrido el 
cual sin haberse subsanado o aportado documentación acreditativa de que, a la luz de las 
nuevas circunstancias, se cumple lo previsto en los referidos artículos, se procederá a la 
cancelación del reconocimiento, previa instrucción del procedimiento administrativo que en 
todo caso garantizará la audiencia del interesado e informe de las comunidades autónomas 
afectadas, conforme a lo previsto en el apartado 4.


4. La Dirección General de la Industria Alimentaria procederá de oficio, previo 
apercibimiento de la cancelación del reconocimiento como EAP, de aquellas entidades que 
incumplan las obligaciones previstas en el artículo 6. En el plazo de tres meses desde la 
notificación del apercibimiento y previa audiencia de los interesados e informe de las 
comunidades autónomas afectadas por el ámbito territorial de la EAP, la Dirección General 
de la Industria Alimentaria dictará y notificará resolución motivada en el plazo de un mes. 
Contra esta resolución podrá interponerse recurso de alzada ante el Secretario General de 
Agricultura y Alimentación en el plazo de un mes, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
114 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.


Disposición adicional única.  No incremento de gasto.


Las medidas incluidas en este real decreto no podrán suponer incremento de dotaciones 
ni de retribuciones ni de otros gastos de personal.


Disposición transitoria única.  Periodo transitorio.


Las entidades solicitantes reconocidas que no reúnan el requisito establecido en el 
artículo 32 c).1 dispondrán de un periodo transitorio máximo de cinco años, para alcanzar la 
entrega total de los productos objeto de reconocimiento para su comercialización conjunta, 
con el siguiente calendario:
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– Al finalizar el 3 año, la entrega de al menos el 50%.
– En el 4 año, el 75%.
– Y el 5 año, la totalidad de la producción de los socios.


Todo ello, desde la presentación de su solicitud, debiendo presentar al final de cada 
periodo, la correspondiente declaración-compromiso, conforme al anexo III del presente real 
decreto.


Disposición final primera.  Titulo competencial.


Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre bases y coordinación de 
la planificación general de la actividad económica.


Disposición final segunda.  Facultad de modificación.


Se faculta a la Ministra de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente para modificar los 
volúmenes de facturación a los que se hace referencia el anexo I del presente real decreto.


Disposición final tercera.  Entrada en vigor.


El presente real decreto entrara en vigor a los tres meses de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».


Dado en Madrid, el 27 de junio de 2014.


FELIPE R.
La Ministra de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente,


ISABEL GARCÍA TEJERINA


ANEXO I


Volúmenes mínimos de facturación requeridos para el reconocimiento


a) Volúmenes mínimos para el reconocimiento por producto:


Reconocimiento por producto Facturación total de la 
entidad2


(millones de euros)Productos CNAE 20091 Descripción CNAE


Aceite de oliva 1043 Fabricación de aceite de oliva. 500


Aceituna de mesa (elaborada). 1089 Elaboración de otros productos alimenticios ncop. 1501039 Otro procesado y conservación de frutas y hortalizas.
Algodón. 0116 Cultivo de plantas para fibras textiles. 20


Alimentación animal. 1091 Alimentación animal 2251092 Fabricación de productos para la alimentación de animales de compañía.
Alimentación animal (excluyendo animales de compañía). 1091 Piensos para especies de producción. 217
Fabricación de productos para la alimentación de animales de 
compañía. 1092 Piensos para animales de compañía. 8


Apícola. 0149 Otras explotaciones de ganado. 20
Arroz. 0112 Cultivo de arroz. 60
Avicultura de carne. 0147 Avicultura. 350


Avicultura de puesta 1089 Elaboración de otros productos alimenticios ncop. 700147 Avicultura.
Carne de conejo. 0149 Otras explotaciones de ganado. 35
Cultivos herbáceos (excepto arroz). 0111 Cultivo de cereales (excepto arroz), leguminosas y semillas oleaginosas. 300
Cereales (excepto arroz). 0111 Cereales (excepto arroz). 255
Leguminosas. 0111 Leguminosas. 12
Oleaginosas. 0111 Semillas oleaginosas. 33
Trigo duro. 0111 Trigo duro. 23


Flores y plantas de vivero. 0130 Propagación de plantas. 250128 Cultivo de especias, plantas aromáticas, medicinales y farmacéuticas.
Forrajes deshidratados. 0119 Otros cultivos no perennes. 50
Cítricos. 0123 Cultivo de cítricos 300
Frutas de hueso. 0124 Cultivo de frutos con hueso y pepitas. 125


Frutas de pepita. 0124 Cultivo de frutos con hueso y pepitas 800121 Cultivo de la vid (mesa).
Frutas tropicales y suptropicales y plátanos. 0122 Cultivo de frutos tropicales y subtropicales. 100
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Reconocimiento por producto Facturación total de la 
entidad2


(millones de euros)Productos CNAE 20091 Descripción CNAE


Frutas y hortalizas frescas y transformadas (excepto patata y 
tomate transformado).


0123 Cultivos cítricos.


500


0124 Cultivos de frutos con hueso y pepitas
0121 Cultivos de vid de mesa.
0122 Cultivos de frutos tropicales y subtropicales.
0125 Cultivo de otros árboles y arbustos frutales y frutos secos.
0113 Cultivo de hortalizas, raíces y tubérculos.
1032 Elaboración de zumos de frutas y hortalizas.
1039 Otro procesado y conservación de frutas y hortalizas.
1085 Elaboración de platos y comidas.
1089 Elaboración de otros productos alimenticios ncop.


Frutos secos. 0125 Cultivo de otros árboles y arbustos frutales y frutos secos. 40
Hortalizas (excepto patata). 0113 Cultivo de hortalizas (incluidos sandía y melón), raíces y tubérculos. 400


Leche y productos lácteos.


1054 Preparación de leche y otros productos lácteos.


650


1053 Fabricación de quesos.
0141 Explotación de ganado bovino para la producción de leche.
0143 Explotación de caballos y otros equinos.
0144 Explotación de camellos y otros camélidos.
0145 Explotación de ganado ovino y caprino.
1052 Elaboración de helados.


Mostos, vinos y alcoholes.


1101 Destilación, rectificación y mezcla de bebidas alcohólicas.


100
1102 Elaboración de vinos.
1104 Elaboración de otras bebidas no destiladas, procedentes de la fermentación.
1103 Elaboración de sidra y otras bebidas fermentadas.
1105 Fabricación de cerveza.


Ovino y caprino de carne. 0145 Explotación de ganado ovino y caprino. 100
Ovino de leche y carne. 0145 Explotación de ganado ovino y caprino. 75
Caprino de leche y carne. 0145 Explotación de ganado ovino y caprino. 40
Patata. 0113 Cultivo de hortalizas, raíces y tubérculos. 40
Porcino blanco. 0146 Explotación de ganado porcino. 150
Porcino ibérico. 0146 Explotación de ganado porcino. 50
Producción forestal. 0220 Silvicultura y otras actividades forestales. 20


Remolacha (azucarera). 0114 Cultivo de caña de azúcar. 300113 Cultivo azucareros y azúcar.


Suministros y servicios.


0164


Fertilizantes, fitosanitarios, semillas y otros suministros agrícolas y ganaderos. 350
0162
0130
2015
2020


Tabaco. 0115 Cultivo de tabaco. 40


Tomate transformado.


1039 Otro procesado y conservación de frutas y hortalizas.


90
1032 Elaboración de zumos frutas y hortalizas.
0113 Cultivo de hortalizas, raíces y tubérculos.
1084 Elaboración de especies, salsas y condimentos.
1085 Elaboración de platos y comidas preparadas..


Transformados hortofrutícolas (excepto tomate).


1032 Elaboración de zumos de frutas y hortalizas.


701039 Otro procesado y conservación de frutas y hortalizas.
1085 Elaboración de platos y comidas preparadas.
1089 Elaboración de otros productos alimenticios ncop.


Vacuno de carne. 0142 Explotación de otro ganado bovino y búfalos. 70


1 Incluidos en cada apartado los códigos CNAE en materia de transformación y comercialización 
correspondientes a los productos objeto de reconocimiento.


2 Facturación total de la entidad y de sus entidades participadas (importe neto cifra de negocios). Los valores 
de facturación se reducirán un 30% cuando la entidad solicitante sea una sociedad cooperativa agroalimentaria de 
primer grado.


b) Volúmenes mínimos para un reconocimiento genérico:


Reconocimiento genérico Facturación total de la entidad3


(millones de euros)
Conjunto de productos comercializados por la entidad. 750


3 Facturación total de la entidad y de sus entidades participadas (importe neto cifra de negocios) Los valores de 
facturación se reducirán un 30% cuando la entidad solicitante sea una cooperativa agroalimentaria de primer grado.


c) Volúmenes mínimos para las integraciones verticales en el reconocimiento por producto:


En aquellas entidades asociativas de carácter agroalimentario, cuyas actividades 
cooperativizadas estén referidas a varias y distintas producciones de las mencionadas en el 
apartado a) del anexo I y en las que se lleve a cabo una integración vertical en la cadena de 
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suministro, el volumen mínimo exigido para el reconocimiento será el 50 % de la facturación 
establecida por los distintos subsectores para los que se solicita el reconocimiento.


ANEXO II


Modelo de solicitud de reconocimiento e inscripción en el Registro de 
Entidades Asociativas Prioritarias
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ANEXO III


Modelo declaración compromiso


Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 29 de julio de 2015


JUAN CARLOS I


REY DE ESPAÑA


A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 


ley.


PREÁMBULO


I


El asociacionismo agrario, como fenómeno general, y las cooperativas en particular, son 
protagonistas del gran cambio experimentado en el sector agroalimentario español, 
contribuyendo a la vertebración del territorio, al dar continuidad a la actividad agraria, 
fomentando el empleo rural y teniendo una especial capacidad para ser motor de desarrollo 
económico y social, favoreciendo, por tanto, la viabilidad y sostenibilidad de nuestras zonas 
rurales.


A título ilustrativo puede señalarse que el sector cooperativo está compuesto por cerca 
de 4.000 entidades y 1.200.000 socios, siendo en el conjunto de la producción 
agroalimentaria española, con una facturación de 17.405 millones de euros en 2011, un 
segmento capital de nuestro tejido asociativo agrario, al que debe sumarse un creciente 
número de entidades asociativas de naturaleza no cooperativa que como las sociedades 
agrarias de transformación (SAT), las organizaciones de productores y las entidades 
mercantiles y civiles, que vertebran el escalón primario de la producción agraria española, 
además de contribuir y mejorar la cohesión territorial mediante la generación de empleo 
estable y de calidad ofreciendo nuevos servicios que demandan los ciudadanos del medio 
rural.


Se trata, sin embargo, de un sector caracterizado por su atomización lo que está 
provocando que ni siquiera las entidades mejor estructuradas estén viendo rentabilizados 
sus esfuerzos e inversiones, siendo necesario poner en marcha medidas que fomenten la 
integración y la potenciación de grupos comercializadores de base cooperativa y asociativa, 
con implantación y ámbito de actuación superior al de una comunidad autónoma, que 
resulten capaces de operar en toda la cadena agroalimentaria, tanto en los mercados 
nacionales como en los internacionales y que contribuyan a mejorar la renta de los 
agricultores y consolidar un tejido industrial agroalimentario en nuestras zonas rurales.


II


Para corregir los inconvenientes que provoca la aludida atomización, el Gobierno se ha 
fijado como un eje prioritario de actuación el impulso y fomento de la integración cooperativa 
y asociativa, en la convicción de que favorecerá la competitividad, el redimensionamiento, la 
modernización y la internacionalización de dichas entidades, en el marco de las reformas 
estructurales para mejorar la economía y competitividad del país.


Para ello es preciso vencer una serie de obstáculos que frenan la integración, derivados 
de la anterior PAC con los diferentes mecanismos de regulación llamados a desaparecer y 
de la creciente volatilidad de los mercados internacionales, junto a la visión localista del 
sector asociativo, sin un desarrollo suficiente en materia de comercialización. Todo ello limita 
el aprovechamiento eficiente de las economías de escala y alcance que todo proceso de 
integración lleva inmerso.
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III


El fomento de la capacidad comercializadora y económica del sector productor, en 
particular mediante la integración de las cooperativas y demás formas jurídicas del 
asociacionismo agrario, permite alcanzar un modelo asociativo empresarial generador de 
valor, más rentable, competitivo y profesionalizado. El fortalecimiento de las estructuras 
asociativas facilita la innovación y la incorporación de nuevas tecnologías en las estructuras 
agrarias, aumentando su productividad y eficiencia y, en definitiva, su capacidad de competir 
más eficazmente en los mercados internacionales.


En atención a estas consideraciones es objeto de la presente ley el fomento de la fusión 
e integración de las cooperativas agrarias y demás formas asociativas en el ámbito 
agroalimentario, en el marco de la futura PAC, incluyendo aquí también a los grupos 
cooperativos que asocian a varias empresas cooperativas con la entidad cabeza de grupo 
que ejercita facultades o emite instrucciones de obligado cumplimiento para los integrantes 
del mismo, de forma que se produce una unidad de decisión en el ámbito de dichas 
facultades. A este propósito, es pieza clave la creación de la figura de la entidad asociativa 
agroalimentaria prioritaria.


Las políticas de fomento que instaura la ley se articulan en torno a medidas destinadas a 
priorizar las ayudas y subvenciones que estén previstas en los Programas de Desarrollo 
Rural para aquellas actuaciones que radiquen en su ámbito territorial, de acuerdo con sus 
respectivas normas reguladoras y desde el respeto a la normativa europea y de 
competencia.


En este sentido, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y las 
comunidades autónomas procederán a la revisión de las políticas de fomento asociativo y a 
la elaboración de un Plan Estatal de Integración Asociativa con objeto de coordinar dichas 
políticas con los fines previstos en la presente ley, a fin de eliminar los obstáculos que 
causan debilidad al sector productor e instaurar medidas legales y económicas que 
favorezcan la integración.


Asimismo se promoverá la constitución de grupos cooperativos y otras agrupaciones de 
entidades asociativas a efectos de alcanzar la condición de entidad asociativa prioritaria 
agroalimentaria, disponiendo al efecto de una regulación societaria y fiscal adecuada.


La constitución y reconocimiento de las entidades asociativas prioritarias, que se 
fomenta mediante la presente ley, podrá suponer, en unos casos, la desaparición de las 
entidades originales que pasan a integrarse en una nueva entidad o, en otros casos, la 
desaparición por absorción, el reconocimiento de una entidad ya existente, o la creación 
como una nueva entidad manteniendo las entidades originales de base, las cuales 
constituyen una entidad de grado superior que asume, al menos, las tareas relacionadas con 
la comercialización en común de la producción de todos los socios de dichas entidades 
originales.


La ley se estructura en cinco capítulos con seis artículos, una disposición adicional, una 
disposición transitoria y cinco finales.


El capítulo I establece las disposiciones generales: objeto y ámbito de aplicación y fines.
El capítulo II establece las condiciones que deben cumplir las entidades asociativas 


prioritarias para su reconocimiento.
El capítulo III se refiere a las ayudas y beneficios previstos ante las diferentes 


situaciones de preferencia tanto de las entidades asociativas resultantes como las que las 
que integran y sus productores.


El capítulo IV crea, adscrito a la Dirección General de la Industria Alimentaria del 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, el Registro Nacional de Entidades 
Asociativas Prioritarias.


En el capítulo V se regula el régimen de financiación de las ayudas, así como la 
colaboración de las comunidades autónomas.


La disposición transitoria regula un período transitorio a efectos de cumplir lo previsto en 
el apartado c) del artículo 3 de la ley, para las entidades asociativas que no cumplan con lo 
previsto en el mismo, en el momento de la solicitud de su reconocimiento e inscripción en el 
Registro de Entidades Asociativas Prioritarias.
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Las disposiciones finales regulan el título competencial, modifican la Ley 27/1999, de 16 
de julio, de Cooperativas, y la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las 
Cooperativas, señalan el no aumento de gasto público y el desarrollo reglamentario.


IV


Así, para contribuir a facilitar de modo particular el desarrollo del sector cooperativo en 
España, que en la actualidad presenta un importante potencial económico y con más de cien 
mil empleos directos, se requiere una importante ampliación de sus fines y actividades, lo 
que supone una revisión de su regulación básica, tanto de índole sustantivo como fiscal. 
Estas medidas harán posible un mejor desarrollo de sus posibilidades de generación de 
empleo, para lo cual la normativa legal debe ofrecerles la posibilidad de hacerse cargo de 
actuaciones y servicios que repercutan en beneficio del territorio rural y de su población, a la 
vez que les permita ampliar su desarrollo empresarial a efectos de alcanzar una mayor 
dimensión. A este motivo responden las modificaciones que se introducen en la Ley 27/1999, 
de 16 de julio, de Cooperativas, y en la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen 
Fiscal de las Cooperativas.


Por tanto, las modificaciones que se proponen en la vigente normativa legal sobre 
cooperativas van dirigidas a eliminar determinados límites o trabas que, hoy en día, dificultan 
una mayor ampliación de sus actividades. En definitiva, se pretende hacer posible mantener 
una de las máximas del cooperativismo agrario: su ubicación en el territorio rural sin 
previsión de que se deslocalicen del mismo.


Estos planteamientos son los que han inspirado las modificaciones en las citadas leyes, 
que se describen seguidamente.


Se procede a reformar el artículo 6 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, con el objetivo de 
mejorar la definición de las clases de cooperativas agrarias en su denominación actual para 
adaptarlas a su realidad económica y social, que en lo sucesivo pasarán a denominarse 
«agroalimentarias», así como respecto de las de segundo grado. La nueva denominación de 
cooperativa agroalimentaria que se atribuye a las cooperativas agrarias venía siendo 
reclamada por la totalidad del sector y resulta pertinente por su mayor aproximación a la 
realidad socioeconómica. Esta modificación se hace extensiva a todos los casos en que 
aparezca el nombre de cooperativa agraria en el articulado de la Ley 27/1999, de 16 de julio, 
y permitirá a las cooperativas la adecuación de sus normas constitutivas a las actividades 
que efectivamente en la actualidad vienen desarrollando. La flexibilización que se introduce 
proporcionará una mayor facilidad a las cooperativas para desarrollar sus posibilidades de 
generación de empleo.


Con objeto de contribuir a la consolidación de las asociaciones de las cooperativas, se 
plantea la incorporación en el artículo 56 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, relativo al Fondo 
de Educación y Promoción (FEP), de un nuevo párrafo en su punto 2, mediante el que se 
posibilita expresamente que las cooperativas aporten sus dotaciones del FEP a sus Uniones 
o Federaciones para el cumplimiento de las funciones que la legislación les tenga 
encomendadas en la medida en que sean coincidentes con las propias de dichos fondos. 
Mediante este cambio se habilita una opción para las cooperativas en cuanto al destino y 
gestión del citado Fondo de Educación y Promoción, siguiendo la línea ya establecida en las 
leyes de cooperativas de las Comunidades Autónomas de Andalucía y Valencia.


Las modificaciones que se proponen, en relación con el artículo 93 de la Ley 27/1999, de 
16 de julio, incorporan de forma expresa en el ámbito subjetivo de la cooperativa 
agroalimentaria, a las personas titulares de las explotaciones que siguen el régimen de 
titularidad compartida, regulado en la reciente Ley 35/2011, de 4 de octubre, sobre titularidad 
compartida de las explotaciones agrarias.


También se incide en el ámbito de actuación de la cooperativa agroalimentaria, de forma 
que, además de incidir en la actividad específicamente agraria, también actúe en razón a su 
implantación en el medio rural, al tiempo que se puntualiza que las actividades de la 
cooperativa afectan tanto a los productos de ella misma, como de sus socios.


Además, se resalta la actuación de las cooperativas agroalimentarias en el entorno 
territorial y social propio de su ubicación, diversificando su actividad en beneficio de sus 
habitantes, tanto socios como terceros no socios.
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Por lo que respecta al artículo 9 de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen 
Fiscal de las Cooperativas, las modificaciones que se establecen respecto a su ámbito 
subjetivo eliminan la referencia a las personas físicas, por obsolescencia en el contexto 
actual. Esta limitación genera no pocos problemas para la transmisión generacional de las 
explotaciones en gestión cooperativa y supone un importante obstáculo para la generación 
de grupos cooperativos agrarios competitivos, sin que aporte ningún valor añadido en 
términos de finalidades públicas a incentivar, principios cooperativos o mutualismo.


Finalmente, resulta conveniente adecuar el texto de esta Ley al contenido de la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 85/2015, de 30 de abril de 2015 en relación con el 
recurso de inconstitucionalidad número 6228-2013, interpuesto por la Generalitat de 
Cataluña, facilitando la participación de las Comunidades Autónomas en el procedimiento de 
reconocimiento, mediante su consulta, informando sobre modificaciones y simplificando el 
Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias.


CAPÍTULO I


Disposiciones generales


Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.


1. Esta ley tiene por objeto fomentar la fusión o integración de las cooperativas 
agroalimentarias y de otras entidades de naturaleza asociativa mediante la constitución o la 
ampliación de entidades asociativas agroalimentarias de suficiente dimensión económica, y 
cuya implantación y ámbito de actuación económica sean de carácter supraautonómico, 
instrumentando, en su caso, las medidas necesarias para obtener un tamaño adecuado que 
les permita alcanzar los fines descritos en el artículo 2.


2. La presente ley es de aplicación a las entidades asociativas agroalimentarias 
calificadas de prioritarias de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo II y a las entidades 
asociativas que las integran, en su caso, así como a los productores individuales, ya sean 
personas físicas o jurídicas, que forman parte de las mismas.


3. A los efectos de esta ley, son entidades asociativas las sociedades cooperativas, las 
cooperativas de segundo grado, los grupos cooperativos, las sociedades agrarias de 
transformación, las organizaciones de productores con personalidad jurídica propia, 
reconocidas de acuerdo con la normativa comunitaria en el ámbito de la Política Agraria 
Común y las entidades civiles o mercantiles, siempre que más del 50 por ciento de su capital 
social pertenezca a sociedades cooperativas, a organizaciones de productores o a 
sociedades agrarias de transformación. En el caso de que estas entidades económicas 
tengan la forma de sociedad anónima, sus acciones deberán ser nominativas.


Artículo 2.  Fines.


1. Esta Ley pretende la consecución de los siguientes fines:


a) Fomentar la agrupación de los primeros eslabones que conforman la cadena 
alimentaria, mediante la fusión o integración de las entidades asociativas, con el objeto de 
favorecer su redimensionamiento, mejorar su competitividad y contribuir a la valorización de 
sus producciones.


b) Mejorar la formación de los responsables en la gobernanza y gestión de dichas 
entidades, en especial en las nuevas herramientas e instrumentos de gestión.


c) Contribuir a la mejora de la renta de los productores agrarios integrados en las 
entidades asociativas.


d) Favorecer la integración de los productores en entidades asociativas prioritarias, así 
como en cualquiera de las entidades asociativas que se indican en el artículo 1.3, a fin de 
mejorar su posición en el mercado y su participación en el proceso de valorización y 
comercialización de sus productos.


2. Las medidas que se arbitren para alcanzar los fines señalados en este artículo se 
ejercerán de conformidad con el Derecho Comunitario que resulte de aplicación, en 
particular a la normativa de ayudas públicas, y con las normas y principios recogidos en la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.
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CAPÍTULO II


Entidades asociativas prioritarias


Artículo 3.  Condiciones para el reconocimiento de las entidades asociativas prioritarias.


1. Para que una entidad asociativa pueda tener la consideración de prioritaria, habrá de 
reunir los siguientes requisitos:


a) Ser entidad asociativa agroalimentaria de las dispuestas en el artículo 1.3 de esta ley.
b) Tener implantación y un ámbito de actuación económico que sean de carácter 


supraautonómico.
c) Llevar a cabo la comercialización conjunta de la totalidad de la producción de las 


entidades asociativas y de los productores que las componen.
d) Que la facturación de la entidad asociativa solicitante, o la suma de las facturaciones 


de las entidades que se fusionan o integran alcance, al menos, la cantidad que se determine 
reglamentariamente.


Dicho montante económico se determinará según los sectores productivos, de acuerdo 
con la Clasificación Nacional de Actividades Económicas, y será revisado periódicamente, en 
función de la evolución del proceso de integración sectorial y del valor de las producciones 
comercializadas.


e) Constar expresamente en los estatutos o disposiciones reguladoras correspondientes 
a las distintas entidades que componen la entidad asociativa prioritaria, así como en los de 
esta entidad, la obligación de los productores de entregar la totalidad de su producción, para 
su comercialización en común.


f) Los estatutos o disposiciones reguladoras de la entidad asociativa prioritaria y de las 
entidades que la integran deberán contemplar las necesarias previsiones para garantizar a 
sus productores asociados el control democrático de su funcionamiento y de sus decisiones, 
así como para evitar la posición de dominio de uno o varios de sus miembros.


2. A solicitud de la entidad interesada, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente procederá al reconocimiento de la entidad asociativa prioritaria, previa consulta a 
las Comunidades Autónomas afectadas por su carácter supra-autonómico.


3. Las entidades asociativas agroalimentarias reconocidas como prioritarias, las 
entidades que las integren y los productores que formen parte de las mismas, que no 
cumplan con los requisitos exigidos para mantener su condición, no podrán beneficiarse de 
las ayudas y beneficios previstos en las normas reguladoras de su concesión. 
Reglamentariamente se determinará la forma y condiciones en que se deba acreditar el 
mantenimiento de los requisitos y las consecuencias de su pérdida.


4. Los responsables de las entidades asociativas prioritarias vendrán obligados a 
comunicar al Ministerio los cambios que pudieran afectar a su condición de prioritarias 
cuando se produzcan, así como a las Comunidades Autónomas afectadas por su carácter 
supra-autonómico. Adicionalmente, con carácter anual, procederán a actualizar la relación 
de productores que forman parte de las mismas


 


CAPÍTULO III


Ayudas y beneficios previstos


Artículo 4.  Situaciones de preferencia.


1. Las entidades asociativas reconocidas como prioritarias podrán tener preferencia, de 
acuerdo con la normativa especifica contenida en las bases reguladoras de cada 
convocatoria, en la concesión de subvenciones y ayudas en materia de inversiones 
materiales o inmateriales destinadas a mejorar los procedimientos de gestión y 
comercialización; en el acceso a actividades formativas y de cooperación; en materia de 
internacionalización, de promoción y de I+D+i; en el acceso a las líneas ICO de financiación 
preferente, que específicamente se establezcan; u otras de las que puedan ser beneficiarias, 
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así como en las actuaciones contempladas en los Programas de Desarrollo Rural, a favor de 
la competitividad, la transformación y la comercialización; y en cualesquiera otras que para 
estos mismos fines se determinen reglamentariamente.


2. Las entidades asociativas integradas en entidades asociativas reconocidas como 
prioritarias podrán tener preferencia, de acuerdo con la normativa especifica contenida en las 
bases reguladoras de cada convocatoria, en la concesión de subvenciones y ayudas en 
materia de inversiones materiales o inmateriales destinadas a mejorar los procedimientos de 
gestión y transformación; en el acceso a actividades formativas y de asistencia técnica; en 
las contrataciones de pólizas que puedan establecerse para estas entidades en el marco del 
Sistema de Seguros Agrarios Combinados; en el acceso a programas o actuaciones en I+D
+i y en nuevas tecnologías; enfocadas específicamente a la mejora de la competitividad, la 
transformación y la comercialización; o en cualesquiera otras que para estos mimos fines se 
determinen reglamentariamente.


3. Los productores agrarios que formen parte de entidades asociativas prioritarias o de 
las entidades asociativas que la componen, podrán tener preferencia, de acuerdo con la 
normativa especifica contenida en las bases reguladoras de cada convocatoria, en la 
concesión de subvenciones y ayudas para mejorar su competitividad y orientar su 
producción al mercado en el marco de la entidad asociativa prioritaria de la que formen 
parte, respecto a los productos para los que ha sido reconocida; y en cualesquiera otras que 
para estos mismos fines reglamentariamente se determine.


4. La citada preferencia a establecer en la normativa específica contenida en las bases 
reguladoras de cada convocatoria no podrá tener carácter absoluto. Asimismo, deberá 
quedar garantizado en dichas bases, que no existirá discriminación en el acceso a las 
ayudas y subvenciones destinadas a las entidades y productores, con independencia de cual 
sea la organización, entidad o asociación a través de la cual sean tramitadas o gestionadas.


CAPÍTULO IV


Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias


Artículo 5.  Creación y funcionamiento.


1. Se crea en el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, con carácter 
informativo, adscrito a la Dirección General de la Industria Alimentaria, un Registro Nacional 
de Entidades Asociativas Prioritarias, en el que se inscribirán las entidades de esta 
naturaleza reconocidas de acuerdo con lo establecido en la presente Ley y en su reglamento 
de desarrollo.


2. La inscripción en el registro supondrá la incorporación al mismo tanto de los datos 
correspondientes a la entidad asociativa prioritaria, como de los relativos a las entidades 
asociativas que la integran y la relación de productores que forman parte de las mismas, con 
sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal.


3 a 5. (Suprimidos).


CAPÍTULO V


Financiación de las ayudas y colaboración de las comunidades autónomas


Artículo 6.  Financiación de las ayudas.


1. Las ayudas a que se refiere esta Ley podrán ser financiadas por la Administración 
General del Estado y por las de las Comunidades Autónomas.


2. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente presentará en la 
Conferencia Sectorial que corresponda por razón de la materia el Plan Estatal de Integración 
Asociativa, en el que se incluirán las actuaciones y dotaciones previstas por el Departamento 
para impulsar la aplicación de la presente ley, así como las actuaciones previstas, en este 
mismo sentido, por las comunidades autónomas. El plan incluirá así mismo un balance de 
los logros que se hayan ido alcanzando.
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Disposición adicional única.  Plan Estatal de Integración Asociativa.


El Gobierno presentará el primer Plan Estatal de Integración Asociativa en el plazo de 
seis meses a contar desde la entrada en vigor de la presente Ley.


Disposición transitoria única.  Régimen transitorio del artículo 3.1 c).


Reglamentariamente se establecerá un período transitorio a efectos de cumplir lo 
previsto en el apartado c) del artículo 3.1 de esta Ley, para las entidades asociativas que no 
cumplan con lo previsto en el mismo, en el momento de la solicitud de su reconocimiento e 
inscripción en el Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias.


En el supuesto de que transcurrido dicho período, continúe habiendo entidades 
asociativas que no entregan la totalidad de su producción comercializable a la Entidad 
Asociativa Prioritaria, en la que están integradas, dichas entidades y los socios que las 
componen perderán los beneficios que pudieran corresponderles en aplicación de lo 
establecido en el capítulo III de esta Ley.


Así mismo, la Entidad Asociativa Prioritaria deberá someterse a un nuevo procedimiento 
de reconocimiento, para determinar que, contando exclusivamente con las entidades que sí 
entregan la totalidad de su producción, cumple el conjunto de condiciones establecidas en el 
artículo 3 de esta Ley. En caso de que estas condiciones no se cumplan, dicha Entidad 
perderá la condición de prioritaria.


Disposición final primera.  Título competencial.


La presente ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva sobre bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica, excepto la disposición final tercera, que se 
dicta al amparo de la regla 14.ª, que atribuye al Estado competencia exclusiva sobre 
Hacienda general y Deuda del Estado.


Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas.


Se modifica la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, en la forma que a 
continuación se indica.


Uno. Se da nueva redacción al artículo 6 y se incluye un nuevo apartado 2:


«Artículo 6.  Clases de cooperativas.


1. Las sociedades cooperativas de primer grado podrán clasificarse de la 
siguiente forma:


– Cooperativas de trabajo asociado.
– Cooperativas de consumidores y usuarios.
– Cooperativas de viviendas.
– Cooperativas agroalimentarias.
– Cooperativas de explotación comunitaria de la tierra.
– Cooperativas de servicios.
– Cooperativas del mar.
– Cooperativas de transportistas.
– Cooperativas de seguros.
– Cooperativas sanitarias.
– Cooperativas de enseñanza.
– Cooperativas de crédito.


2. Los Estatutos de las cooperativas de segundo grado podrán calificar a estas 
conforme a la clasificación del apartado anterior, siempre que todas las cooperativas 
socias pertenezcan a la misma clase, añadiendo en tal caso la expresión de segundo 
grado.»
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Dos. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 56, que queda redactado como 
sigue:


«2. Para el cumplimiento de los fines de este fondo se podrá colaborar con otras 
sociedades y entidades, pudiendo aportar, total o parcialmente, su dotación. 
Asimismo, tal aportación podrá llevarse a cabo a favor de la unión o federación de 
cooperativas en la que esté asociada para el cumplimiento de las funciones que sean 
coincidentes con las propias del referido fondo.»


Tres. Se da nueva redacción al artículo 93:


«Artículo 93.  Objeto y ámbito.


1. Son cooperativas agroalimentarias las que asocien a titulares de explotaciones 
agrícolas, ganaderas o forestales, incluyendo a las personas titulares de estas 
explotaciones en régimen de titularidad compartida, que tengan como objeto la 
realización de todo tipo de actividades y operaciones encaminadas al mejor 
aprovechamiento de las explotaciones de sus socios, de sus elementos o 
componentes de la cooperativa y a la mejora de la población agraria y del desarrollo 
del mundo rural, así como atender a cualquier otro fin o servicio que sea propio de la 
actividad agraria, ganadera, forestal o estén directamente relacionados con ellas y 
con su implantación o actuación en el medio rural.


También podrán formar parte como socios de pleno derecho de estas 
cooperativas, las sociedades agrarias de transformación, las comunidades de 
regantes, las comunidades de aguas, las comunidades de bienes y las sociedades 
civiles o mercantiles que tengan el mismo objeto social o actividad complementaria y 
se encuentre comprendido en el primer párrafo de este artículo. En estos casos, los 
Estatutos podrán regular un límite de votos que ostenten los socios mencionados en 
relación al conjunto de votos sociales de la cooperativa.


2. Para el cumplimiento de su objeto, las cooperativas agroalimentarias podrán 
desarrollar, entre otras, las siguientes actividades:


a) Adquirir, elaborar, producir y fabricar por cualquier procedimiento, para la 
cooperativa o para las explotaciones de sus socios, animales, piensos, abonos, 
plantas, semillas, insecticidas, materiales, instrumentos, maquinaria, instalaciones y 
cualesquiera otros elementos necesarios o convenientes para la producción y 
fomento agrario, alimentario y rural.


b) Conservar, tipificar, manipular, transformar, transportar, distribuir y 
comercializar, incluso directamente al consumidor, los productos procedentes de las 
explotaciones de la cooperativa, de sus socios, así como los adquiridos a terceros, 
en su estado natural o previamente transformados.


c) Adquirir, parcelar, sanear y mejorar terrenos destinados a la agricultura, la 
ganadería o los bosques, así como la construcción y explotación de las obras e 
instalaciones necesarias a estos fines.


d) Cualesquiera otras actividades que sean necesarias o convenientes o que 
faciliten el mejoramiento económico, técnico, laboral o medioambiental de la 
cooperativa o de las explotaciones de los socios, entre otras, la prestación de 
servicios por la cooperativa y con su propio personal que consista en la realización 
de labores agrarias u otras análogas en las mencionadas explotaciones y a favor de 
los socios de la misma.


e) Realizar actividades de consumo y servicios para sus socios y demás 
miembros de su entorno social y territorial, fomentando aquellas actividades 
encaminadas a la promoción y mejora de la población agraria y el medio rural, en 
particular, servicios y aprovechamientos forestales, servicios turísticos y artesanales 
relacionados con la actividad de la cooperativa, asesoramiento técnico de las 
explotaciones de la producción, comercio y transformación agroalimentaria, y la 
conservación, recuperación y aprovechamiento del patrimonio y de los recursos 
naturales y energéticos del medio rural.
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En todo caso, el volumen de operaciones de la Cooperativa por las actividades 
recogidas en el párrafo anterior no podrá exceder el veinticinco por ciento del 
volumen total de sus operaciones.


3. Las explotaciones agrarias de los socios, para cuya mejora la cooperativa 
agraria presta sus servicios y suministros, deberán estar dentro del ámbito territorial 
de la cooperativa, establecido estatutariamente.


4. Las cooperativas agroalimentarias podrán realizar un volumen de operaciones 
con terceros no socios que no sobrepase el 50 por ciento del total de las de la 
cooperativa.»


Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, de Régimen 
fiscal de las Cooperativas.


Se da nueva redacción al apartado 1 y a las letras a) y b) del apartado 2 del artículo 9 en 
la forma que a continuación se indica:


«Artículo 9.  Cooperativas Agroalimentarias.


Se considerarán especialmente protegidas las Cooperativas Agroalimentarias 
que cumplan los siguientes requisitos:


1. Que asocien a titulares de explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o 
mixtas, situadas dentro del ámbito geográfico al que se extienda estatutariamente la 
actividad de la Cooperativa.


2. Que en la realización de sus actividades agrarias respeten los siguientes 
límites:


a) Que las materias, productos o servicios adquiridos, arrendados, elaborados, 
producidos, realizados o fabricados por cualquier procedimiento por la cooperativa, 
sean destinados exclusivamente a sus propias instalaciones o a las explotaciones de 
sus socios.


No obstante, podrán ser cedidos a terceros no socios siempre que su cuantía, 
durante cada ejercicio económico, no supere el 50 por ciento del total de las 
operaciones de venta realizadas por la cooperativa.


Las cooperativas agroalimentarias podrán distribuir al por menor productos 
petrolíferos a terceros no socios con el límite establecido en el apartado 10 del 
artículo 13 de esta Ley.


b) Que no se conserven, tipifiquen, manipulen, transformen, transporten, 
distribuyan o comercialicen productos procedentes de otras explotaciones, similares 
a los de las explotaciones de la Cooperativa o de sus socios, en cuantía superior, 
durante cada ejercicio económico, al 50 por ciento del importe obtenido por los 
productos propios.»


Disposición final cuarta.  Incremento de gasto.


De la aplicación de la presente ley no podrá derivarse ningún incremento de gasto. Las 
nuevas necesidades de recursos humanos que, en su caso, pudieren surgir como 
consecuencia de las obligaciones normativas contempladas en la presente ley, deberán ser 
atendidas mediante la reordenación o redistribución de efectivos.


Disposición final quinta.  Facultad de desarrollo.


Se habilita al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo y 
aplicación de esta ley.


Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 


esta ley.
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Madrid, 2 de agosto de 2013.


JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY


Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
Más información en info@boe.es
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3. Las facultades para conceder subvenciones, a que se refiere este artículo, podrán ser 
objeto de desconcentración mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros.


4. La competencia para conceder subvenciones en las corporaciones locales 
corresponde a los órganos que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen 
local.


Artículo 11.  Beneficiarios.
1. Tendrá la consideración de beneficiario de subvenciones la persona que haya de 


realizar la actividad que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre en la situación que 
legitima su concesión.


2. Cuando el beneficiario sea una persona jurídica, y siempre que así se prevea en las 
bases reguladoras, los miembros asociados del beneficiario que se comprometan a efectuar 
la totalidad o parte de las actividades que fundamentan la concesión de la subvención en 
nombre y por cuenta del primero tendrán igualmente la consideración de beneficiarios.


3. Cuando se prevea expresamente en las bases reguladoras, podrán acceder a la 
condición de beneficiario las agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas, las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o patrimonio 
separado que, aun careciendo de personalidad jurídica, puedan llevar a cabo los proyectos, 
actividades o comportamientos o se encuentren en la situación que motiva la concesión de la 
subvención.


Cuando se trate de agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas sin 
personalidad, deberán hacerse constar expresamente, tanto en la solicitud como en la 
resolución de concesión, los compromisos de ejecución asumidos por cada miembro de la 
agrupación, así como el importe de subvención a aplicar por cada uno de ellos, que tendrán 
igualmente la consideración de beneficiarios. En cualquier caso, deberá nombrarse un 
representante o apoderado único de la agrupación, con poderes bastantes para cumplir las 
obligaciones que, como beneficiario, corresponden a la agrupación. No podrá disolverse la 
agrupación hasta que haya transcurrido el plazo de prescripción previsto en los artículos 39 y 
65 de esta ley.


Artículo 12.  Entidades colaboradoras.
1. Será entidad colaboradora aquella que, actuando en nombre y por cuenta del órgano 


concedente a todos los efectos relacionados con la subvención, entregue y distribuya los 
fondos públicos a los beneficiarios cuando así se establezca en las bases reguladoras, o 
colabore en la gestión de la subvención sin que se produzca la previa entrega y distribución 
de los fondos recibidos. Estos fondos, en ningún caso, se considerarán integrantes de su 
patrimonio.


Igualmente tendrán esta condición los que habiendo sido denominados beneficiarios 
conforme a la normativa comunitaria tengan encomendadas, exclusivamente, las funciones 
enumeradas en el párrafo anterior.


2. Podrán ser consideradas entidades colaboradoras los organismos y demás entes 
públicos, las sociedades mercantiles participadas íntegra o mayoritariamente por las 
Administraciones públicas, organismos o entes de derecho público y las asociaciones a que 
se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, así como las demás personas jurídicas públicas o privadas que 
reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que se establezcan.


3. Las comunidades autónomas y las corporaciones locales podrán actuar como 
entidades colaboradoras de las subvenciones concedidas por la Administración General del 
Estado, sus organismos públicos y demás entes que tengan que ajustar su actividad al 
derecho público. De igual forma, y en los mismos términos, la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos podrán actuar como entidades colaboradoras respecto de 
las subvenciones concedidas por las comunidades autónomas y corporaciones locales.


Artículo 13.  Requisitos para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora.
1. Podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las personas o 


entidades que se encuentren en la situación que fundamenta la concesión de la subvención 
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o en las que concurran las circunstancias previstas en las bases reguladoras y en la 
convocatoria.


2. No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las 
subvenciones reguladas en esta ley las personas o entidades en quienes concurra alguna de 
las circunstancias siguientes, salvo que por la naturaleza de la subvención se exceptúe por 
su normativa reguladora:


a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas o por delitos de prevaricación, 
cohecho, malversación de caudales públicos, tráfico de influencias, fraudes y exacciones 
ilegales o delitos urbanísticos.


b) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declarados 
insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declarados en concurso, salvo que en éste 
haya adquirido la eficacia un convenio, estar sujetos a intervención judicial o haber sido 
inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el 
período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.


c) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la 
resolución firme de cualquier contrato celebrado con la Administración.


d) Estar incursa la persona física, los administradores de las sociedades mercantiles o 
aquellos que ostenten la representación legal de otras personas jurídicas, en alguno de los 
supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 
Administración General del Estado, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, o tratarse de 
cualquiera de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 
Régimen Electoral General, en los términos establecidos en la misma o en la normativa 
autonómica que regule estas materias.


e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la 
Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en la forma que se determine 
reglamentariamente.


f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal.


g) No hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de subvenciones en los 
términos que reglamentariamente se determinen.


h) Haber sido sancionado mediante resolución firme con la pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones conforme a ésta u otras leyes que así lo establezcan.


i) No podrán acceder a la condición de beneficiarios las agrupaciones previstas en el 
artículo 11.3, párrafo segundo cuando concurra alguna de las prohibiciones anteriores en 
cualquiera de sus miembros.


j) Las prohibiciones de obtener subvenciones afectarán también a aquellas empresas de 
las que, por razón de las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse 
que son continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras 
empresas en las que hubiesen concurrido aquéllas.


3. En ningún caso podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de 
las subvenciones reguladas en esta ley las asociaciones incursas en las causas de 
prohibición previstas en los apartados 5 y 6 del artículo 4 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 
de marzo, reguladora del Derecho de Asociación.


Tampoco podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las 
asociaciones respecto de las que se hubiera suspendido el procedimiento administrativo de 
inscripción por encontrarse indicios racionales de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, en tanto no recaiga resolución judicial firme en 
cuya virtud pueda practicarse la inscripción en el correspondiente registro.


3 bis. Para subvenciones de importe superior a 30.000 euros, cuando los solicitantes 
sean únicamente sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 3/2004, de 29 de 
diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las 
operaciones comerciales, no podrán obtener la condición de beneficiario o entidad 
colaboradora las empresas que incumplan los plazos de pago previstos en la citada ley.


Esta circunstancia se acreditará por parte de las sociedades que, de acuerdo con la 
normativa contable, puedan presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, de 
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conformidad con lo previsto en el artículo 26 del Reglamento de esta ley. Para las 
sociedades que, de acuerdo con la normativa contable, no puedan presentar cuenta de 
pérdidas y ganancias abreviada se establece la necesidad de acreditar el cumplimiento de 
los plazos legales de pago mediante certificación, emitida por auditor inscrito en el Registro 
Oficial de Auditores de Cuentas, que atenderá al plazo efectivo de los pagos de la empresa 
cliente con independencia de cualquier financiación para el cobro anticipado de la empresa 
proveedora.


4. Las prohibiciones contenidas en los párrafos b), d), e), f), g), h), i) y j) del apartado 2 y 
en los apartados 3 y 3 bis de este artículo se apreciarán de forma automática y subsistirán 
mientras concurran las circunstancias que, en cada caso, las determinen.


5. Las prohibiciones contenidas en los párrafos a) y h) del apartado 2 de este artículo se 
apreciarán de forma automática. El alcance de la prohibición será el que determine la 
sentencia o resolución firme. En su defecto, el alcance se fijará de acuerdo con el 
procedimiento determinado reglamentariamente, sin que pueda exceder de cinco años en 
caso de que la prohibición no derive de sentencia firme.


6. La apreciación y alcance de la prohibición contenida en el párrafo c) del apartado 2 de 
este artículo se determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 21, en relación con 
el artículo 20.c) del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2002, de 16 de junio.


7. La justificación por parte de las personas o entidades de no estar incursos en las 
prohibiciones para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora, señaladas en 
los apartados 2 y 3 de este artículo, podrá realizarse mediante testimonio judicial, 
certificados telemáticos o transmisiones de datos, de acuerdo con lo establecido en la 
normativa reglamentaria que regule la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y 
telemáticas por la Administración General del Estado o de las comunidades autónomas, o 
certificación administrativa, según los casos, y cuando dicho documento no pueda ser 
expedido por la autoridad competente, podrá ser sustituido por una declaración responsable 
otorgada ante una autoridad administrativa o notario público.


Artículo 14.  Obligaciones de los beneficiarios.
1. Son obligaciones del beneficiario:


a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el 
comportamiento que fundamenta la concesión de las subvenciones.


b) Justificar ante el órgano concedente o la entidad colaboradora, en su caso, el 
cumplimiento de los requisitos y condiciones, así como la realización de la actividad y el 
cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.


c) Someterse a las actuaciones de comprobación, a efectuar por el órgano concedente o 
la entidad colaboradora, en su caso, así como cualesquiera otras de comprobación y control 
financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto nacionales como 
comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio de las 
actuaciones anteriores.


d) Comunicar al órgano concedente o la entidad colaboradora la obtención de otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que financien las actividades subvencionadas.


Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto como se conozca y, en todo caso, con 
anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos percibidos.


e) Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de concesión que se 
halla al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad 
Social, en la forma que se determine reglamentariamente, y sin perjuicio de lo establecido en 
la disposición adicional decimoctava de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.


f) Disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás documentos 
debidamente auditados en los términos exigidos por la legislación mercantil y sectorial 
aplicable al beneficiario en cada caso, así como cuantos estados contables y registros 
específicos sean exigidos por las bases reguladoras de las subvenciones, con la finalidad de 
garantizar el adecuado ejercicio de las facultades de comprobación y control.
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g) Conservar los documentos justificativos de la aplicación de los fondos recibidos, 
incluidos los documentos electrónicos, en tanto puedan ser objeto de las actuaciones de 
comprobación y control.


h) Adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del artículo 18 de esta 
ley.


i) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el 
artículo 37 de esta ley.


2. La rendición de cuentas de los perceptores de subvenciones, a que se refiere el 
artículo 34.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal de Cuentas, se 
instrumentará a través del cumplimiento de la obligación de justificación al órgano 
concedente o entidad colaboradora, en su caso, de la subvención, regulada en el párrafo b) 
del apartado 1 de este artículo.


Artículo 15.  Obligaciones de las entidades colaboradoras.
1. Son obligaciones de la entidad colaboradora:


a) Entregar a los beneficiarios los fondos recibidos de acuerdo con los criterios 
establecidos en las bases reguladoras de la subvención y en el convenio suscrito con la 
entidad concedente.


b) Comprobar, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos 
determinantes para su otorgamiento, así como la realización de la actividad y el 
cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.


c) Justificar la entrega de los fondos percibidos ante el órgano concedente de la 
subvención y, en su caso, entregar la justificación presentada por los beneficiarios.


d) Someterse a las actuaciones de comprobación que respecto de la gestión de dichos 
fondos pueda efectuar el órgano concedente, así como cualesquiera otras de comprobación 
y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto 
nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio 
de las actuaciones anteriores.


2. Cuando la Administración General del Estado, sus organismos públicos o las 
comunidades autónomas actúen como entidades colaboradoras, las actuaciones de 
comprobación y control a que se hace referencia en el párrafo d) del apartado anterior se 
llevarán a cabo por los correspondientes órganos dependientes de las mismas, sin perjuicio 
de las competencias de los órganos de control comunitarios y de las del Tribunal de 
Cuentas.


Artículo 16.  Convenios y contratos con Entidades Colaboradoras.
1. Se formalizará un convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente 


y la entidad colaboradora en el que se regularán las condiciones y obligaciones asumidas 
por ésta.


2. El convenio de colaboración no podrá tener un plazo de vigencia superior a cuatro 
años, si bien podrá preverse en el mismo su modificación y su prórroga por mutuo acuerdo 
de las partes antes de la finalización de aquél, sin que la duración total de las prórrogas 
pueda ser superior a la vigencia del período inicial y sin que en conjunto la duración total del 
convenio de colaboración pueda exceder de seis años.


No obstante, cuando la subvención tenga por objeto la subsidiación de préstamos, la 
vigencia del convenio podrá prolongarse hasta la total cancelación de los préstamos.


3. El convenio de colaboración deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:


a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 


gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo 


concedente, medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes 


fases del procedimiento de gestión de las subvenciones.
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 28 de junio de 2017


Durante el largo tiempo transcurrido desde la aprobación de la normativa vigente sobre 
indemnizaciones por razón del servicio, regulada en el Real Decreto 236/1988, de 4 de 
marzo, se han ido poniendo de manifiesto muchos importantes aspectos de dicha materia 
que, por no estar suficientemente definidos o por no estar ni siquiera contemplados en él, 
han dado lugar a variadas y dispares interpretaciones de los centros gestores en su 
aplicación o, en otros casos, a reiteradas consultas a los Ministerios responsables de su 
elaboración en solicitud de criterios conformes con el espíritu de la norma para su correcta 
aplicación.


El elevado número de modificaciones que ha sido preciso introducir ha determinado la 
necesidad no de simples correcciones a la redacción actual sino de un nuevo texto que 
sustituya al vigente, desde una perspectiva general del control y contención del gasto público 
a través de su sistemática justificación documental o de límites porcentuales más restrictivos, 
entre otras previsiones, y al mismo tiempo, por contraposición, necesaria en justicia, a través 
de nuevos preceptos que, aun suponiendo, por reconocer nuevos derechos, un aumento en 
los costes, se considera que responden a un mejor y más justo resarcimiento de los gastos 
realmente producidos.


Por otra parte se ha estimado también necesario elevar hasta el rango de la norma que 
ahora se aprueba aquellos preceptos que hasta el momento, pese a la importancia 
sustancial de su contenido, se encontraban recogidos en normas de inferior nivel, como la 
Orden de 8 de noviembre de 1994, de desarrollo del Real Decreto que se deroga, sobre 
justificación y anticipos de las indemnizaciones por razón de servicio, o como las Órdenes 
ministeriales comunicadas de 20 de abril de 1998, sobre dichas indemnizaciones a personal 
con cometido especial de escolta; de 17 de mayo de 2001, sobre conductores de altos 
cargos, y de 15 de noviembre de 1984, sobre comisiones de servicio ordenadas en 
circunstancias excepcionales al personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, 
al que se añade el del Centro Superior de Información de la Defensa.


La redacción final de la presente norma se ha establecido con la participación activa de 
todos los órganos de la Administración a que afecta el Real Decreto hasta llegar a un texto 
ampliamente consensuado, informado favorablemente por la Comisión Superior de Personal, 
y que es el que se ha sometido a los definitivos informes y dictamen exigidos por la 
normativa vigente.


En su virtud, a propuesta de los Ministerios de Hacienda y de Administraciones Públicas, 
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 24 de mayo de 2002,


DISPONGO:


CAPÍTULO I


Principios generales y ámbito de aplicación


Artículo 1.  Principios generales.


1. Darán origen a indemnización o compensación los supuestos siguientes, en las 
circunstancias, condiciones y límites contenidos en el presente Real Decreto:


a) Comisiones de servicio con derecho a indemnización.
b) Desplazamientos dentro del término municipal por razón de servicio.
c) Traslados de residencia.
d) Asistencias por concurrencia a Consejos de Administración u Órganos Colegiados, 


por participación en tribunales de oposiciones y concursos y por la colaboración en centros 
de formación y perfeccionamiento del personal de las Administraciones públicas.
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2. Toda concesión de indemnizaciones que no se ajuste en su cuantía o en los requisitos 
para su concesión a los preceptos de este Real Decreto se considerará nula, no pudiendo 
surtir efectos en las cajas pagadoras, pagadurías, habilitaciones u órganos funcionalmente 
análogos.


Artículo 2.  Ámbito de aplicación.


1. El presente Real Decreto será de aplicación a:


a) El personal, civil y militar, que presta servicios en la Administración General del Estado 
y los Organismos públicos vinculados o dependientes de ella.


b) El personal al servicio de la Seguridad Social.
c) El personal al servicio de los Organismos públicos previstos en las disposiciones 


adicionales novena y décima de la Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado.


d) Los miembros de las Carreras Judicial y Fiscal y el personal al servicio de la 
Administración de Justicia, tal y como prevé su legislación específica.


e) El personal al servicio de las Corporaciones locales, tal y como prevé su legislación 
específica.


f) El personal al servicio de la Universidad Nacional de Educación a Distancia.


2. En el ámbito de aplicación del presente Real Decreto se entiende incluido el personal 
determinado en el apartado anterior con prestación de servicios de carácter permanente, 
interino, temporal o en prácticas, excepto el de carácter laboral al que se aplicará, en su 
caso, lo previsto en el respectivo convenio colectivo o normativa específica, así como el 
personal no vinculado jurídicamente con la Administración cuando preste a ésta servicios 
que puedan dar origen a las indemnizaciones o compensaciones que en él se regulan.


3. Los Expertos Nacionales en la Comisión de las Comunidades Europeas se regirán, a 
efectos de indemnizaciones, por lo establecido en la correspondiente Decisión de dicha 
Comisión, no resultándoles de aplicación lo regulado a ese respecto en el presente Real 
Decreto.


CAPÍTULO II


Comisiones de servicio con derecho a indemnización


Sección 1.ª Normas generales


Artículo 3.  Definición de las comisiones de servicio con derecho a indemnización.


1. Son comisiones de servicio con derecho a indemnización los cometidos especiales 
que circunstancialmente se ordenen al personal comprendido en el artículo anterior y que 
deba desempeñar fuera del término municipal donde radique su residencia oficial, 
entendiéndose como tal el término municipal correspondiente a la oficina o dependencia en 
que se desarrollen las actividades del puesto de trabajo habitual, salvo que, de forma 
expresa y según la legislación vigente, se haya autorizado la residencia del personal en 
término municipal distinto al correspondiente a dicho puesto de trabajo y se haga constar en 
la orden o pasaporte en que se designe la comisión tal circunstancia.


Dicha autorización no altera el concepto de residencia oficial por lo que, en ningún caso, 
podrá tener la consideración de comisión de servicio el desplazamiento habitual desde el 
lugar donde se esté autorizado a residir hasta el del centro de trabajo, aunque éstos se 
encuentren en términos municipales distintos.


2. En las situaciones administrativas en las que el personal continúe percibiendo sus 
retribuciones de las Administraciones públicas y demás organismos establecidos en el 
artículo 2.1 anterior, no se considerarán comisiones de servicio con derecho a indemnización 
aquellos servicios que estén retribuidos o indemnizados por un importe igual o superior a la 
cuantía de la indemnización que resultaría por aplicación del presente Real Decreto, 
cualquiera que sea la Administración u organismo nacional o internacional, público o privado, 
que retribuya o indemnice el servicio.
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Las comisiones en las que el importe de dicha retribución o indemnización fuera inferior 
a la cuantía de la indemnización que por aplicación del presente Real Decreto corresponda 
serán resarcidas por la diferencia entre dicha indemnización y el importe mencionado.


3. Tampoco darán lugar a indemnización aquellas comisiones que tengan lugar a 
iniciativa propia, salvo que se deriven de decisiones obligadas por la propia función de alto 
cargo, o haya renuncia expresa de dicha indemnización.


Artículo 4.  Designación de las comisiones de servicio.


1. La designación de las comisiones de servicio con derecho a indemnización compete al 
Subsecretario de cada Departamento ministerial o a la autoridad superior del Organismo o 
Entidad correspondiente.


No obstante lo anterior, la designación de dichas comisiones en el Ministerio de Defensa 
corresponderá además, dentro de sus respectivas competencias, a la autoridades 
siguientes:


a) Jefe del Estado Mayor de la Defensa.
b) Jefe del Estado Mayor del Ejército de Tierra.
c) Jefe del Estado Mayor de la Armada.
d) Jefe del Estado Mayor del Ejército del Aire.


2. Cuando las comisiones de servicio no tengan lugar en el mismo ámbito orgánico en 
que se designa la comisión según el apartado 1 anterior, el titular del órgano, ajeno a dicho 
ámbito, para el que se vayan a desarrollar las mismas deberá formular la correspondiente 
propuesta de su designación, correspondiéndole también a este último las actuaciones 
previstas en la normativa vigente sobre el abono de anticipos y el abono posterior y la 
justificación de las indemnizaciones.


3. En los pasaportes que expidan las autoridades militares y en las órdenes que se den 
al personal civil se hará constar que actúan en comisión de servicio y la circunstancia de si 
ésta será con derecho a dietas o, en su caso, indemnización de residencia eventual, y el 
viaje por cuenta del Estado, con expresión del lugar de destino de la comisión, y del lugar 
exacto y el día y hora del inicio de la comisión y de los previstos para la finalización de la 
misma, debiendo entenderse como tales lugares de inicio y finalización los correspondientes 
a la residencia oficial según se define en el artículo 3.1 de este Real Decreto.


No obstante, las circunstancias anteriores podrán ser modificadas posteriormente por la 
misma autoridad que haya designado la comisión de servicio correspondiente si se diera una 
situación no previsible inicialmente que así lo justificara.


Artículo 5.  Duración de las comisiones de servicio.


1. Toda comisión con derecho a indemnización, salvo casos excepcionales, no durará 
más de un mes en territorio nacional y de tres en el extranjero.


2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, si antes de vencer el plazo marcado 
para el desempeño de una comisión resultase insuficiente para el total cumplimiento del 
servicio, el Jefe correspondiente podrá proponer razonadamente a la autoridad competente 
la concesión de prórroga por el tiempo estrictamente indispensable.


Artículo 6.  Comisiones con la consideración de residencia eventual.


1. Las comisiones cuya duración se prevea, excepcionalmente, superior a la de los 
límites establecidos en el artículo anterior, así como las prórrogas que den lugar a un exceso 
sobre dichos límites, tendrán la consideración de residencia eventual desde el comienzo de 
la comisión inicial o de su prórroga, respectivamente.


2. La duración de la residencia eventual no podrá exceder de un año, salvo que se 
prorrogue por el tiempo estrictamente indispensable por la autoridad que haya designado la 
comisión según lo previsto en el artículo 4.1 anterior. La duración de la prórroga no podrá en 
ningún caso exceder de un año.


3. En el caso de que inicialmente se prevea que los cometidos especiales a realizar van 
a exigir un tiempo superior al de un año, se procederá a tramitar la creación del 
correspondiente puesto de trabajo en el Departamento, Organismo o Entidad de que se 
trate, de acuerdo con la normativa vigente.
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Artículo 7.  Comisiones derivadas de la asistencia a cursos convocados por la 
Administración.


1. La asistencia a los cursos de capacitación, especialización o ampliación de estudios y, 
en general, los de perfeccionamiento convocados por las Administraciones públicas, así 
como a la de los módulos o cursos de capacitación o formación para el ascenso de los 
miembros de las Fuerzas Armadas y Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado o a la de 
cursos selectivos para ingreso en Cuerpos o Escalas mediante la superación de pruebas de 
promoción interna, contando con autorización expresa y siempre que se lleven a efecto fuera 
del término municipal donde radique su residencia oficial y cualquiera que sea la duración de 
los mismos, podrá ser indemnizada, según su duración y el tipo de alojamiento, o como 
comisión de servicio o como comisión de servicio con la consideración de residencia 
eventual de acuerdo con la decisión que se adopte al respecto en la correspondiente Orden 
de designación.


Cuando quienes estén realizando estos cursos vuelvan a pernoctar en su residencia 
oficial, no devengarán indemnización pero, si por razón del horario de los cursos tuvieran 
que almorzar en la localidad donde se imparten, tendrán derecho a percibir el 50 por 100 de 
los gastos de manutención y la indemnización que por gastos de viaje pudiera 
corresponderles según lo regulado en el presente Real Decreto.


2. No obstante, tendrá siempre la consideración de indemnización por residencia 
eventual, con los límites y las condiciones fijadas en los apartados 1 y 2 del artículo 6 del 
presente Real Decreto, la asistencia a las pruebas selectivas previas al curso de promoción 
para el ascenso por antigüedad de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado y a los cursos selectivos para ingreso en Cuerpos o Escalas por promoción interna.


3. En cualquier caso, los días anteriores y posteriores al periodo de desarrollo de los 
cursos estrictamente indispensables para efectuar la ida y el regreso hasta y desde el centro 
de estudios, se indemnizarán, si procediera, de acuerdo con lo dispuesto con carácter 
general para las comisiones de servicio.


Artículo 8.  Régimen de resarcimiento de los altos cargos e integrantes de delegaciones 
presididas por los mismos, e indemnizaciones de quienes actúan en otras delegaciones 
oficiales.


1. Los miembros del Gobierno de la Nación, Secretarios de Estado, Jefes de Misión 
acreditados con carácter de residentes ante un Estado extranjero u Organismo internacional, 
Subsecretarios, Generales y Almirantes Jefes de Regiones y Zonas Militares, Marítimas y 
Aéreas y cargos asimilados a los anteriores con arreglo a la normativa aplicable cuando 
realicen alguna de las funciones que, según el presente Real Decreto, dan derecho a 
indemnización, serán resarcidos por la cuantía exacta de los gastos realizados que sean 
necesarios para el ejercicio de las citadas funciones, de acuerdo con la justificación 
documental de los mismos. Este régimen de resarcimiento podrá ser autorizado de forma 
expresa en cada ocasión por los Ministros en relación con el personal directivo bajo su 
dependencia funcional con rango de Directores generales o asimilados.


No obstante, las comisiones de servicio reguladas en el párrafo anterior cuando sean 
desempeñadas por personal bajo la dependencia funcional del Ministro de la Presidencia se 
regirán por la regulación específica que se acuerde en la forma prevista en la disposición 
adicional sexta del presente Real Decreto.


El personal a que se refieren los párrafos anteriores podrá optar libremente por acogerse 
al régimen de indemnización regulado con carácter general en las correspondientes normas 
del presente Real Decreto y según su clasificación en el anexo I del mismo, sin perjuicio de 
que la autoridad que ordene la comisión, en determinados supuestos de carácter 
extraordinario, pueda disponer que se aplique de forma obligada uno u otro régimen, sin 
posibilidad de opción.


2. Quienes actúen en comisión de servicios formando parte de delegaciones oficiales 
presididas por los altos cargos referidos en el apartado anterior de este artículo, no 
percibirán ningún tipo de indemnización, siendo resarcidos por la cuantía exacta de los 
gastos realizados por ellos de acuerdo con la justificación documental de los mismos visada 
de conformidad por el propio alto cargo que presida la comisión, o por el comisionado con 
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rango al menos de Subdirector general o equivalente a quien se encomiende tal función en 
el caso de comisiones presididas por miembros del Gobierno de la Nación, y dentro de los 
conceptos que se regulan en el presente Real Decreto.


3. El personal que actúe en comisión de servicios formando parte de Delegaciones 
oficiales presididas por Directores generales, o por los titulares de los máximos órganos de 
la dirección de Organismos públicos con rango equivalente a aquéllos, no obstante lo 
dispuesto en el artículo 10 de este Real Decreto percibirá las indemnizaciones del grupo 
correspondiente a los referidos altos cargos, sin que, en ningún caso, les resulte aplicable el 
régimen de resarcimiento regulado en los apartados 1 y 2 de este artículo.


Sección 2.ª Sección clases de indemnizaciones


Artículo 9.  Concepto de las distintas clases de indemnización.


1. «Dieta» es la cantidad que se devenga diariamente para satisfacer los gastos que 
origina la estancia fuera de la residencia oficial en los casos previstos en el artículo 5 del 
presente Real Decreto. Si la comisión de servicio se desempeña por personal de las Fuerzas 
Armadas o de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, formando unidad, dicho 
devengo recibirá el nombre de «plus».


2. «Indemnización de residencia eventual» es la cantidad que se devenga diariamente 
para satisfacer los gastos que origina la estancia fuera de la residencia oficial en los casos 
previstos en los artículos 6 y 7 de este Real Decreto.


3. «Gastos de Viaje» es la cantidad que se abona por la utilización de cualquier medio de 
transporte por razón de servicio.


Sección 3.ª Cuantía de las indemnizaciones


Artículo 10.  Indemnización por dietas de alojamiento y manutención.


1. En las comisiones de servicio, salvo en el caso previsto en el artículo 14 de este Real 
Decreto, se percibirán las dietas a cuyo devengo se tenga derecho, de acuerdo con los 
grupos que se especifican en el anexo I y las cuantías que se establecen en los anexos II y 
III, según sean desempeñadas en territorio nacional o extranjero, respectivamente.


2. Las cuantías fijadas en los anexos II y III comprenden los gastos de manutención 
correspondientes a la comida y la cena y los importes máximos que por gastos de 
alojamiento, desayuno y teléfono se pueden percibir día a día.


No obstante, cuando la comisión de servicio de que se trate tenga una duración superior 
a cuatro días, la autoridad que ordena la comisión podrá autorizar que se indemnice, 
asimismo, por el importe exacto gastado justificado por el comisionado en concepto de 
gastos por lavado y/o planchado de ropa personal.


Además, cualquiera que sea la duración de la comisión, se resarcirá al comisionado por 
el importe exacto de las llamadas de teléfono de carácter oficial, que resulten necesarias 
para el mejor cumplimiento del servicio, mediante la debida justificación documental de las 
mismas y con la aprobación de la autoridad que ordenó la comisión.


3. De no aplicarse el sistema de concierto o contrato, el importe a percibir por gastos de 
alojamiento y asimilados a estos últimos según el primer párrafo del apartado 2 anterior será 
el realmente gastado y justificado documentalmente, sin que su cuantía total, con excepción 
de los importes autorizados en su caso de acuerdo con su segundo y tercer párrafos, pueda 
exceder de las señaladas en los anexos II y III de este Real Decreto.


4. El personal que deba percibir las indemnizaciones por comisión de servicio sobre 
buques en navegación, en general, devengará dietas de manutención por el importe 
realmente gastado y justificado documentalmente dentro de los límites equivalentes a las 
cuantías fijadas en razón del grupo y el pabellón de los buques de navegación según los 
países del anexo III.


De forma particular, al personal militar que participe en navegaciones en el extranjero le 
resultará de aplicación, a efectos de la percepción de las indemnizaciones reguladas en este 
Real Decreto, lo establecido en el artículo 18 del Reglamento aprobado por Real Decreto 
662/2001, de 22 de junio.
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5. Los centros que abonen las indemnizaciones citadas efectuarán las retenciones a 
efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que procedan cuando se 
superen los límites cuantitativos o temporales a que se refiere la normativa sobre dicho 
impuesto.


Artículo 11.  Autorizaciones excepcionales para la modificación de las cuantías de las 
dietas.


1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los Ministerios de Hacienda y de 
Administraciones Públicas, conjuntamente, podrán autorizar que, excepcionalmente, en 
determinadas épocas y ciudades del territorio nacional la cuantía de las dietas por 
alojamiento y, en su caso, manutención, pueda elevarse, para casos concretos y 
singularizados debidamente motivados, hasta el importe que resulte necesario para el 
adecuado resarcimiento de los gastos realmente producidos.


Dichos Departamentos también podrán autorizar que al alojamiento correspondiente a 
los grupos 2 y 3 del anexo III para los países del extranjero de muy escasa oferta hotelera 
pueda aplicárseles la dieta del grupo inmediatamente superior.


2. Asimismo, el Ministro de Hacienda procederá a actualizar los importes establecidos en 
el anexo III del presente Real Decreto para las dietas en el extranjero, en revisiones que 
deberán tener, al menos, carácter anual y, en todo caso, siempre que resultara necesario por 
la desviación de los importes reales respecto de las cuantías vigentes en ese momento o por 
oscilaciones significativas de los tipos de cambio. Cuando la actualización obedezca a 
cambios en la denominación o a la constitución de nuevos países, dicha modificación será 
aprobada por acuerdo del Consejo de Ministros. Las respectivas normas de actualización 
deberán ser publicadas, a propuesta del Ministerio de Hacienda, en el «Boletín Oficial del 
Estado».


Artículo 12.  Criterios para el devengo y cálculo de las dietas.


1. En las comisiones cuya duración sea igual o inferior a un día natural, en general no se 
percibirán indemnizaciones por gastos de alojamiento ni de manutención salvo cuando, 
teniendo la comisión una duración mínima de cinco horas, ésta se inicie antes de las catorce 
horas y finalice después de las dieciséis horas, supuesto en que se percibirá el 50 por 100 
del importe de la dieta por manutención.


Cuando se trate de personal de vuelo que efectúe una comisión al servicio de altos 
cargos de la Administración, se podrá percibir, además, gastos de alojamiento 
correspondientes a un solo día.


2. En las comisiones cuya duración sea igual o menor a veinticuatro horas, pero 
comprendan parte de dos días naturales, podrán percibirse indemnizaciones por gastos de 
alojamiento correspondiente a un solo día y los gastos de manutención en las mismas 
condiciones fijadas en el siguiente apartado para los días de salida y regreso.


3. En las comisiones cuya duración sea superior a veinticuatro horas se tendrá en 
cuenta:


a) En el día de salida se podrán percibir gastos de alojamiento pero no gastos de 
manutención, salvo que la hora fijada para iniciar la comisión sea anterior a las catorce 
horas, en que se percibirá el 100 por 100 de dichos gastos, porcentaje que se reducirá al 50 
por 100 cuando dicha hora de salida sea posterior a las catorce horas pero anterior a las 
veintidós horas.


b) En el día de regreso no se podrán percibir gastos de alojamiento ni de manutención, 
salvo que la hora fijada para concluir la comisión sea posterior a las catorce horas, en cuyo 
caso se percibirá, con carácter general, únicamente el 50 por 100 de los gastos de 
manutención.


c) En los días intermedios entre los de salida y regreso se percibirán dietas al 100 por 
100.


4. En los casos excepcionales, dentro de los supuestos a que se refieren los apartados 
anteriores, en que la hora de regreso de la comisión de servicio sea posterior a las veintidós 
horas, y por ello obligue a realizar la cena fuera de la residencia habitual, se hará constar en 
la Orden de comisión, abonándose adicionalmente el importe, en un 50 por 100, de la 
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correspondiente dieta de manutención, previa justificación con factura o recibo del 
correspondiente establecimiento.


5. Las dietas fijadas para las comisiones que se desempeñen fuera del territorio nacional 
se devengarán, desde el día en que se pase la frontera o se salga del último puerto o 
aeropuerto nacionales y durante el recorrido y estancia en el extranjero, en las cuantías 
correspondientes a cada país en los que se desempeñe la comisión de servicio, dejándose 
de percibir el mismo día de la llegada a la frontera o primer puerto o aeropuerto nacionales, 
aunque si la distancia al lugar de la residencia oficial obligara a una continuación del viaje en 
territorio nacional serán indemnizables los correspondientes gastos por alojamiento, y 
manutención según los casos. Si durante el viaje se tuviera que pernoctar en otro país la 
cuantía de la indemnización, por lo que se refiere a dichos gastos, será la justificada dentro 
del máximo correspondiente al país en que se pernocta.


Durante los recorridos por territorio nacional se abonarán las dietas que corresponden a 
este territorio de acuerdo con lo previsto en los apartados anteriores, aunque los porcentajes 
que se especifican en los mismos podrán aplicarse sobre la cuantía de los gastos de 
manutención en el extranjero cuando se justifique mediante la correspondiente factura o 
recibo que en el día de regreso se han realizado, excepcionalmente, fuera del territorio 
nacional.


Asimismo, se podrán indemnizar los gastos de consignas de equipajes cuando el 
comisionado se vea obligado a permanecer «en tránsito» en alguna ciudad o en el propio 
aeropuerto o estación.


6. Tratándose de personal destinado en el extranjero y que haya de desempeñar una 
comisión de servicio en el mismo o distinto país las dietas se percibirán de acuerdo con lo 
dispuesto en los apartados anteriores para el personal destinado en territorio nacional, 
aunque su cuantía será la que proceda según el país en que se desempeña la comisión de 
servicio.


Artículo 13.  Comisiones de servicio en representación o por delegación de cargo con 
clasificación en un grupo superior.


Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3 del artículo 8 del presente Real Decreto, 
ningún comisionado podrá percibir dietas o pluses de grupo superior al que le corresponda, 
aunque realice el servicio por delegación o en representación de una autoridad o funcionario 
clasificado en grupo superior.


Artículo 14.  Conciertos y contratos con Empresas de los gastos de alojamiento y viajes.


Los gastos de alojamiento y los de viaje podrán concertarse o contratarse con carácter 
general por el Ministerio de Hacienda con empresas de servicios, así como directamente por 
los Departamentos con dichas empresas, previo informe favorable del Ministerio de 
Hacienda. En ambos supuestos, en el concierto o contrato de los gastos de alojamiento se 
determinará el precio por día y tipo de alojamiento, según grupos, siendo orientativas las 
cuantías que para tales gastos se establecen en el presente Real Decreto, aunque, en 
ningún caso, los precios que se concierten o contraten podrán ser superiores.


Artículo 15.  Cuantía de los pluses.


Será de aplicación a los pluses las cuantías y condiciones establecidas con carácter 
general para las dietas en el presente Real Decreto, con las siguientes adecuaciones:


1. El personal en comisión de servicio formando unidad, cuando utilice establecimientos 
del Estado, percibirá, por el concepto de plus, la cuantía que, con el límite del importe fijado 
en el anexo II para las dietas de manutención, determine la autoridad que autorice la 
comisión.


2. Cuando el personal afectado tuviera que alojarse en establecimientos privados, se 
percibirán, en concepto de pluses, dietas por alojamiento y manutención en las cuantías 
establecidas con carácter general en este Real Decreto.


3. Cuando los gastos de alojamiento o de manutención sean a expensas del Estado, no 
se percibirán los pluses correspondientes a dichos conceptos.
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Artículo 16.  Cuantía de la indemnización por residencia eventual.


1. La cuantía del importe por indemnización de residencia eventual será fijada por la 
misma autoridad que confiera la comisión dentro del límite máximo, sin que se necesite 
justificación documental, del 80 por 100 del importe de las dietas enteras que 
corresponderían con arreglo a lo dispuesto en los anexos II y III del presente Real Decreto, 
según se trate de comisiones de servicio en territorio nacional o extranjero, respectivamente. 
El porcentaje a aplicar, incluso aunque fuera el máximo, deberá figurar de forma expresa en 
la orden de estas comisiones de servicios con la consideración de residencia eventual.


2. Cuando en las comisiones de servicio el personal en la situación de residencia 
eventual tuviera que desplazarse de la misma, además de la cuantía prevista en el apartado 
anterior, percibirá durante los días que dure dicho desplazamiento dietas exclusivamente por 
alojamiento y los correspondientes gastos de viaje, en las condiciones establecidas para las 
comisiones de servicio en general.


Artículo 17.  Indemnizaciones por gastos de viaje.


1. Toda comisión de servicio dará derecho a viajar por cuenta del Estado desde el lugar 
del inicio hasta el destino a que se refiere el artículo 4.3, y su regreso, en el medio de 
transporte que se determine al autorizar la comisión, procurándose que el desplazamiento se 
efectúe por líneas regulares.


Si al autorizar la comisión de servicio no se determinara expresamente el medio de 
transporte, el comisionado podrá emplear los medios regulares disponibles, de acuerdo con 
lo establecido en el presente Real Decreto y, en su caso, con las instrucciones impartidas 
por el Órgano Administrativo al que esté adscrito.


2. Se indemnizará por el importe del billete o pasaje utilizado, dentro de las tarifas 
correspondientes a las clases que, para los distintos grupos comprendidos en el anexo I, se 
señalan a continuación:


a) Avión: clase turista o clase de cuantía inferior a la prevista para aquélla.
b) Trenes de alta velocidad y velocidad alta: grupo primero, clase preferente; segundo y 


tercer grupos, clase turista.
c) Trenes nocturnos: grupo primero, cama preferente; segundo y tercer grupos, cama 


turista o literas.
d) Trenes convencionales y otros medios de transporte: grupos primero y segundo, clase 


primera o preferente; tercer grupo, clase segunda o turista.


No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en casos de urgencia cuando no hubiera 
billete o pasaje de la clase que corresponda, o por motivos de representación o duración de 
los viajes, la autoridad que ordene la comisión podrá autorizar una clase superior.


3. En los casos en que se utilicen para el desplazamiento medios gratuitos del Estado no 
se tendrá derecho a ser indemnizado por este concepto.


Artículo 18.  Utilización de vehículos particulares y otros medios especiales de transporte.


1. Cuando, excepcionalmente, así se determine en la orden de comisión se podrá utilizar 
en las comisiones de servicio, en los recorridos a que se refiere el apartado 1 del artículo 
anterior, vehículos particulares u otros medios especiales de transporte en los casos 
previstos en la normativa en cada momento vigente.


2. En el supuesto de utilización de taxis o vehículos de alquiler con o sin conductor en 
destino, se podrá autorizar excepcionalmente en la orden de comisión que el importe a 
percibir por gastos de viaje sea el realmente gastado y justificado.


3. Cuando en la orden de comisión se autorice su utilización, serán asimismo 
indemnizables como gastos de viaje, una vez justificados documentalmente, los gastos de 
desplazamiento en taxi entre las estaciones de ferrocarril, autobuses, puertos y aeropuertos 
y el lugar de destino de la comisión o el lugar de la residencia oficial, según se trate de ida o 
regreso, respectivamente, así como los correspondientes a gestiones o diligencias, en dicho 
lugar, específicamente relacionadas con el servicio de que se trate y siempre que los medios 
regulares de transporte resulten claramente inadecuados.
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En los supuestos de comisiones de servicio cuya duración sea igual o inferior a 
veinticuatro horas, a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 12 anterior se podrá 
autorizar que, en lugar de los gastos de taxis a que se refiere el párrafo anterior, sea 
indemnizable el gasto producido por aparcamiento del vehículo particular en las estaciones 
de ferrocarril, autobuses, puertos o aeropuertos, que cuenten con justificación documental.


También resultarán indemnizables, previa justificación documental, los gastos de peaje 
en autopistas en el caso de que, por las características del recorrido, lo considerara 
necesario el órgano que designa la comisión y lo hubiera así previsto en la correspondiente 
orden.


Sección 4.ª Anticipos y justificaciones


Artículo 19.  Derecho de anticipo y justificación de la indemnización.


1. El personal a quien se encomiende una comisión de servicio de las reguladas en el 
artículo 3 del presente Real Decreto tendrá derecho a percibir por adelantado el importe 
aproximado de las dietas, pluses, residencia eventual y gastos de viaje sin perjuicio de la 
devolución del anticipo, en la cuantía que proceda en su caso, una vez finalizada la comisión 
de servicios.


2. Los anticipos a que se refiere el apartado anterior y su justificación, así como la de las 
comisiones y gastos de viaje, se efectuarán de acuerdo con la normativa en cada momento 
vigente.


CAPÍTULO III


Desplazamientos dentro del término municipal por razón del servicio


Artículo 20.  Regulación general de los desplazamientos dentro del término municipal por 
razón del servicio.


1. El personal incluido en el ámbito de aplicación del presente Real Decreto tiene 
derecho a ser resarcido de los gastos por los desplazamientos que, según conformidad 
expresa del Jefe de la unidad administrativa correspondiente, se vea obligado a efectuar por 
razón del servicio dentro del término municipal donde tenga su sede el centro de destino.


2. Los desplazamientos a que se refiere el apartado anterior se efectuarán 
preferentemente en medios de transporte público colectivo realizado en vehículos 
autorizados para el cobro individual y de más de nueve plazas, salvo que el jefe de la unidad 
a que se refiere el apartado anterior de este artículo autorice otro medio de transporte, 
dentro de las disponibilidades presupuestarias asignadas a cada centro.


3. En el caso de autorizarse el uso de vehículos particulares u otros medios especiales 
de transporte, la cuantía de las indemnizaciones será la establecida para tales supuestos en 
las comisiones de servicio con derecho a indemnización.


Artículo 21.  Pago de las indemnizaciones por desplazamientos dentro del término 
municipal.


1. Las indemnizaciones a que se refiere el artículo anterior se reclamarán de las cajas 
pagadoras, pagadurías, o habilitaciones u órganos funcionalmente análogos, 
acompañándose en todos los casos de la correspondiente documentación justificativa.


2. Con el fin de que el pago de estas indemnizaciones sea inmediato al de los gastos 
realizados, deberá preverse el pago con cargo al anticipo de caja fija o, en su caso, la 
existencia de fondos a justificar, en los órganos o unidades referidos en el apartado anterior, 
todo ello con sujeción a la normativa vigente.


3. Lo dispuesto en este capítulo será de aplicación asimismo a los desplazamientos que 
por razón del servicio tengan que realizar los funcionarios de la Administración de Justicia 
dentro del partido judicial en que el correspondiente órgano ejerza su jurisdicción, sin 
perjuicio de la percepción de otras indemnizaciones cuando el desplazamiento haya tenido 
lugar efectivamente fuera del término municipal y se tenga derecho a las mismas conforme a 
las disposiciones generales de este Real Decreto.
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CAPÍTULO IV


Traslados de residencia


Sección 1.ª Normas generales comunes a todos los traslados de residencia


Artículo 22.  Normas generales.


1. Todas las referencias a la familia contenidas en los artículos del presente Real 
Decreto que regulan los traslados de residencia se entenderán hechas a los familiares del 
personal que origine el derecho a las indemnizaciones siempre que convivan con él y a sus 
expensas y se justifique documentalmente que tales circunstancias existían en el momento 
del traslado de cada miembro de la unidad familiar.


A los efectos previstos en el párrafo anterior se entenderá que conviven con dicho 
personal y viven a sus expensas el cónyuge y los hijos menores de veintiún años, en 
cualquier caso.


Para otros familiares, incluidos los hijos de veintiún años o más, se deberá justificar 
documentalmente que conviven con el personal y a sus expensas en el momento del 
traslado. Se entenderá que viven a expensas del funcionario los familiares a que se refiere 
este párrafo que no perciban, en el periodo impositivo en el que se efectúe el traslado, 
ingresos por renta del trabajo, renta patrimonial o pensiones por un total superior al doble del 
salario mínimo interprofesional de los trabajadores.


2. En el caso de que dos cónyuges con derecho, en principio, a las indemnizaciones a 
que se refiere el presente artículo tuvieran que trasladar su residencia a la misma localidad, 
y su toma de posesión se realizara con una separación en el tiempo inferior a tres meses, los 
correspondientes gastos sólo se le podrán reconocer a uno de ellos. Si la toma de posesión 
de los cónyuges en sus respectivos puestos se realiza con una separación en el tiempo igual 
o superior a tres meses, ambos tendrán derecho a que se les indemnice por el importe 
correspondiente al traslado de mobiliario y enseres, pero sólo uno de ellos podrá percibir 
gastos de instalación y ser resarcido por los gastos de viaje de los familiares que convivan 
con ellos y a sus expensas.


Asimismo, cuando los cónyuges sean destinados a la misma localidad procedentes de 
destinos en localidades distintas tendrán en todo caso, cualquiera que sea el tiempo de su 
incorporación, derecho a que se les indemnice por el importe correspondiente al traslado de 
mobiliario y enseres. Al igual que en el párrafo anterior, sólo uno podrá percibir gastos de 
instalación y cada uno será resarcido por los gastos de viaje de los familiares que convivían 
con él y a sus expensas en la anterior localidad de destino.


3. La cuantía de la indemnización por dietas y gastos de viaje a que se refiere este 
artículo, tanto por lo que respecta al personal como a su familia, será la que proceda de 
acuerdo con el grupo que corresponda al personal que origine el derecho a la indemnización 
de acuerdo con la clasificación que se especifica en el anexo I de este Real Decreto. Todo 
ello en las condiciones y con los límites establecidos en el presente Real Decreto y, en su 
caso, en la restante normativa vigente para las comisiones de servicio.


4. A los gastos de viaje regulados en los artículos relativos a estos traslados de 
residencia les resultará de aplicación lo dispuesto para las comisiones de servicio en los 
artículos 17 y 18 del presente Real Decreto.


5. Las indemnizaciones por los gastos de transporte de mobiliario y enseres se otorgarán 
previa aprobación del presupuesto de los mismos de conformidad con la normativa vigente.


6. El derecho a las indemnizaciones previstas en el presente artículo caducará al 
transcurrir un año desde la fecha en que aquél nazca, pudiendo concederse por las 
autoridades respectivas, a instancia de los interesados, prórrogas semestrales por un plazo 
no superior a otros dos años cuando existieran dificultades para ejercer alguno de los 
derechos que dan lugar a indemnización.


7. El importe de los derechos reconocidos para los traslados de residencia podrá ser 
anticipado. Las condiciones y límites de estos anticipos, así como su justificación, se 
efectuará de acuerdo con la normativa vigente.
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Sección 2.ª Traslados en territorio nacional


Artículo 23.  Tipos de traslados e indemnización correspondiente.


1. En caso de traslado forzoso que origine cambio del término municipal de residencia 
oficial dentro del territorio nacional, el personal tendrá derecho al abono de los gastos de 
viaje, incluidos los de su familia, al pago de los gastos de transporte de mobiliario y enseres 
y, en cualquier caso, a una indemnización equivalente a tres dietas por el titular y cada 
miembro de su familia que efectivamente se traslade.


2. A los efectos expresados, tendrán la consideración de traslado forzoso los supuestos 
que a continuación se reseñan:


a) Los señalados por las autoridades correspondientes, dentro de la normativa vigente, 
que tengan carácter de obligado cumplimiento de los interesados sin que preceda petición 
de los mismos, por lo que, a efectos de este señalamiento, en ningún caso se considerarán 
los traslados derivados del nombramiento o cese en el desempeño de los puestos por 
concurso o libre designación a que se refiere la normativa de Función Pública.


b) Los originados por cambios de residencia oficial o supresión de las unidades, 
dependencias o centros en que presten servicio los interesados.


c) Los traslados motivados por ascenso del personal de las Fuerzas Armadas y de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado o por cese obligado en un destino al 
cumplimiento del tiempo máximo de permanencia en él, así como los que sean debidos a 
destinos que el individuo se vea obligado a solicitar para cumplir las condiciones de mando, 
especialidad o diploma exigibles en virtud de la legislación vigente.


d) La jubilación del personal civil o el pase a la situación de reserva, segunda actividad, 
segunda reserva o retiro, para el personal de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, siempre que sea con carácter forzoso, por edad, 
imposibilidad física o falta de aptitud, hasta la población indicada por el interesado y por una 
sola vez.


La percepción de la indemnización a que se refiere el párrafo anterior por traslado de 
residencia para el personal que pase a la reserva o segunda actividad anulará la que pudiera 
corresponderle al pasar a segunda reserva o retiro, salvo en aquellos casos en que, con 
posterioridad a haberla percibido, se le asigne al interesado un destino que diera lugar a 
traslado forzoso de residencia.


e) Cuando se hubiera producido un destino indemnizado por aplicación de los supuestos 
a), b) y c) anteriores, será indemnizable el siguiente traslado que, con carácter voluntario, se 
produzca dentro del plazo de los cinco años siguientes, siempre que se hubiera permanecido 
en aquél al menos un año y suponga el retorno:


1.º A la Península si el destino forzoso se produjo a una comunidad o ciudad autónoma 
extrapeninsulares.


2.º A la misma Comunidad o Ciudad autónoma extrapeninsulares desde donde se 
produjo dicho destino forzoso.


3.º A la misma provincia desde donde se produjo el destino forzoso si las capitales de 
ambas distan más de 1.000 kilómetros.


3. Los traslados que obedezcan a sanción impuesta al funcionario no darán derecho a 
indemnización.


4. En el caso de fallecimiento de personal en activo que preste servicio en España, su 
familia tendrá derecho, por una sola vez y hasta la población española que señale, al abono 
de los gastos de viaje, a una indemnización de tres dietas por cada miembro de la familia 
que efectivamente se traslade y a la indemnización por gastos de transporte de mobiliario y 
enseres. En el supuesto de que el cambio de domicilio fuera en la misma población, sólo se 
tendrá derecho al transporte de mobiliario y enseres.
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Sección 3.ª Traslados al extranjero


Artículo 24.  Otras normas generales sobre traslados al extranjero.


1. El personal que sea destinado de España a algún puesto de la Administración 
española en el extranjero o, una vez destinado desde España, cambie de país o de 
población dentro del mismo país, por razón de nuevo destino, o regrese a España por la 
misma causa, o por cese definitivo o jubilación tendrá derecho al abono de sus gastos de 
viaje; y en los casos en que el destino se prevea por un periodo superior a dieciocho meses, 
tendrá derecho además al abono de los gastos de viaje de los miembros de su familia que 
efectivamente se trasladen y al transporte de mobiliario y enseres. No obstante, el 
Subsecretario del Departamento o la autoridad superior del Organismo o Entidad 
correspondiente podrá exceptuar de esta exigencia de tiempo mínimo cuando existan 
causas excepcionales que así lo justifiquen.


2. En los supuestos contemplados en el apartado anterior, el personal percibirá además, 
por sí y por cada uno de los familiares con derecho a pasaje que le acompañen, en su caso, 
durante los días que dure el viaje de traslado, por medios terrestres, marítimos o aéreos y 
siguiendo ruta directa, los gastos por manutención que corresponderían en el país de 
destino, siempre que la manutención no estuviera incluida en el precio del billete o pasaje. A 
estos efectos, para el personal que realiza el traslado desde el extranjero por cese definitivo 
o jubilación se entenderá que España es el país de destino y se aplicarán las dietas 
correspondientes a territorio nacional.


3. El personal destinado en el extranjero que cesase en el destino a petición propia antes 
de llevar dieciocho meses en él, salvo que obedezca a enfermedad o a razones familiares 
graves deberá reintegrar el importe de las indemnizaciones percibidas por los pasajes de su 
familia y por el traslado de mobiliario y enseres en virtud de lo previsto en el primer párrafo 
del apartado 1 de este mismo artículo, en su caso, sin que tampoco tenga derecho a que se 
le abonen los pasajes de regreso de él ni los de su familia, ni el traslado a España de su 
mobiliario y enseres personales.


Artículo 25.  Gastos de instalación del personal destinado en el extranjero.


1. El personal a que se refiere el apartado 1 del artículo 24 del presente Real Decreto, 
cuando sea destinado de España al extranjero por un periodo previsto como superior a 
dieciocho meses o, en dichas condiciones cambie en él de población por razón de nuevo 
destino, tendrá derecho, en concepto de gastos de instalación, a percibir para cada traslado 
y por una sola vez, una cantidad con los siguientes límites máximos calculados sobre los 
devengos totales anuales que le correspondan en su nuevo destino por retribuciones, 
excluidas las de carácter personal derivadas de la antigüedad, y por la indemnización 
regulada en el artículo 4 del Real Decreto 6/1995, de 13 de enero, aplicándose para el 
cálculo de ésta los módulos vigentes en el lugar de destino en el momento de la toma de 
posesión: 8 por 100 en el caso de que sean uno o dos los miembros de la unidad familiar 
que se trasladen, 10 por 100 para cuando sea tres o cuatro el número de dichos miembros, y 
12 por 100 cuando lo sean en mayor número a cuatro.


2. Igualmente, tendrá derecho a percibir indemnización por gastos de instalación según 
los criterios fijados en el apartado anterior el personal que regrese a España desde un 
puesto de destino en el extranjero a un puesto del territorio nacional, si ha superado un 
periodo de permanencia en el extranjero de un mínimo de cuatro años, entendiéndose por tal 
el de tiempo efectivo en el destino, o al cumplir el tiempo máximo de permanencia 
continuada en un mismo destino previsto en la reglamentación de personal aplicable.


3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se aplicará siempre que no tuviera en el 
lugar de destino en el extranjero o en España, respectivamente, alojamiento oficial o 
residencia amueblada a expensas del Estado.


Artículo 26.  Normas particulares sobre traslados al extranjero.


1. El personal al que se refiere el apartado 1 del artículo 24 del presente Real Decreto 
que, con destino en el extranjero por un periodo previsto superior a dieciocho meses, 
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contraiga matrimonio fuera de la localidad de destino, tendrá derecho a que se le abonen los 
gastos de viaje de su cónyuge con motivo de su traslado a dicha localidad, incluidos en ellos 
100 kilos de carga aérea.


2. En el caso del personal que, por considerar que las condiciones sanitarias del país 
extranjero de destino no son las adecuadas, se vea obligado a solicitar que el nacimiento de 
su hijo tenga lugar en otro país, el superior jerárquico a él, según el procedimiento que cada 
Departamento establezca, podrá autorizar el abono de los gastos de viaje de ida y regreso, 
así como los de alojamiento y manutención, si lo solicita expresamente, incluidos los de una 
carga aérea de, como máximo, 50 kilos, durante los días que resulten imprescindibles, 
correspondientes a los padres y al hijo recién nacido, con los límites fijados para las 
comisiones de servicio de los funcionarios del grupo al que pertenezca el funcionario y la 
justificación documental tanto de las dietas como de los gastos de viaje.


3. El personal que esté o sea en el futuro destinado al extranjero, al que le resulte de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 24.1 del presente Real Decreto, tendrá derecho al 
abono, una sola vez cada año, de los gastos de viaje de ida hasta el lugar de España que 
designe así como al de vuelta desde dicho lugar al de destino en el extranjero 
correspondientes al mismo y a su familia, con motivo de sus vacaciones.


Dicho plazo se contará a partir del momento en que el personal haya tomado posesión 
del primer destino en el extranjero después del último ocupado en España, pudiendo 
computarse el año como cumplido antes de su vencimiento, en el caso de que así lo solicite, 
por causa justificada y sea autorizado por el órgano de personal de su destino.


A efectos de cómputos de plazos sucesivos no se tendrá en cuenta la fecha en que, 
dentro del año natural que correspondiese, se hubieran disfrutado las últimas vacaciones.


La concesión de las vacaciones quedará sujeta a las disposiciones legales y 
reglamentarias en la materia.


Téngase en cuenta que queda suspendida la eficacia del apartado 3, según establece la 
disposición adicional 28 de la Ley 3/2017, de 27 de junio. Ref. BOE-A-2017-7387.


4. El personal en activo tendrá derecho al traslado, hasta la población que señale, por 
cuenta del Estado del cadáver de cualquiera de los miembros de su familia.


En caso de fallecimiento de personal destinado en el extranjero, su familia tendrá 
derecho, por una sola vez, a las indemnizaciones fijadas en los apartados 1 y 2 del artículo 
24 de este Real Decreto hasta la población que señalen. Asimismo, tendrá derecho al 
traslado del cadáver por cuenta del Estado.


CAPÍTULO V


Asistencias


Artículo 27.  Normas generales sobre asistencias.


1. Se entenderá por «asistencia» la indemnización reglamentaria que, de acuerdo con lo 
previsto en los artículos siguientes, proceda abonar por:


a) Concurrencia a las reuniones de órganos colegiados de la Administración y de los 
organismos públicos y de consejos de administración de empresas con capital o control 
públicos.


b) Participación en «tribunales de oposiciones y concursos encargados de la selección 
de personal o de pruebas cuya superación sea necesaria para el ejercicio de profesiones o 
para la realización de actividades».


c) Colaboración con carácter no permanente ni habitual en institutos, escuelas o 
unidades de formación y perfeccionamiento del personal al servicio de las Administraciones 
públicas.


2. Los Ministerios, Organismos, empresas y demás entidades que abonen las 
asistencias a que se refiere el presente artículo comunicarán semestralmente a los 


BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA


Página 17



http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2017-7387





Ministerios de Hacienda y de Administraciones Públicas el detalle de las cantidades 
satisfechas por los conceptos a que se refiere el apartado anterior.


3. Dichas cantidades en ningún caso podrán totalizar, para el conjunto de los tres tipos 
de asistencias, un importe por año natural superior al 50 por 100 de las retribuciones 
anuales, excluidas las de carácter personal derivadas de la antigüedad, que se perciban por 
el puesto de trabajo desempeñado.


Las cantidades devengadas que superen los límites fijados para la percepción de 
asistencias en el párrafo anterior de este apartado y en los artículos 28.3, 32 y 33 del 
presente Real Decreto serán ingresadas directamente en el Tesoro Público por los centros 
pagadores a que se refiere el apartado anterior.


4. Las percepciones correspondientes a las asistencias reguladas en este artículo serán 
compatibles con las dietas que puedan corresponder a los que para la asistencia o 
concurrencia se desplacen de su residencia oficial.


5. Los centros pagadores efectuarán las retenciones a efectos del IRPF que 
correspondan según la normativa vigente en cada caso para dicho impuesto.


Artículo 28.  Asistencias por la concurrencia a reuniones de órganos colegiados de la 
Administración y de los organismos públicos y de consejos de administración de empresas 
con capital o control públicos.


1. Las asistencias por la concurrencia, personal o por representación, a reuniones de 
órganos colegiados de la Administración y de los organismos públicos, cualquiera que sea la 
naturaleza y funciones de dichos órganos, se abonarán, excepcionalmente, en aquellos 
casos en que así se autorice por el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. A tal 
efecto, este Ministerio, a iniciativa del Departamento interesado, fijará inicialmente las 
correspondientes cuantías máximas a percibir en concepto de asistencias que tendrán 
validez durante el ejercicio en curso y el siguiente. Para periodos bienales sucesivos el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas autorizará, en su caso, a solicitud del 
propio órgano, a través del Departamento al que está adscrito o vinculado, la continuidad de 
las mismas una vez tenido en cuenta el cumplimiento de lo previsto sobre la comunicación 
periódica a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior.


2. Las empresas con capital o control públicos fijarán las compensaciones económicas 
por la asistencia a sus Consejos de Administración de acuerdo con los criterios generales 
establecidos en sus propios Estatutos o Reglamentos, dentro de las cuantías máximas 
establecidas por el Ministerio de Hacienda con carácter general para cada grupo de 
empresas según la importancia de las mismas.


3. En ningún caso se podrá percibir por las asistencias a que se refieren los dos 
apartados anteriores un importe anual superior al 40 por 100 de las retribuciones, excluidas 
las de carácter personal derivadas de la antigüedad, que correspondan, asimismo 
anualmente, por el puesto de trabajo principal.


Artículo 29.  Autorización de asistencias por la participación en tribunales y órganos de 
selección de personal.


Se abonarán asistencias a los miembros de los tribunales de oposiciones y concursos 
encargados de la selección de personal o de las pruebas cuya superación sea necesaria 
para el ejercicio de profesiones o para la realización de actividades, siempre que dichos 
procesos de selección conlleven la realización de ejercicios escritos u orales, así como a los 
colaboradores técnicos, administrativos y de servicios de dichos órganos, en aquellos casos 
que expresamente lo autorice el Ministerio de Administraciones Públicas, previo informe del 
Ministerio de Hacienda.


Artículo 30.  Regulación de las asistencias de los miembros de tribunales y concursos.


1. El Ministerio de Administraciones Públicas clasificará a los mencionados órganos a 
efectos de la percepción de asistencias de sus miembros en la correspondiente categoría de 
entre las siguientes, siendo las cuantías a percibir las que se señalan en el anexo IV de este 
Real Decreto:
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a) Categoría primera: acceso a Cuerpos o Escalas del grupo A o categorías de personal 
laboral asimilables.


b) Categoría segunda: acceso a Cuerpos o Escalas de los grupos B y C o categorías de 
personal laboral asimilables.


c) Categoría tercera: acceso a Cuerpos o Escalas de los grupos D y E o categorías de 
personal laboral asimilables.


2. Las cuantías fijadas en el citado anexo IV se incrementarán en el 50 por 100 de su 
importe cuando las asistencias se devenguen por la concurrencia a sesiones que se 
celebren en sábados o en días festivos.


3. En los supuestos excepcionales en que, con independencia del número de aspirantes, 
la complejidad y dificultad de las pruebas de selección así lo justifiquen, el Ministerio de 
Administraciones Públicas, previo informe del Ministerio de Hacienda, podrá autorizar un 
incremento de hasta el 50 por 100 sobre las cuantías a que se refieren los apartados 1 y 2 
anteriores, según los casos.


4. Una vez conocido el número de aspirantes el Ministerio de Administraciones Públicas, 
previo informe del Ministerio de Hacienda, fijará para cada convocatoria el número máximo 
de asistencias que puedan devengarse teniendo en cuenta las sesiones previsibles según el 
número de aspirantes, el tiempo necesario para elaboración de cuestionarios, corrección de 
ejercicios escritos y otros factores de tipo objetivo.


Dentro del límite máximo de asistencias fijado por el Ministerio de Administraciones 
Públicas, el Presidente de cada órgano determinará el número concreto de las que 
corresponda a cada miembro de acuerdo con las actas de las sesiones celebradas.


5. Las asistencias se devengarán por cada sesión determinada con independencia de si 
ésta se extiende a más de un día, devengándose una única asistencia en el supuesto de que 
se celebre más de una sesión en el mismo día.


6. El Ministerio de Administraciones Públicas, previo informe del Ministerio de Hacienda, 
aplicando criterios análogos a los expuestos en los apartados anteriores, clasificará a los 
restantes tribunales y órganos encargados de la selección de personal para su ingreso en la 
Administración como personal laboral o de pruebas cuya superación sea necesaria para el 
ejercicio de profesiones o para la realización de actividades.


Artículo 31.  Fijación de las asistencias de los colaboradores de los tribunales y órganos de 
selección de personal.


Los Ministerios de Administraciones Públicas y Hacienda regularán, dentro del régimen 
de resarcimiento previsto en la disposición adicional sexta del presente Real Decreto, el 
abono de asistencias a los colaboradores técnicos, administrativos y de servicios a que se 
refiere el artículo 29 de este Real Decreto.


Artículo 32.  Límites de los importes a percibir por las asistencias en tribunales y órganos de 
selección de personal.


En ningún caso se podrá percibir por las asistencias a que se refieren los artículos 29 
a 31 anteriores un importe total por año natural superior al 20 por 100 de las retribuciones 
anuales, excluidas las de carácter personal derivadas de la antigüedad, que correspondan 
por el puesto de trabajo principal, cualquiera que sea el número de tribunales u órganos 
similares en los que se participe.


Cuando las asistencias devengadas superen el límite anterior como consecuencia de la 
participación en más de un tribunal u órgano similar, el interesado lo pondrá en conocimiento 
de aquel en que se produzca tal exceso, quien comunicará dicha circunstancia al 
correspondiente centro pagador con el fin de que proceda a dar cumplimiento a lo dispuesto 
en el apartado 3 del artículo 27 de este Real Decreto.


Artículo 33.  Asistencias por la colaboración en actividades de formación y 
perfeccionamiento.


1. Se podrán abonar asistencias por la colaboración, con carácter no permanente ni 
habitual, en las actividades a cargo de los institutos o centros, en general, de formación y 
perfeccionamiento de personal al servicio de las Administraciones públicas, en que se 
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impartan ocasionalmente conferencias o cursos, así como en los congresos, ponencias, 
seminarios y actividades análogas incluidos en los programas de actuación de dichas 
instituciones, dentro de las disponibilidades presupuestarias para tales atenciones y siempre 
que el total de horas del conjunto de estas actividades no supere individualmente el máximo 
de setenta y cinco al año.


2. Las remuneraciones a percibir se ajustarán a los baremos que, a tal fin, se aprueben 
por los citados institutos o centros, previo informe favorable del Ministerio de Hacienda que, 
asimismo, a efectos del cómputo del total máximo a que se refiere el apartado anterior, fijará 
las equivalencias horarias de las compensaciones económicas que no se correspondan con 
actividades desarrolladas por horas.


A las cantidades fijadas en los citados baremos les resultará de aplicación lo dispuesto 
en el apartado 1 del artículo 28 del presente Real Decreto en lo que se refiere a las 
condiciones para su continuidad en años sucesivos siguientes al periodo inicial.


3. En ningún caso se podrá percibir por el conjunto de las asistencias a las que se refiere 
el presente artículo, durante cada año natural, una cantidad superior al 25 por 100 de las 
retribuciones anuales, excluidas las de carácter personal derivadas de la antigüedad, que 
correspondan al colaborador por el puesto de trabajo principal.


En caso de colaboración en más de un instituto o centro, corresponde al colaborador 
poner en conocimiento de los mismos su situación personal en relación con los límites 
horario y retributivo que se establecen.


Disposición adicional primera.  Carácter supletorio.


El presente Real Decreto tiene carácter supletorio para todo el personal no incluido en su 
ámbito de aplicación.


Disposición adicional segunda.  Compatibilidad de las indemnizaciones en el ámbito de la 
Ley 12/1995, de 11 de mayo.


Los altos cargos enumerados en el apartado 2 del artículo 1 de la Ley 12/1995, de 11 de 
mayo, de Incompatibilidades de los miembros del Gobierno de la Nación y de los altos 
cargos de la Administración General del Estado, podrán percibir por el ejercicio de las 
actividades compatibles previstas en el artículo 3 de la misma las indemnizaciones reguladas 
en el presente Real Decreto.


Los altos cargos a que se refiere el párrafo anterior podrán participar en las actividades a 
que se refiere el artículo 33 del presente Real Decreto, en las circunstancias, condiciones y 
límites fijados en el mismo. No obstante, en ningún caso los miembros del Gobierno y los 
Secretarios de Estado devengarán asistencias por dicha participación.


Los Ministerios, Organismos, empresas y demás entidades que abonen asistencias por 
dicha participación comunicarán semestralmente al Ministerio de Hacienda el detalle de las 
cantidades satisfechas.


Disposición adicional tercera.  Cuantía de la indemnización prevista en el artículo 157 de 
la Ley 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.


1. La cuantía de las indemnizaciones prevista en el artículo 157 de la Ley Orgánica 
5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, para los Parlamentarios que 
reuniendo la condición de Profesores Universitarios colaboren en el seno de la Universidad 
en la que tiene reservada su plaza en actividades de docencia o investigación de carácter 
extraordinario, que no afecten a la dirección y control de los servicios, se fijará por la propia 
Universidad, sin que, en ningún caso, el importe mensual a percibir por esta indemnización 
pueda exceder del 25 por 100 de la retribución asimismo mensual que correspondería por el 
desempeño de la plaza que tuvieran reservada.


2. Las cantidades devengadas y que, conforme al apartado anterior, no deban ser 
percibidas serán ingresadas directamente por la Universidad correspondiente en el Tesoro 
Público.
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Disposición adicional cuarta.  Indemnización de los gastos por desplazamiento y por 
instalación de los altos cargos en distinto término municipal al familiar.


1. Quienes hayan sido designados para el cargo de presidente del Tribunal 
Constitucional, Tribunal Supremo, Consejo de Estado o Tribunal de Cuentas; para el de 
Fiscal General del Estado; para el de miembro del Gobierno; o para el desempeño de cargos 
reservados al libre nombramiento del Gobierno o del Ministro competente previo acuerdo 
favorable del Consejo de Ministros, cuando dicha designación suponga traslado a un término 
municipal distinto al de su residencia familiar tendrán derecho a las siguientes 
indemnizaciones:


a) Al abono de los gastos de viaje, incluidos los de su familia, a una indemnización de 
tres dietas por el titular y cada miembro de su familia que efectivamente se traslade y al pago 
de los gastos de transporte de mobiliario y enseres.


b) A una indemnización, en concepto de gastos de instalación, con los siguientes límites 
máximos calculados sobre las retribuciones totales anuales correspondientes a dichos 
cargos, excluidas las de carácter personal derivadas de la antigüedad, a que tuvieran 
derecho cuando por su nombramiento o su cese instalen nuevo domicilio por no tener su 
residencia familiar en el mismo término municipal en donde radique la residencia oficial o por 
no haber mantenido dicha residencia familiar después de su nombramiento, 
respectivamente: 8 por 100 en el caso de que sean uno o dos los miembros de la unidad 
familiar que se trasladen, 10 por 100 para cuando sea tres o cuatro el número de dichos 
miembros, y 12 por 100 cuando lo sean en mayor número a cuatro.


2. Lo dispuesto en el párrafo b) del apartado anterior no se aplicará cuando tuvieran en 
el lugar de destino alojamiento oficial o residencia a expensas del Estado, o continuasen 
manteniendo su residencia familiar en un término municipal distinto. En este caso tendrán 
derecho a ser resarcidos de los gastos de viaje que realice el interesado como consecuencia 
de dicha residencia, en la clase que corresponda, por la cuantía exacta de los mismos, 
previa justificación con el billete original.


Disposición adicional quinta.  Indemnizaciones por gastos de los acompañantes 
cuidadores del personal con minusvalía.


1. Los titulares de las Comisiones de servicio a que se refiere el presente Real Decreto 
que sufran minusvalía de tal naturaleza que les obligue necesariamente a contar con un 
acompañante cuidador de su persona, devengarán los gastos por manutención en cuantía 
doble a la establecida para el personal no minusválido, teniendo asimismo derecho a ser 
indemnizados del importe realmente gastado y justificado por alojamiento y gastos de viaje 
del citado acompañante, de acuerdo con las mismas condiciones y límites que correspondan 
al titular minusválido.


2. A los efectos previstos en el apartado anterior se considerará justificada la necesidad 
de precisar acompañante si los minusválidos requieren la asistencia de otra persona para 
realizar los actos más esenciales de la vida, tales como vestirse, desplazarse, comer o 
análogos, previo informe que deberá emitir el equipo multiprofesional correspondiente.


Disposición adicional sexta.  Régimen de resarcimiento en casos no previstos en el 
presente Real Decreto.


En los casos excepcionales no regulados por este Real Decreto de servicios que 
originen gastos que hayan de ser indemnizados de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado 4 del artículo 23 de la Ley 30/1984, corresponderá a los Ministerios de Hacienda y 
de Administraciones Públicas la aprobación conjunta del correspondiente régimen de 
resarcimiento, a través de la Comisión Ejecutiva de la Comisión Interministerial de 
Retribuciones.
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Disposición adicional séptima.  Régimen de resarcimiento del personal con cometido 
especial de escolta.


1. Al personal que desempeñe cometidos especiales de escolta en los Servicios de 
Protección y Seguridad con motivo de los desplazamientos efectuados, dentro o fuera del 
término municipal de la residencia oficial, por SS.MM. los Reyes, S.A.R. el Príncipe de 
Asturias y SS.AA.RR. las Infantas, por el Presidente, Vicepresidentes o Ministros del 
Gobierno, u otros altos cargos o, en general, por personalidades que tengan asignado 
normativa o administrativamente personal de este tipo, se les aplicará el mismo régimen de 
resarcimiento o de indemnización, según lo establecido en los artículos 8.1 y 8.3, 
respectivamente, del presente Real Decreto, que corresponda a la personalidad para quien 
se desempeñe el cometido de escolta.


2. Habida cuenta del específico carácter de dicho resarcimiento, el importe a percibir 
será el realmente gastado, una vez justificado documentalmente según factura expedida por 
los establecimientos que presten los correspondientes servicios, que deberá ser firmada de 
conformidad por el propio alto cargo, personalidad o jefe superior de la unidad al que esté 
adscrito el personal de referencia en cada caso acreditando, además, que los gastos se han 
realizado efectivamente como consecuencia de su labor de escolta.


Disposición adicional octava.  Indemnización, dentro del término municipal, de los 
conductores de altos cargos.


1. El personal que desempeñe cometidos especiales como conductores al servicio de 
altos cargos con motivo de los desplazamientos de éstos, dentro del término municipal en el 
que radica su residencia oficial, tendrá derecho a percibir la correspondiente indemnización 
por gastos de manutención una vez justificados documentalmente con factura expedida por 
el establecimiento que preste los correspondientes servicios, que deberá ser firmada de 
conformidad por el propio alto cargo al que esté adscrito el personal de referencia en cada 
caso acreditando, además, que los gastos se han realizado como consecuencia del ejercicio 
de su labor de conductor.


2. El importe de los gastos que hayan de ser indemnizados según dicho régimen de 
resarcimiento será, como máximo, el equivalente al 50 por 100 de la cuantía establecida 
como dieta de manutención del grupo de clasificación correspondiente, que, 
excepcionalmente, podrá elevarse al 100 por 100 cuando la prolongada duración de los 
desplazamientos exija efectuar almuerzo y cena.


3. De conformidad con lo dispuesto en la disposición final primera del presente Real 
Decreto, los correspondientes gastos serán sufragados por el Departamento ministerial, 
Entidad u Organismo en el que, en cada caso, se devenguen los servicios.


Disposición adicional novena.  Comisiones de servicio desde lugares no situados en el 
lugar de la residencia oficial.


1. Sin perjuicio de la aplicación con carácter general de lo dispuesto en el artículo 3.1 del 
presente Real Decreto, excepcionalmente y contando con la conformidad del Subsecretario 
del Departamento, se podrán tener en cuenta, a efectos de su consideración como 
indemnizables, comisiones de servicio que, por causas de fuerza mayor y suficientemente 
justificadas no previstas inicialmente, deban iniciarse desde lugares no situados en el 
término municipal de la residencia oficial.


Cuando los correspondientes servicios se desarrollen en el propio término municipal 
podrán dar lugar a gastos de viaje por desplazamientos, pero no a indemnizaciones por 
alojamiento ni por manutención.


2. La conformidad del Subsecretario a que se refiere el apartado anterior podrá 
delegarse en el Director general de la unidad orgánica a que pertenezca el comisionado y, 
de forma particular, en los Jefes de Zona de la Guardia Civil y los Jefes Superiores de 
Policía según corresponda al personal que se designa.
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Disposición adicional décima.  Indemnización de las comisiones de servicio con 
circunstancias excepcionales ordenadas al personal de las Fuerzas Armadas, Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad y del Centro Nacional de Inteligencia.


En el ámbito de los servicios propios de las Fuerzas Armadas y Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado y del Centro Nacional de Inteligencia, cuando razones de seguridad 
personal de los comisionados o de reserva de la investigación así lo aconsejen, la autoridad 
que designe la comisión de servicios según lo previsto en el artículo 4.1, siempre que tenga 
rango administrativo al menos de Director general, podrá acordar motivadamente eximir a 
aquéllos de la obligación de aportar los justificantes de alojamiento previstos en el artículo 
10.3 del presente Real Decreto, indicando, en todo caso, la relación nominal de los 
perceptores, número del documento nacional de identidad, número del registro de personal, 
en su caso, y cuantía a abonar a cada uno de ellos.


Disposición adicional undécima.  Personal contratado en localidades concretas del 
extranjero.


El personal contratado expresamente para prestar servicio en una localidad concreta del 
extranjero se regirá, a efectos del tipo de indemnizaciones que se regulan en este Real 
Decreto, por la legislación específica de carácter local que le resulte aplicable.


Disposición adicional duodécima.  Indemnización por alojamiento del personal de 
tripulaciones de vuelo que transporten a altos cargos.


El personal que, desempeñando cometidos de tripulación de vuelo, intervenga en el 
transporte de altos cargos de la Administración será indemnizado en concepto de 
alojamiento por el importe de las dietas fijadas en el anexo II de este Real Decreto para el 
grupo superior de entre los correspondientes a dicho personal.


Disposición derogatoria primera.  Derogación con carácter general.


Queda derogado el Real Decreto 236/1988, de 4 de marzo.


Disposición derogatoria segunda.  Continuidad de la vigencia de determinadas normas.


Continuará teniendo vigencia la Orden de 31 de julio de 1985 («Boletín Oficial del 
Estado» de 3 de agosto) y, en general, la normativa de inferior rango dictada en desarrollo 
de la anterior regulación de las indemnizaciones por razón del servicio en lo que no se 
oponga al contenido del presente Real Decreto, así como, de forma específica, la Orden 
comunicada de los Ministros de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda, de 20 
de abril de 1998, sobre aplicación del Real Decreto 236/1988, de 4 de marzo, a determinado 
personal.


Disposición final primera.  Créditos presupuestarios a que deben imputarse las 
indemnizaciones.


Cada Ministerio, Entidad y Organismo sufragará las indemnizaciones y demás 
compensaciones que se devenguen en los servicios que de él dependan, cualquiera que sea 
el ramo de la Administración a que pertenezca el personal que haya de realizarlos, dentro de 
los créditos presupuestarios asignados al efecto, excepto las comisiones de servicio 
originadas por comparecencia a Juzgados y Tribunales en calidad de testigos y peritos, con 
motivo de sus actuaciones profesionales que se sufragarán, en todo caso, con el crédito 
presupuestario asignado al Ministerio u Organismo al que pertenezca el personal que los 
realiza. A estos últimos órganos citados corresponderá asimismo el anticipo y justificación de 
los gastos producidos por dicha causa.
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Disposición final segunda.  Inclusión en los grupos del anexo I del personal no 
expresamente señalado en el mismo.


Cuando se confiera una comisión de servicio a personal que no figure expresamente 
señalado en el anexo I de este Real Decreto se determinará en la Orden que la motiva el 
grupo en que deba considerarse incluido.


Esta asimilación deberá ser autorizada por el Ministerio de Administraciones Públicas, 
previo informe del Ministerio de Hacienda.


Disposición final tercera.  Provisión de fondos para gastos derivados de la celebración de 
oposiciones y concursos.


Con objeto de hacer frente a los gastos menores que se originen en cada oposición, 
concurso o prueba selectiva se proveerá al correspondiente tribunal, una vez constituido, 
antes del comienzo de las pruebas, de las oportunas cantidades que resulten precisas para 
hacer frente a tales gastos.


Disposición final cuarta.  Revisión periódica del importe de las indemnizaciones.


El importe de las indemnizaciones establecidas en los anexos II y IV de este Real 
Decreto será revisado periódicamente mediante acuerdo del Consejo de Ministros que se 
publicará en el «Boletín Oficial del Estado».


La cuantía establecida para indemnizar el uso de vehículo particular regulado en el 
artículo 18.1 del presente Real Decreto será revisada anualmente por el Ministerio de 
Hacienda, o siempre que resultara necesario por la acentuada desviación de los importes 
reales respecto de la vigente en cada momento.


Disposición final quinta.  Disposiciones complementarias de desarrollo del presente Real 
Decreto.


Por los Ministerios de Hacienda y de Administraciones Públicas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, y a iniciativa del Ministerio de Justicia, cuando se trate de 
personal judicial o fiscal o al servicio de la Administración de Justicia, se dictarán cuantas 
disposiciones complementarias sean precisas, en su caso, para la aplicación de lo dispuesto 
en el presente Real Decreto.


Disposición final sexta.  Entrada en vigor.


El presente Real Decreto entrará en vigor el día primero del mes siguiente al de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».


Dado en Madrid a 24 de mayo de 2002.


JUAN CARLOS R.
El Ministro de la Presidencia,


JUAN JOSÉ LUCAS GIMÉNEZ


ANEXO I


Clasificación de personal


Grupo 1. Altos cargos incluidos en los artículos 25, 26 y 31.dos de la Ley 13/2000, de 28 
de diciembre, Oficiales Generales, Magistrados del Tribunal Supremo y Presidentes de los 
Tribunales Superiores de Justicia, Embajadores, Ministros Plenipotenciarios de primera 
clase, Rectores de Universidad, Subdirectores generales, y Subdirectores generales 
adjuntos, así como cualquier otro cargo asimilado a los anteriores.


En el supuesto de los Subdirectores generales adjuntos, la asimilación será acordada, en 
su caso, conjuntamente por los Ministerios de Hacienda y de Administraciones Públicas.


Grupo 2. Personal Militar de las Fuerzas Armadas y personal de los Cuerpos de la 
Guardia Civil y Nacional de Policía clasificados a efectos retributivos en los grupos A y B; 
Cuerpos únicos de las Carreras Judicial y Fiscal, Secretarios de la Administración de 
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Justicia, Médicos Forenses, y Técnicos Facultativos; funcionarios de la Administración del 
Estado de Cuerpos o Escalas clasificados en los grupos A y B, así como cualquier otro 
personal asimilado a los anteriores.


Grupo 3. Personal Militar de las Fuerzas Armadas y personal de los Cuerpos de la 
Guardia Civil y Nacional de Policía clasificados a efectos retributivos en los grupos C y D; 
Oficiales, Auxiliares y Agentes, y personal de sus mismos índices multiplicadores, al servicio 
de la Administración de Justicia; funcionarios de la Administración del Estado de Cuerpos o 
Escalas clasificados en los grupos C, D y E, así como cualquier otro personal asimilado a los 
anteriores.


ANEXO II


Dietas en territorio nacional


 Cuantías en euros
Por alojamiento Por manutención Dieta entera


Grupo 1 102,56 53,34 155,90
Grupo 2 65,97 37,40 103,37
Grupo 3 48,92 28,21 77,13


ANEXO III


Dietas en el extranjero según grupos y países


Cuantías en euros
Por alojamiento Por manutenc. Dieta entera


Alemania    
Grupo 1 155,66 68,52 224,18
Grupo 2 132,82 59,50 192,32
Grupo 3 117,20 56,50 173,69


Andorra    
Grupo 1 54,69 44,47 99,17
Grupo 2 46,88 37,86 84,74
Grupo 3 41,47 34,86 76,33


Angola    
Grupo 1 158,67 66,71 225,38
Grupo 2 135,23 59,50 194,73
Grupo 3 119,00 55,89 174,89


Arabia Saudita    
Grupo 1 86,55 60,70 147,25
Grupo 2 73,92 54,09 128,02
Grupo 3 64,91 50,49 115,39


Argelia    
Grupo 1 119,00 51,09 170,09
Grupo 2 101,57 44,47 146,05
Grupo 3 89,55 42,07 131,62


Argentina    
Grupo 1 130,42 64,91 195,33
Grupo 2 111,19 55,29 166,48
Grupo 3 97,96 50,49 148,45


Australia    
Grupo 1 94,96 57,10 152,06
Grupo 2 81,14 51,09 132,22
Grupo 3 71,52 48,08 119,60


Austria    
Grupo 1 112,39 66,11 178,50
Grupo 2 95,56 58,90 154,46
Grupo 3 84,74 55,29 140,04


Bélgica    
Grupo 1 174,29 91,35 265,65
Grupo 2 148,45 82,94 231,39
Grupo 3 131,02 78,73 209,75


Bolivia    
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Cuantías en euros
Por alojamiento Por manutenc. Dieta entera


Grupo 1 60,10 42,67 102,77
Grupo 2 51,09 36,66 87,75
Grupo 3 45,08 33,66 78,73


Bosnia-Herzegovina    
Grupo 1 85,34 57,70 143,04
Grupo 2 72,72 49,88 122,61
Grupo 3 64,31 45,68 109,99


Brasil    
Grupo 1 150,25 91,35 241,61
Grupo 2 128,02 79,33 207,35
Grupo 3 112,99 74,53 187,52


Bulgaria    
Grupo 1 62,51 44,47 106,98
Grupo 2 53,49 37,86 91,35
Grupo 3 46,88 35,46 82,34


Camerún    
Grupo 1 103,37 55,29 158,67
Grupo 2 88,35 48,68 137,03
Grupo 3 77,53 45,68 123,21


Canadá    
Grupo 1 110,59 58,30 168,88
Grupo 2 94,36 51,69 146,05
Grupo 3 82,94 48,68 131,62


Chile    
Grupo 1 120,20 57,70 177,90
Grupo 2 102,17 50,49 152,66
Grupo 3 90,15 46,88 137,03


China    
Grupo 1 84,14 51,69 135,83
Grupo 2 71,52 46,28 117,80
Grupo 3 63,11 43,27 106,38


Colombia    
Grupo 1 145,44 90,15 235,60
Grupo 2 123,81 78,13 201,94
Grupo 3 109,38 73,32 182,71


Corea    
Grupo 1 120,20 62,51 182,71
Grupo 2 102,17 55,29 157,47
Grupo 3 90,15 52,89 143,04


Costa de Marfil    
Grupo 1 72,12 55,89 128,02
Grupo 2 61,30 49,28 110,59
Grupo 3 54,09 46,28 100,37


Costa Rica    
Grupo 1 76,93 52,29 129,22
Grupo 2 65,51 44,47 109,99
Grupo 3 57,70 40,87 98,57


Croacia    
Grupo 1 85,34 57,70 143,04
Grupo 2 72,72 49,88 122,61
Grupo 3 64,31 45,68 109,99


Cuba    
Grupo 1 66,11 38,46 104,58
Grupo 2 56,50 33,06 89,55
Grupo 3 49,88 29,45 79,33


Dinamarca    
Grupo 1 144,24 72,12 216,36
Grupo 2 122,61 64,91 187,52
Grupo 3 108,18 62,51 170,69


R. Dominicana    
Grupo 1 75,13 42,07 117,20
Grupo 2 64,31 36,66 100,97
Grupo 3 56,50 34,26 90,75


Ecuador    
Grupo 1 75,73 50,49 126,21
Grupo 2 64,91 43,27 108,18
Grupo 3 57,10 39,67 96,76


Egipto    
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Cuantías en euros
Por alojamiento Por manutenc. Dieta entera


Grupo 1 106,98 44,47 151,46
Grupo 2 91,35 39,07 130,42
Grupo 3 80,54 36,66 117,20


El Salvador    
Grupo 1 77,53 50,49 128,02
Grupo 2 66,11 43,27 109,38
Grupo 3 58,30 39,67 97,96
Emiratos Árabes Unidos    
Grupo 1 119,00 63,71 182,71
Grupo 2 101,57 56,50 158,07
Grupo 3 89,55 52,89 142,44


Eslovaquia    
Grupo 1 88,95 49,88 138,83
Grupo 2 75,73 43,27 119,00
Grupo 3 66,71 40,87 107,58


Estados Unidos    
Grupo 1 168,28 77,53 245,81
Grupo 2 143,04 69,72 212,76
Grupo 3 126,21 66,11 192,32


Etiopía    
Grupo 1 140,04 43,87 183,91
Grupo 2 119,60 37,86 157,47
Grupo 3 105,18 34,86 140,04


Filipinas    
Grupo 1 84,14 45,08 129,22
Grupo 2 71,52 39,67 111,19
Grupo 3 63,11 36,66 99,77


Finlandia    
Grupo 1 134,63 72,72 207,35
Grupo 2 114,79 65,51 180,30
Grupo 3 100,97 62,51 163,48


Francia    
Grupo 1 144,24 72,72 216,97
Grupo 2 122,61 65,51 188,12
Grupo 3 108,18 61,90 170,09


Gabón    
Grupo 1 117,80 59,50 177,30
Grupo 2 100,37 52,89 153,26
Grupo 3 88,35 49,28 137,63


Ghana    
Grupo 1 78,13 42,67 120,80
Grupo 2 66,71 37,26 103,98
Grupo 3 58,90 34,26 93,16


Grecia    
Grupo 1 81,14 45,08 126,21
Grupo 2 69,12 39,07 108,18
Grupo 3 61,30 36,66 97,96


Guatemala    
Grupo 1 105,18 49,28 154,46
Grupo 2 89,55 42,67 132,22
Grupo 3 79,33 39,67 119,00


Guinea Ecuatorial    
Grupo 1 102,77 56,50 159,27
Grupo 2 87,75 50,49 138,23
Grupo 3 77,53 47,48 125,01


Haití    
Grupo 1 52,89 43,87 96,76
Grupo 2 45,08 37,86 82,94
Grupo 3 39,67 34,26 73,92


Honduras    
Grupo 1 81,74 49,28 131,02
Grupo 2 69,72 42,07 111,79
Grupo 3 61,30 38,46 99,77


Hong Kong    
Grupo 1 142,44 57,70 200,14
Grupo 2 121,40 51,69 173,09
Grupo 3 106,98 48,68 155,66


Hungría    
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Cuantías en euros
Por alojamiento Por manutenc. Dieta entera


Grupo 1 135,23 52,89 188,12
Grupo 2 115,39 46,28 161,67
Grupo 3 101,57 42,67 144,24


India    
Grupo 1 117,20 44,47 161,67
Grupo 2 99,77 38,46 138,23
Grupo 3 88,35 36,06 124,41


Indonesia    
Grupo 1 120,20 48,68 168,88
Grupo 2 102,17 42,67 144,84
Grupo 3 90,15 39,67 129,82


Irak    
Grupo 1 77,53 44,47 122,01
Grupo 2 66,11 39,07 105,18
Grupo 3 58,30 36,66 94,96


Irán    
Grupo 1 94,36 51,69 146,05
Grupo 2 80,54 44,47 125,01
Grupo 3 70,92 40,87 111,79


Irlanda    
Grupo 1 109,38 54,09 163,48
Grupo 2 93,16 48,08 141,24
Grupo 3 82,34 44,47 126,81


Israel    
Grupo 1 108,78 63,71 172,49
Grupo 2 92,56 56,50 149,05
Grupo 3 81,74 52,29 134,03


Italia    
Grupo 1 153,86 69,72 223,58
Grupo 2 131,02 63,11 194,13
Grupo 3 115,39 59,50 174,89


Jamaica    
Grupo 1 90,15 51,69 141,84
Grupo 2 76,93 46,28 123,21
Grupo 3 67,91 43,87 111,79


Japón    
Grupo 1 187,52 108,18 295,70
Grupo 2 159,87 96,76 256,63
Grupo 3 140,64 92,56 233,19


Jordania    
Grupo 1 109,38 48,68 158,07
Grupo 2 93,16 42,67 135,83
Grupo 3 82,34 39,67 122,01


Kenia    
Grupo 1 96,76 45,08 141,84
Grupo 2 82,34 39,67 122,01
Grupo 3 72,72 36,66 109,38


Kuwait    
Grupo 1 144,24 50,49 194,73
Grupo 2 122,61 44,47 167,08
Grupo 3 108,18 41,47 149,65


Líbano    
Grupo 1 135,23 40,87 176,10
Grupo 2 115,39 34,86 150,25
Grupo 3 101,57 33,06 134,63


Libia    
Grupo 1 119,60 62,51 182,11
Grupo 2 102,17 54,69 156,86
Grupo 3 90,15 51,69 141,84


Luxemburgo    
Grupo 1 159,27 63,11 222,37
Grupo 2 135,83 55,89 191,72
Grupo 3 119,60 53,49 173,09


Malasia    
Grupo 1 108,18 39,67 147,85
Grupo 2 91,95 34,26 126,21
Grupo 3 81,14 31,25 112,39


Malta    
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Cuantías en euros
Por alojamiento Por manutenc. Dieta entera


Grupo 1 54,09 37,26 91,35
Grupo 2 46,28 31,85 78,13
Grupo 3 40,87 28,25 69,12


Marruecos    
Grupo 1 116,60 45,68 162,27
Grupo 2 99,17 39,67 138,83
Grupo 3 87,75 36,06 123,81


Mauritania    
Grupo 1 57,70 45,08 102,77
Grupo 2 49,28 39,07 88,35
Grupo 3 43,27 36,06 79,33


Méjico    
Grupo 1 96,16 49,88 146,05
Grupo 2 81,74 43,27 125,01
Grupo 3 72,12 39,07 111,19


Mozambique    
Grupo 1 78,73 48,08 126,81
Grupo 2 67,31 42,67 109,99
Grupo 3 59,50 40,27 99,77


Nicaragua    
Grupo 1 110,59 61,90 172,49
Grupo 2 94,36 52,89 147,25
Grupo 3 82,94 48,08 131,02


Nigeria    
Grupo 1 138,23 51,69 189,92
Grupo 2 117,80 46,88 164,68
Grupo 3 103,98 43,87 147,85


Noruega    
Grupo 1 156,26 89,55 245,81
Grupo 2 132,82 80,54 213,36
Grupo 3 117,20 76,93 194,13


Nueva Zelanda    
Grupo 1 76,93 46,28 123,21
Grupo 2 65,51 40,27 105,78
Grupo 3 57,70 37,26 94,96


Países Bajos    
Grupo 1 149,05 71,52 220,57
Grupo 2 126,81 64,31 191,12
Grupo 3 111,79 61,90 173,69


Pakistán    
Grupo 1 68,52 43,27 111,79
Grupo 2 58,30 37,26 95,56
Grupo 3 51,69 34,86 86,55


Panamá    
Grupo 1 75,73 42,07 117,80
Grupo 2 64,91 36,66 101,57
Grupo 3 57,10 33,66 90,75


Paraguay    
Grupo 1 53,49 38,46 91,95
Grupo 2 45,68 33,06 78,73
Grupo 3 40,27 30,05 70,32


Perú    
Grupo 1 93,76 50,49 144,24
Grupo 2 79,93 43,27 123,21
Grupo 3 70,32 39,07 109,38


Polonia    
Grupo 1 117,20 48,68 165,88
Grupo 2 99,77 42,67 142,44
Grupo 3 88,35 39,67 128,02


Portugal    
Grupo 1 114,19 51,09 165,28
Grupo 2 97,36 43,87 141,24
Grupo 3 85,94 41,47 127,41


Reino Unido    
Grupo 1 183,91 91,35 275,26
Grupo 2 156,86 82,94 239,80
Grupo 3 138,23 79,33 217,57


República Checa    
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Cuantías en euros
Por alojamiento Por manutenc. Dieta entera


Grupo 1 119,00 49,88 168,88
Grupo 2 101,57 43,27 144,84
Grupo 3 89,55 40,87 130,42


Rumania    
Grupo 1 149,05 44,47 193,53
Grupo 2 126,81 38,46 165,28
Grupo 3 111,79 35,46 147,25


Rusia    
Grupo 1 267,45 83,54 350,99
Grupo 2 227,78 73,32 301,11
Grupo 3 200,74 68,52 269,25


Senegal    
Grupo 1 79,33 51,09 130,42
Grupo 2 67,91 45,08 112,99
Grupo 3 59,50 42,07 101,57


Singapur    
Grupo 1 99,77 54,09 153,86
Grupo 2 85,34 48,08 133,42
Grupo 3 75,13 45,08 120,20


Siria    
Grupo 1 97,96 52,29 150,25
Grupo 2 83,54 46,28 129,82
Grupo 3 73,92 43,87 117,80


Sudáfrica    
Grupo 1 75,13 55,89 131,02
Grupo 2 64,31 48,08 112,39
Grupo 3 56,50 43,87 100,37


Suecia    
Grupo 1 173,09 82,34 255,43
Grupo 2 147,25 75,13 222,37
Grupo 3 129,82 69,72 199,54


Suiza    
Grupo 1 174,29 69,12 243,41
Grupo 2 148,45 61,30 209,75
Grupo 3 131,02 57,70 188,72


Tailandia    
Grupo 1 81,14 45,08 126,21
Grupo 2 69,12 39,07 108,18
Grupo 3 61,30 36,66 97,96


Taiwán    
Grupo 1 96,16 54,09 150,25
Grupo 2 81,74 48,68 130,42
Grupo 3 72,12 45,68 117,80


Tanzania    
Grupo 1 90,15 34,86 125,01
Grupo 2 76,93 30,05 106,98
Grupo 3 67,91 26,44 94,36


Túnez    
Grupo 1 60,70 54,09 114,79
Grupo 2 51,69 46,28 97,96
Grupo 3 45,68 42,07 87,75


Turquía    
Grupo 1 72,12 45,08 117,20
Grupo 2 61,30 39,07 100,37
Grupo 3 54,09 36,06 90,15


Uruguay    
Grupo 1 67,31 46,68 116,00
Grupo 2 57,70 41,47 99,17
Grupo 3 50,49 37,86 88,35


Venezuela    
Grupo 1 91,35 42,07 133,42
Grupo 2 78,13 36,06 114,19
Grupo 3 68,52 33,66 102,17


Yemen    
Grupo 1 156,26 49,28 205,55
Grupo 2 132,82 43,27 176,10
Grupo 3 117,20 40,27 157,47


Yugoslavia    
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Cuantías en euros
Por alojamiento Por manutenc. Dieta entera


Grupo 1 115,39 57,70 173,09
Grupo 2 98,57 49,88 148,45
Grupo 3 86,55 45,68 132,22


Zaire/Congo    
Grupo 1 119,00 60,70 179,70
Grupo 2 101,57 54,09 155,66
Grupo 3 89,55 51,69 141,24


Zimbawe    
Grupo 1 90,15 45,08 135,23
Grupo 2 76,93 39,07 116,00
Grupo 3 67,91 36,06 103,98


Resto del mundo    
Grupo 1 127,41 46,88 174,29
Grupo 2 108,78 40,87 149,65
Grupo 3 95,56 37,26 132,82


ANEXO IV


Asistencias por participación en tribunales de oposición o concurso u otros 
órganos encargados de personal


 Cuantías en euros
Asistencia


Categoría primera:  
Presidente y Secretario 45,89
Vocales 42,83
Categoría segunda:  
Presidente y Secretario 42,83
Vocales 39,78
Categoría tercera:  
Presidente y Secretario 39,78
Vocales 36,72


INFORMACIÓN RELACIONADA:
-  Véanse la letra C) y los Anexos XVI, XVII y XVIII de la Resolución de 2 de enero de 2008, de 
la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos, en cuanto a las indemnizaciones 
recogidas en este Real Decreto. Ref. BOE-A-2008-56.


Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
Más información en info@boe.es
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2. Si una empresa opera en los sectores contemplados en el 
apartado 1, letras a), b) o c), y también en uno o más sectores o 
desarrolla otras actividades incluidos en el ámbito de aplicación 
del presente Reglamento, este se aplicará a las ayudas concedi­
das en relación con esos sectores o actividades, a condición de 
que el Estado miembro de que se trate garantice por medios 
apropiados, como la separación de actividades o la distinción de 
costes, que las actividades de los sectores excluidos del ámbito 
de aplicación del Reglamento no se benefician de las ayudas de 
minimis concedidas con arreglo al presente Reglamento. 


Artículo 2 


Definiciones 


1. A efectos del presente Reglamento, se entenderá por: 


a) «productos agrícolas»: los productos enumerados en el anexo 
I del Tratado, con excepción de los productos de la pesca y 
de la acuicultura incluidos en el ámbito de aplicación del 
Reglamento (CE) n o 104/2000; 


b) «transformación de productos agrícolas»: toda operación 
efectuada sobre un producto agrícola cuyo resultado sea 
también un producto agrícola, salvo las actividades que sea 
preciso realizar en la explotación agraria necesarias a fin de 
preparar un producto animal o vegetal para la primera venta; 


c) «comercialización de productos agrícolas»: la tenencia o ex­
hibición con destino a la venta, la oferta para la venta, la 
entrega o cualquier otra forma de presentación en el merca­
do, con excepción de la primera venta por parte de un 
productor primario a intermediarios o transformadores y 
de toda actividad de preparación de un producto para dicha 
primera venta; la venta de productos por el productor pri­
mario a consumidores finales solo se considerará comercia­
lización si se lleva a cabo en instalaciones independientes 
reservadas a tal fin. 


2. «Única empresa», a los efectos del presente Reglamento, 
incluye todas las sociedades que tengan al menos uno de los 
siguientes vínculos entre sí: 


a) una empresa posee la mayoría de los derechos de voto de los 
accionistas o socios de otra empresa; 


b) una empresa tiene derecho a nombrar o revocar a la mayoría 
de los miembros del órgano de administración, dirección o 
control de otra sociedad; 


c) una empresa tiene derecho a ejercer una influencia domi­
nante sobre otra, en virtud de un contrato celebrado con 
ella o una cláusula estatutaria de la segunda empresa; 


d) una empresa, accionista o asociada a otra, controla sola, en 
virtud de un acuerdo celebrado con otros accionistas o so­
cios de la segunda, la mayoría de los derechos de voto de sus 
accionistas. 


Las empresas que mantengan cualquiera de las relaciones con­
templadas en las letras a) a d) del párrafo primero a través de 
otra u otras empresas también se considerarán una única em­
presa. 


Artículo 3 


Ayudas de minimis 


1. Se considerará que las medidas de ayuda que cumplan las 
condiciones establecidas en el presente Reglamento no reúnen 
todos los criterios del artículo 107, apartado 1, del Tratado, y, 
por consiguiente, estarán exentas de la obligación de notifica­
ción establecida en el artículo 108, apartado 3, del Tratado. 


2. El importe total de las ayudas de minimis concedidas por 
un Estado miembro a una única empresa no excederá de 
200 000 EUR durante cualquier período de tres ejercicios fisca­
les. 


El importe total de las ayudas de minimis concedidas por un 
Estado miembro a una única empresa que realice por cuenta 
ajena operaciones de transporte de mercancías por carretera no 
excederá de 100 000 EUR durante cualquier período de tres 
ejercicios fiscales. Estas ayudas de minimis no podrán utilizarse 
para la adquisición de vehículos de transporte de mercancías 
por carretera. 


3. Si una empresa realiza por cuenta ajena operaciones de 
transporte de mercancías por carretera y también otras activi­
dades a las que se aplica el límite máximo de 200 000 EUR, la 
empresa quedará sujeta a dicho límite máximo siempre y 
cuando el Estado miembro de que se trate garantice, a través 
de medios adecuados como la separación de actividades o la 
distinción de costes, que la parte de las ayudas que beneficia a la 
actividad de transporte de mercancías por carretera no excede 
de 100 000 EUR y que ninguna ayuda de minimis se utiliza para 
la adquisición de vehículos de transporte de mercancías por 
carretera. 


4. Las ayudas de minimis se considerarán concedidas en el 
momento en que se reconozca a la empresa el derecho legal 
a recibir la ayuda en virtud del régimen jurídico nacional apli­
cable, con independencia de la fecha de pago de la ayuda de 
minimis a la empresa. 


5. Los límites máximos establecidos en el apartado 2, se 
aplicarán cualquiera que sea la forma de la ayuda de minimis 
o el objetivo perseguido y con independencia de que la ayuda 
concedida por el Estado miembro esté financiada total o par­
cialmente mediante recursos de la Unión. El período de tres 
ejercicios fiscales se determinará tomando como referencia los 
ejercicios fiscales utilizados por la empresa en el Estado miem­
bro de que se trate. 


6. A los efectos de los límites máximos pertinentes estable­
cidos en el apartado 2, las ayudas se expresarán como subven­
ción en efectivo. Todas las cifras empleadas serán brutas, es 
decir, antes de deducción de impuestos u otras cargas. Cuando 
la ayuda se conceda en una forma que no sea una subvención, 
el importe de la ayuda será su equivalente de subvención bruta. 


Las ayudas pagaderas en varios plazos se actualizarán a su valor 
en el momento en que se concedan. El tipo de interés que habrá 
de emplearse a efectos de actualización será el tipo de actuali­
zación aplicable en el momento de la concesión.
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7. En caso de que se supere el límite máximo pertinente 
establecido en el apartado 2 por la concesión de nuevas ayudas 
de minimis, ninguna de esas nuevas ayudas podrá acogerse al 
presente Reglamento. 


8. En el caso de fusiones o adquisiciones de empresas, todas 
las ayudas de minimis concedidas anteriormente a cualquiera de 
las empresas que se fusionen se tendrán en cuenta para deter­
minar si la concesión de una nueva ayuda de minimis a la nueva 
empresa o a la empresa adquiriente supera el límite máximo 
pertinente. Las ayudas de minimis concedidas legalmente con 
anterioridad a la fusión o adquisición seguirán siendo legales. 


9. En caso de que una empresa se separe en dos o más 
empresas independientes, las ayudas de minimis concedidas antes 
de la separación se asignarán a la empresa que se benefició de 
ellas, que es en principio la empresa que asume las actividades 
para las que se concedieron las ayudas de minimis. Si dicha 
asignación no fuera posible, las ayudas de minimis se asignarán 
proporcionalmente sobre la base del valor contable del capital 
social de las nuevas empresas en la fecha efectiva de la separa­
ción. 


Artículo 4 


Cálculo del equivalente de subvención bruta 


1. El presente Reglamento solamente se aplicará a las ayudas 
cuyo equivalente de subvención bruta pueda calcularse previa­
mente con precisión sin necesidad de efectuar una evaluación 
del riesgo («ayudas transparentes»). 


2. Las ayudas consistentes en subvenciones o bonificaciones 
de tipos de interés se considerarán ayudas de minimis transparen­
tes. 


3. Las ayudas consistentes en préstamos se considerarán ayu­
das de minimis transparentes si: 


a) el beneficiario no está incurso en un procedimiento de in­
solvencia colectiva ni reúne los requisitos para encontrarse 
sometido a un procedimiento de insolvencia colectiva a pe­
tición de sus acreedores en virtud del Derecho interno. En el 
caso de grandes empresas, el beneficiario deberá encontrarse 
en una situación comparable a una calificación crediticia de 
por lo menos B-, y 


b) el préstamo está garantizado por una garantía que abarque al 
menos el 50 % del mismo y ascienda bien a 1 000 000 EUR 
(o 500 000 EUR en el caso de las empresas que realizan 
operaciones de transporte de mercancías por carretera) a lo 
largo de cinco años, bien a 500 000 EUR (o 250 000 EUR 
en el caso de empresas que realizan operaciones de trans­
porte de mercancías por carretera) a lo largo de diez años; si 
el préstamo concedido es de cuantías inferiores a las indica­
das o/y tiene una duración inferior a cinco o diez años, 
respectivamente, su equivalente de subvención bruta se cal­
culará como una parte proporcional del límite máximo per­
tinente establecido en el artículo 3, apartado 2, o 


c) el equivalente de subvención bruta se ha calculado sobre la 
base del tipo de referencia aplicable en el momento de la 
concesión. 


4. Las ayudas consistentes en aportaciones de capital solo se 
considerarán ayudas de minimis transparentes si la cuantía total 
de la aportación pública no supera el límite máximo de minimis. 


5. Las ayudas consistentes en medidas de financiación de 
riesgos que adopten la forma de inversión de capital o cuasica­
pital privado solo se considerarán ayudas de minimis transparen­
tes si el capital aportado a una única empresa no sobrepasa el 
límite máximo de minimis. 


6. Las ayudas consistentes en garantías se tratarán como 
ayudas de minimis transparentes si: 


a) el beneficiario no está incurso en un procedimiento de in­
solvencia colectiva ni reúne los requisitos para encontrarse 
sometido a un procedimiento de insolvencia colectiva a pe­
tición de sus acreedores en virtud del Derecho interno. En el 
caso de grandes empresas, el beneficiario deberá encontrarse 
en una situación comparable a una calificación crediticia de 
por lo menos B-, y 


b) la garantía no excede del 80 % del préstamo subyacente y 
bien el importe garantizado es 1 500 000 EUR (o 
750 000 EUR en el caso de las empresas que realizan ope­
raciones de transporte de mercancías por carretera), y la 
duración de la garantía es de cinco años, bien el importe 
garantizado es 750 000 EUR (o 375 000 EUR en el caso de 
las empresas que realizan operaciones de transporte de mer­
cancías por carretera) y la duración de la garantía es de diez 
años; si el importe garantizado es inferior a estos importes 
y/o la garantía tiene una duración inferior a cinco o diez 
años, respectivamente, el equivalente de subvención bruta de 
la garantía se calculará como una parte proporcional del 
límite máximo pertinente establecido en el artículo 3, apar­
tado 2, o 


c) el equivalente de subvención bruta se ha calculado sobre la 
base de primas refugio establecidas en una comunicación de 
la Comisión, o 


d) antes de aplicarse, 


i) el método de cálculo del equivalente de subvención bruta 
de la garantía ha sido notificado a la Comisión en virtud 
de otro reglamento de la Comisión en el ámbito de las 
ayudas estatales aplicable en ese momento, y el método 
ha sido aceptado por la Comisión por considerar que se 
ajustaba a la Comunicación sobre la garantía, o cualquier 
comunicación que le suceda, y 


ii) dicho método se refiere expresamente al tipo de garantía 
y al tipo de operación subyacente en cuestión en el con­
texto de la aplicación del presente Reglamento.
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7. Las ayudas consistentes en otros instrumentos se conside­
rarán ayudas de minimis transparentes si el instrumento lleva 
asociado un tope que garantice que no se supere el límite 
máximo pertinente. 


Artículo 5 


Acumulación 


1. Las ayudas de minimis concedidas con arreglo al presente 
Reglamento podrán acumularse con las ayudas de minimis con­
cedidas con arreglo al Reglamento (UE) n o 360/2012 de la 
Comisión ( 1 ) hasta el límite máximo establecido en este último 
Reglamento. Podrán acumularse con ayudas de minimis conce­
didas con arreglo a otros reglamentos de minimis hasta el límite 
máximo pertinente que se establece en el artículo 3, apartado 2, 
del presente Reglamento. 


2. Las ayudas de minimis no se acumularán con ninguna 
ayuda estatal en relación con los mismos gastos subvenciona­
bles o con ayuda estatal para la misma medida de financiación 
de riesgo, si dicha acumulación excediera de la intensidad de 
ayuda o del importe de ayudas superior correspondiente fijado 
en las circunstancias concretas de cada caso por un reglamento 
de exención por categorías o una decisión adoptados por la 
Comisión. Las ayudas de minimis que no se concedan para costes 
subvencionables específicos, ni puedan atribuirse a costes sub­
vencionables específicos podrán acumularse con otras ayudas 
estatales concedidas en virtud de un reglamento de exención 
por categorías o de una decisión adoptados por la Comisión. 


Artículo 6 


Control 


1. Cuando un Estado miembro se proponga conceder una 
ayuda de minimis a una empresa de conformidad con el presente 
Reglamento, deberá informarla por escrito del importe previsto 
de la ayuda (expresado como su equivalente de subvención 
bruta) y de su carácter de minimis, haciendo referencia expresa 
al presente Reglamento y citando su título y la referencia de su 
publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. Cuando la 
ayuda de minimis se conceda de conformidad con el presente 
Reglamento a distintas empresas con arreglo a un régimen en el 
marco del cual esas empresas reciban distintos importes de 
ayuda individual, el Estado miembro interesado podrá optar 
por cumplir esta obligación informando a las empresas de 
una suma fija correspondiente al importe máximo de ayuda 
que se concederá a tenor de dicho régimen. En este caso, la 
suma fija se utilizará para determinar si se alcanza o no el límite 
máximo pertinente establecido en el artículo 3, apartado 2. 
Antes de conceder la ayuda, el Estado miembro deberá obtener 
de la empresa de que se trate una declaración, escrita o en 
soporte electrónico, referente a todas las demás ayudas de mi­
nimis recibidas durante los dos ejercicios fiscales anteriores y 
durante el ejercicio fiscal en curso que estén sujetas al presente 
Reglamento o a otros reglamentos de minimis. 


2. En caso de que un Estado miembro haya establecido un 
registro central de las ayudas de minimis que contenga informa­
ción completa sobre toda ayuda de minimis concedida por cual­
quier autoridad de dicho Estado miembro, el apartado 1 dejará 


de aplicarse desde el momento en que el registro abarque un 
período de tres ejercicios fiscales. 


3. Un Estado miembro solo concederá nuevas ayudas de 
minimis de conformidad con el presente Reglamento tras haber 
comprobado que ello no dará lugar a que el importe total de las 
ayudas de minimis concedidas a la empresa de que se trate 
sobrepase el límite máximo pertinente establecido en el artícu­
lo 3, apartado 2, y que se cumplen todas las condiciones esta­
blecidas en el presente Reglamento. 


4. Los Estados miembros registrarán y recopilarán toda la 
información relativa a la aplicación del presente Reglamento. 
Tales registros deberán incluir toda la información necesaria 
para demostrar que se han cumplido las condiciones del pre­
sente Reglamento. Los registros relativos a las ayudas de minimis 
individuales deberán mantenerse durante diez ejercicios fiscales 
a partir de la fecha de concesión de la ayuda. Los registros 
relativos a los regímenes de ayudas de minimis deberán mante­
nerse durante un período de diez ejercicios fiscales a partir de la 
fecha de concesión de la última ayuda individual en el marco 
del régimen en cuestión. 


5. Previa solicitud por escrito, el Estado miembro de que se 
trate deberá facilitar a la Comisión, en un plazo de veinte días 
hábiles o en el plazo superior que se establezca en la solicitud, 
toda la información que aquella considere necesaria para deter­
minar si se han cumplido las condiciones establecidas en el 
presente Reglamento y, especialmente, para determinar el im­
porte total de la ayuda de minimis a tenor del presente Regla­
mento y de otros reglamentos de minimis recibida por cualquier 
empresa. 


Artículo 7 


Disposiciones transitorias 


1. El presente Reglamento se aplicará a las ayudas concedidas 
antes de su entrada en vigor siempre y cuando la ayuda reúna 
las condiciones establecidas en el presente Reglamento. Las ayu­
das que no reúnan dichas condiciones serán evaluadas por la 
Comisión de acuerdo con los pertinentes marcos jurídicos, lí­
neas directrices y comunicaciones. 


2. Se considerará que cualquier ayuda de minimis individual 
concedida entre el 2 de febrero de 2001 y el 30 de junio de 
2007 y que cumpla las condiciones del Reglamento (CE) n o 
69/2001 no cumple todos los criterios del artículo 107, apar­
tado 1, del Tratado y, por lo tanto, estará exenta del requisito de 
notificación del artículo 108, apartado 3, del Tratado. 


3. Se considerará que cualquier ayuda de minimis individual 
concedida entre el 1 de enero de 2007 y el 30 de junio de 
2014 y que cumpla las condiciones del Reglamento (CE) n o 
1998/2006 no cumple todos los criterios del artículo 107, 
apartado 1, del Tratado y, por lo tanto, estará exenta del requi­
sito de notificación del artículo 108, apartado 3, del Tratado. 


4. Al término del período de validez del presente Reglamen­
to, cualquier régimen de ayudas de minimis que cumpla las 
condiciones establecidas en él seguirá cubierto por el mismo 
durante un período suplementario de seis meses.
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( 1 ) Reglamento (UE) n o 360/2012 de la Comisión, de 25 de abril de 
2012, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis 
concedidas a empresas que prestan servicios de interés económico 
general (DO L 114 de 26.4.2012, p. 8).








a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso 
General electrónico de la Administración.


b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las 
Administraciones Públicas.


c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo 
con lo previsto en esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.


d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en 
la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno y el resto del Ordenamiento Jurídico.


e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que 
habrán de facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.


f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando 
así corresponda legalmente.


g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica 
contemplados en esta Ley.


h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y 
confidencialidad de los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las 
Administraciones Públicas.


i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.


Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el artículo 53 referidos a 
los interesados en el procedimiento administrativo.


Artículo 14.  Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las 
Administraciones Públicas.


1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 
Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de 
medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios 
electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la persona para 
comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 
cualquier momento.


2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con 
las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento 
administrativo, al menos, los siguientes sujetos:


a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 


obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas 
en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se 
entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.


d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 
electrónicamente con la Administración.


e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que 
realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se 
determine reglamentariamente por cada Administración.


3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 
relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados procedimientos y 
para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, 
técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y 
disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.


Artículo 15.  Lengua de los procedimientos.


1. La lengua de los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado 
será el castellano. No obstante lo anterior, los interesados que se dirijan a los órganos de la 
Administración General del Estado con sede en el territorio de una Comunidad Autónoma 
podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella.
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GUÍA RÁPIDA DE ACCESO A LA SEDE ELECTRÓNICA DEL MAPA 


Mediante la dirección de internet https://sede.mapa.gob.es/portal/site/seMAPA se accede a la página 
principal de la Sede electrónica del MAPA: 


Se hará clic en  apareciendo la siguiente pantalla de acceso: 



https://sede.mapa.gob.es/portal/site/seMAPA
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Y en ella, se hará clic en , apareciendo la pantalla donde se elige el método de identificación: 


A continuación, se pulsará en dentro de la sección de DNIe / Certificado Electrónico, y se 


seleccionará el certificado de acceso de entre los certificados instalados en el ordenador y se pulsa : 
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En el caso de que el certificado requiera de clave PIN, se solicitará a continuación: 


Una vez escrito el PIN se pulsará en y aparecerá la siguiente pantalla, donde se mostrará la 
información de acceso: 


Se debe activar la notificación electrónica e indicar la dirección electrónica de recepción de 
estas notificaciones. 
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Después se pulsará en la pestaña  y se buscará las ayudas para el fomento de la integración 
cooperativa. Para ello, en el cuadro de diálogo “Buscar procedimiento” se escribirá, por ejemplo, “integración” 


y se pulsará en . De este modo buscará los procedimientos dentro de Sede electrónica que 
tengan que ver con “integración”: 
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Entonces, el buscador, mostrará los resultados coincidentes: 
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El último resultado encontrado es un enlace al procedimiento de nuestro interés. Se pulsa: 


Y se accede a la pantalla para iniciar el procedimiento de “Subvenciones para fomento de la integración 
cooperativa de ámbito estatal”:  


En esta pantalla se pulsará en , donde se cumplimentarán los 
campos establecidos en cada pantalla y se adjuntará la documentación requerida. La primera pantalla a 
cumplimentar es:  
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3. El real decreto a que se hace referencia en el apartado anterior deberá ajustarse a las 
previsiones contenidas en esta ley, salvo en lo que afecte a la aplicación de los principios de 
publicidad y concurrencia, y contendrá como mínimo los siguientes extremos:


a) Definición del objeto de las subvenciones, con indicación del carácter singular de las 
mismas y las razones que acreditan el interés público, social, económico o humanitario y 
aquéllas que justifican la dificultad de su convocatoria pública.


b) Régimen jurídico aplicable.
c) Beneficiarios y modalidades de ayuda.
d) Procedimiento de concesión y régimen de justificación de la aplicación dada a las 


subvenciones por los beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras.


CAPÍTULO IV


Del procedimiento de gestión y justificación de la subvención pública


Artículo 29.  Subcontratación de las actividades subvencionadas por los beneficiarios.


1. A los efectos de esta ley, se entiende que un beneficiario subcontrata cuando 
concierta con terceros la ejecución total o parcial de la actividad que constituye el objeto de 
la subvención. Queda fuera de este concepto la contratación de aquellos gastos en que 
tenga que incurrir el beneficiario para la realización por sí mismo de la actividad 
subvencionada.


2. El beneficiario únicamente podrá subcontratar, total o parcialmente, la actividad 
cuando la normativa reguladora de la subvención así lo prevea. La actividad subvencionada 
que el beneficiario subcontrate con terceros no excederá del porcentaje que se fije en las 
bases reguladoras de la subvención. En el supuesto de que tal previsión no figure, el 
beneficiario podrá subcontratar hasta un porcentaje que no exceda del 50 por ciento del 
importe de la actividad subvencionada.


En ningún caso podrán subcontratarse actividades que, aumentando el coste de la 
actividad subvencionada, no aporten valor añadido al contenido de la misma.


3. Cuando la actividad concertada con terceros exceda del 20 por ciento del importe de 
la subvención y dicho importe sea superior a 60.000 euros, la subcontratación estará 
sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:


a) Que el contrato se celebre por escrito.
b) Que la celebración del mismo se autorice previamente por la entidad concedente de la 


subvención en la forma que se determine en las bases reguladoras.


4. No podrá fraccionarse un contrato con el objeto de disminuir la cuantía del mismo y 
eludir el cumplimiento de los requisitos exigidos en el apartado anterior.


5. Los contratistas quedarán obligados sólo ante el beneficiario, que asumirá la total 
responsabilidad de la ejecución de la actividad subvencionada frente a la Administración.


6. A efectos de lo previsto en el apartado anterior, los beneficiarios serán responsables 
de que en la ejecución de la actividad subvencionada concertada con terceros se respeten 
los límites que se establezcan en la normativa reguladora de la subvención en cuanto a la 
naturaleza y cuantía de gastos subvencionables, y los contratistas estarán sujetos al deber 
de colaboración previsto en el artículo 46 de esta ley para permitir la adecuada verificación 
del cumplimiento de dichos límites.


7. En ningún caso podrá concertarse por el beneficiario la ejecución total o parcial de las 
actividades subvencionadas con:


a) Personas o entidades incursas en alguna de las prohibiciones del artículo 13 de esta 
ley.


b) Personas o entidades que hayan percibido otras subvenciones para la realización de 
la actividad objeto de contratación.


c) Intermediarios o asesores en los que los pagos se definan como un porcentaje de 
coste total de la operación, a menos que dicho pago esté justificado con referencia al valor 
de mercado del trabajo realizado o los servicios prestados.


d) Personas o entidades vinculadas con el beneficiario, salvo que concurran las 
siguientes circunstancias:
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1.ª Que se obtenga la previa autorización expresa del órgano concedente.
2.ª Que el importe subvencionable no exceda del coste incurrido por la entidad vinculada. 


La acreditación del coste se realizará en la justificación en los mismos términos establecidos 
para la acreditación de los gastos del beneficiario.


e) Personas o entidades solicitantes de ayuda o subvención en la misma convocatoria y 
programa, que no hayan obtenido subvención por no reunir los requisitos o no alcanzar la 
valoración suficiente.


Artículo 30.  Justificación de las subvenciones públicas.


1. La justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de 
los objetivos previstos en el acto de concesión de la subvención se documentará de la 
manera que se determine reglamentariamente, pudiendo revestir la forma de cuenta 
justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o mediante la 
presentación de estados contables, según se disponga en la normativa reguladora.


2. La rendición de la cuenta justificativa constituye un acto obligatorio del beneficiario o 
de la entidad colaboradora, en la que se deben incluir, bajo responsabilidad del declarante, 
los justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez jurídica que permitan 
acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública. La forma de la cuenta 
justificativa y el plazo de rendición de la misma vendrán determinados por las 
correspondientes bases reguladoras de las subvenciones públicas.


A falta de previsión de las bases reguladoras, la cuenta deberá incluir declaración de las 
actividades realizadas que han sido financiadas con la subvención y su coste, con el 
desglose de cada uno de los gastos incurridos, y su presentación se realizará, como 
máximo, en el plazo de tres meses desde la finalización del plazo para la realización de la 
actividad.


3. Los gastos se acreditarán mediante facturas y demás documentos de valor probatorio 
equivalente con validez en el tráfico jurídico mercantil o con eficacia administrativa, en los 
términos establecidos reglamentariamente.


La acreditación de los gastos también podrá efectuarse mediante facturas electrónicas, 
siempre que cumplan los requisitos exigidos para su aceptación en el ámbito tributario.


Reglamentariamente, se establecerá un sistema de validación y estampillado de 
justificantes de gasto que permita el control de la concurrencia de subvenciones.


4. Cuando las actividades hayan sido financiadas, además de con la subvención, con 
fondos propios u otras subvenciones o recursos, deberá acreditarse en la justificación el 
importe, procedencia y aplicación de tales fondos a las actividades subvencionadas.


5. En el supuesto de adquisición de bienes inmuebles, además de los justificantes 
establecidos en el apartado 3 de este artículo, debe aportarse certificado de tasador 
independiente debidamente acreditado e inscrito en el correspondiente registro oficial.


6. Los miembros de las entidades previstas en el apartado 2 y segundo párrafo del 
apartado 3 del artículo 11 de esta ley vendrán obligados a cumplir los requisitos de 
justificación respecto de las actividades realizadas en nombre y por cuenta del beneficiario, 
del modo en que se determina en los apartados anteriores. Esta documentación formará 
parte de la justificación que viene obligado a rendir el beneficiario que solicitó la subvención.


7. Las subvenciones que se concedan en atención a la concurrencia de una determinada 
situación en el perceptor no requerirán otra justificación que la acreditación por cualquier 
medio admisible en derecho de dicha situación previamente a la concesión, sin perjuicio de 
los controles que pudieran establecerse para verificar su existencia.


8. El incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención en los términos 
establecidos en este capítulo o la justificación insuficiente de la misma llevará aparejado el 
reintegro en las condiciones previstas en el artículo 37 de esta ley.


Artículo 31.  Gastos subvencionables.


1. Se consideran gastos subvencionables, a los efectos previstos en esta ley, aquellos 
que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, resulten 
estrictamente necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases 
reguladoras de las subvenciones. Cuando no se haya establecido un plazo concreto, los 
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ANEXO II.1 


PLAN DE INTEGRACIÓN ASOCIATIVA 


 
I. ENTIDAD SOLICITANTE  


Nombre o razón social entidad solicitante: 
 
 


N.I.F.: 


Tipo de organización: Localidad: C.P.: Provincia: 


 


II. DESCRIPCIÓN DEL PROCESO DE INTEGRACIÓN 


El proceso de integración consiste en: 
 


 Fusión por absorción de dos o más entidades en una de ellas. 
 


 Disolución de todas las entidades y constitución de una nueva. 
 


 Integración de una o más entidades en una única entidad, de forma que no 
implique la extinción de la personalidad jurídica de las integradas. 


 
 
Datos de la entidad resultante: 
 
Se incorporará al Plan de Integración Asociativa (en adelante, PIA) el (*) Anexo II.a 
Relación de Entidades, donde se incluirán tanto las entidades que forman parte o ya 
están integradas en alguna de las entidades participantes en el proceso de fusión o 
integración objeto de la subvención, es decir, con anterioridad al mismo, como las 
entidades que participan en dicho proceso, es decir, las entidades solicitantes y 
promotoras. 
 
 
III. MIEMBROS DEL CONSEJO DE DIRECCIÓN/RECTOR 
 
Se incluirá cumplimentado el (*) Anexo II.b Miembros del Consejo de 
Dirección/Rector. 
 
 
 
 
 
 
(*) Documentación de presentación obligatoria según anexo de la correspondiente convocatoria. 
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IV. OBJETIVOS DE LA INTEGRACIÓN 
 
Incluir una descripción de los objetivos específicos que se pretenden conseguir con el 
proceso de integración (por ejemplo, objetivos relacionados con la innovación en los 
procesos de producción y comercialización, con la concentración de los procesos de 
producción y comercialización, con la gestión general, etc.). 
 
Máximo 1.000 palabras. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
 
V. DESCRIPCIÓN Y CRONOGRAMA DE ACTUACIONES DEL PLAN DE 
INTEGRACIÓN ASOCIATIVA 
 
Se incluirá una descripción detallada del proceso de integración que incluya los 
siguientes puntos: 


1. Entidades que intervienen en el proceso, identificando claramente las entidades 
promotoras y las que son objeto de la integración. 


 
2. Actuaciones previstas para llevar a cabo el proceso de integración. Se detallará para 


cada actuación: 
 


o Calendario o cronograma previsto. 
o Desglose de los medios técnicos, personales y materiales con los que 


cuenta la organización para la ejecución de la actuación. Se debe 
acompañar del (*) Anexo II.c Personal, con la relación de personal para 
cada actuación y su categoría profesional. 


o Colaboraciones externas previstas. 
o Otros gastos necesarios para la ejecución. 


 
(*) Documentación de presentación obligatoria según anexo de la correspondiente convocatoria. 
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VI. SUBVENCIÓN SOLICITADA Y PRESUPUESTO TOTAL ESTIMADO PARA LA 
ACTUACIÓN, DESGLOSADO POR CONCEPTOS DE GASTO 
 
Se debe incluir el presupuesto total estimado para la actuación, desglosado por 
conceptos de gasto en el Plan de Integración Asociativa, según (*) Anexo II.d 
Presupuesto. 
 
Debe existir una correspondencia inequívoca entre la descripción de las actuaciones del 
Plan de Integración y lo reflejado en el presupuesto. 
 
 
VII. RESULTADOS PREVISTOS CON LA INTEGRACIÓN: VIABILIDAD Y 
RENTABILIDAD. 
 
Máximo 1.000 palabras. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
(*) Documentación de presentación obligatoria según anexo de la correspondiente convocatoria. 
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Don/Dña.…………………………………………………………….con NIF……………….….                   
representante legal de la organización solicitante, certifica la veracidad de todos los 
datos obrantes en el presente modelo, y los documentos que lo acompañan. 
 
 
 


 
 


En…………………………a………de……………………..de 20..... 
 
 
 
 


Firma del representante legal: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


SR. MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN 
 


Dirección General de la Industria Alimentaria. 
Paseo de la Infanta Isabel, 1. 28071 – Madrid. 


 


Espacio reservado para la firma electrónica del 
documento. 


 
(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA) 


 





		ANEXO II.1

		PLAN DE INTEGRACIÓN ASOCIATIVA

		En…………………………a………de……………………..de 20.....

		SR. MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN
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ANEXO II.2 


PROYECTO DE INTERCOOPERACIÓN 


 
I. ENTIDAD SOLICITANTE  


Nombre o razón social entidad solicitante: 
 
 


N.I.F.: 


Tipo de organización: Localidad: C.P.: Provincia: 


 


II. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO DE INTERCOOPERACIÓN 


El acuerdo intercooperativo consiste en: 
 
Máximo 1.000 palabras. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
 
Datos de las entidades parte del acuerdo de intercooperativo: 
 
Se incorporará al Proyecto de Intercooperación (en adelante, PI) el (*) Anexo II.a 
Relación de Entidades, donde se incluirán las entidades participantes en el acuerdo 
intercooperativo objeto de la subvención. 
 
 
(*) Documentación de presentación obligatoria según anexo de la correspondiente convocatoria. 
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III. MIEMBROS DEL CONSEJO DE DIRECCIÓN/RECTOR 
 
Se incluirá cumplimentado el (*) Anexo II.b Miembros del Consejo de 
Dirección/Rector. 
 
 
IV. OBJETO Y OBJETIVOS DEL ACUERDO INTERCOOPERATIVO 
 
Incluir una descripción del objeto del acuerdo y de los objetivos específicos que se 
pretenden conseguir con el acuerdo intercooperativo (por ejemplo, objetivos 
relacionados con la innovación en los procesos de producción y comercialización, con 
la concentración de los procesos de producción y comercialización, con la gestión 
general, etc.). 
 
Máximo 1.000 palabras. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
 
V. CONDICIONES BAJO LAS CUALES SE VA A REGIR EL ACUERDO 
INTERCOOPERATIVO 
 
Incluir las condiciones bajo las cuales se va a regir el acuerdo intercooperativo. 
 







 
 


3 


Máximo 1.000 palabras. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
 
VI. DESCRIPCIÓN Y CRONOGRAMA DE ACTUACIONES DEL PROYECTO DE 
INTERCOOPERACIÓN 
 
Se incluirá una descripción detallada del proyecto de intercooperación que incluya los 
siguientes puntos: 


1. Entidades que intervienen en el acuerdo, identificando claramente las entidades 
promotoras y las que son objeto del acuerdo intercooperativo. 


 
2. Actuaciones previstas para llevar a cabo el proyecto de intercooperación. Se detallará 


para cada actuación: 
 


o Calendario o cronograma previsto. 
o Desglose de los medios técnicos, personales y materiales con los que 


cuenta la organización para la ejecución de la actuación. Se debe 
acompañar del (*) Anexo II.c Personal, con la relación de personal para 
cada actuación y su categoría profesional. 


o Colaboraciones externas previstas. 
o Otros gastos necesarios para la ejecución. 


 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


(*) Documentación de presentación obligatoria según anexo de la correspondiente convocatoria. 
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VII. SUBVENCIÓN SOLICITADA Y PRESUPUESTO TOTAL ESTIMADO PARA LA 
ACTUACIÓN, DESGLOSADO POR CONCEPTOS DE GASTO 
 
Se debe incluir el presupuesto total estimado para la actuación, desglosado por 
conceptos de gasto en el Proyecto de Intercooperación, según (*) Anexo II.d 
Presupuesto. 
 
Debe existir una correspondencia inequívoca entre la descripción de las actuaciones del 
Proyecto de Intercooperación y lo reflejado en el presupuesto. 
 
 
VIII. RESULTADOS PREVISTOS CON EL ACUERDO: VIABILIDAD, RENTABILIDAD 
Y TRANSPARENCIA 
 
Máximo 1.000 palabras. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
(*) Documentación de presentación obligatoria según anexo de la correspondiente convocatoria. 
 
 
Don/Dña.…………………………………………………………….con NIF……………….….                   
representante legal de la organización solicitante, certifica la veracidad de todos los 
datos obrantes en el presente modelo, y los documentos que lo acompañan. 
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En…………………………a………de……………………..de 20..... 


 
 
 
 


Firma del representante legal: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


SR. MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN 
 


Dirección General de la Industria Alimentaria. 
Paseo de la Infanta Isabel, 1. 28071 – Madrid. 


 


Espacio reservado para la firma electrónica del 
documento. 


 
(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA) 


 





		ANEXO II.2

		PROYECTO DE INTERCOOPERACIÓN

		En…………………………a………de……………………..de 20.....

		SR. MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN
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ANEXO II.3 


PROPUESTA DE ESTUDIO PREVIO A LA REALIZACIÓN DE UN PROCESO 
DE INTEGRACIÓN 


 
I. ENTIDAD SOLICITANTE  


Nombre o razón social entidad solicitante: 
 
 


N.I.F.: 


Tipo de organización: Localidad: C.P.: Provincia: 


 


II. DESCRIPCIÓN DE LA PROPUESTA DE ESTUDIO PREVIO 


El estudio previo a la realización del proceso de integración consiste en: 
 
Máximo 1.000 palabras. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
 
Datos de las entidades afectadas por el estudio previo: 
 
Se incorporará al Estudio Previo a la realización del proceso de integración (en adelante, 
EP) el (*) Anexo II.a Relación de Entidades, donde se incluirán tanto las entidades que 
forman parte o ya están integradas en alguna de las entidades participantes en el 
estudio previo objeto de la subvención, es decir, con anterioridad al mismo, como las 
entidades que participarían en dicho proceso, es decir, las entidades solicitantes y 
promotoras. 
 
(*) Documentación de presentación obligatoria según anexo de la correspondiente convocatoria. 
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III. MIEMBROS DEL CONSEJO DE DIRECCIÓN/RECTOR 
 
Se incluirá cumplimentado el (*) Anexo II.b Miembros del Consejo de 
Dirección/Rector. 
 
 
IV. OBJETIVOS DE LA INTEGRACIÓN EN PROYECTO 
 
Incluir una descripción de los objetivos que se pretenden conseguir con el proceso de 
integración objeto de estudio (por ejemplo, objetivos relacionados con la innovación en 
los procesos de producción y comercialización, con la concentración de los procesos de 
producción y comercialización, con la gestión general, etc.). 
 
Máximo 1.000 palabras. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
 
V. SUBVENCIÓN SOLICITADA Y PRESUPUESTO TOTAL ESTIMADO PARA LA 
ACTUACIÓN, DESGLOSADO POR CONCEPTOS DE GASTO 
 
Se debe incluir el presupuesto total estimado para la actuación, desglosado por 
conceptos de gasto, según (*) Anexo II.d Presupuesto. 
 
 
 
 
(*) Documentación de presentación obligatoria según anexo de la correspondiente convocatoria. 
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Don/Dña.…………………………………………………………….con NIF……………….….                   
representante legal de la organización solicitante, certifica la veracidad de todos los 
datos obrantes en el presente modelo, y los documentos que lo acompañan. 
 
 
 


 
 


En…………………………a………de……………………..de 20..... 
 
 
 
 


Firma del representante legal: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


SR. MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN 
 


Dirección General de la Industria Alimentaria. 
Paseo de la Infanta Isabel, 1. 28071 – Madrid. 


 


Espacio reservado para la firma electrónica del 
documento. 


 
(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA) 


 





		ANEXO II.3

		En…………………………a………de……………………..de 20.....

		SR. MINISTRO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN






Nº


¿FORMA PARTE DE LAS 
ENTIDADES 


PARTICIPANTES EN EL 
MOMENTO DE LA 


SOLICITUD?


NIF NOMBRE ENTIDAD/RAZÓN SOCIAL
NATURALEZA 


JURÍDICA2
FECHA DE 


INTEGRACIÓN
ÁMBITO TERRITORIAL (CCAA) Nº SOCIOS


VOLUMEN DE 
NEGOCIO3 


(€)


SECTOR/ES DE 
ACTIVIDAD


ENTIDAD PROMOTORA
(SI/NO)


1


2


3


4


5


6


7


8


9


10


… 4


Firma del representante legal:


En …………………………a………de……………………..de 20.....


( 1 )  En este documento se incluirán, en el caso de los planes de integración y las propuestas de estudios previos a un proceso de integración, tanto las entidades que forman parte o ya están integradas en alguna de las entidades participantes en el proceso de fusión o integración objeto de la subvención, es decir, con 
anterioridad al mismo, como las entidades que participan en dicho proceso, es decir, las entidades solicitantes y promotoras. En el caso de los proyectos de intercooperación se incluirán las entidades que formarán parte del acuerdo intercooperativo


( 2 ) Cooperativa agroalimentaria, Cooperativa agroalimentaria de segundo grado, Grupo cooperativo de carácter agroalimentario, Sociedad Agraria de Transformación o Entidad mercantil.


ANEXO II.a
RELACIÓN DE ENTIDADES SOLICITANTES Y PARTICIPANTES EN LA INTEGRACIÓN / ACUERDO INTERCOOPERATIVO / ESTUDIO PREVIO A INTEGRACIÓN 1


( 4 ) Se añadirán a continuación tantas filas como entidades haya.


( 3 ) Referido al último ejercicio económico cerrado.


Espacio  reservado para la firma electrónica del documento.


(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA)





		ANEXO II.a_ENTIDADES 






N.I.F.:


Nº NOMBRE Y APELLIDOS CARGO N.I.F < 41 AÑOS SEXO CUALIFICACIÓN PROFESIONAL1 FORMACIÓN2


1


2


3


4


5


6


7


8


9


10


11


12


13


14


15


… 3


( 2 ) Conforme al punto 3º del apartado 1.g del artículo 9 del R.D. 1009/2015.
( 3 ) Se añadirán a continuación tantas filas como miembros haya.


MENORES 41 AÑOS #¡DIV/0! #¡DIV/0!


TITULADOS UNIVERSITARIOS #¡DIV/0! #¡DIV/0!


III. PORCENTAJES COMPOSICIÓN CONSEJO DE DIRECCIÓN/RECTOR DE LA ENTIDAD


ANEXO II.b
MIEMBROS DEL CONSEJO DE DIRECCIÓN/RECTOR DE LA ENTIDAD SOLICITANTE


NOMBRE O RAZÓN SOCIAL:
DOMICILIO:


( 1 ) Se entenderá por "Titulado universitario" aquella persona que en el momento de la solicitud esté en posesión de un Título de Doctor, Licenciado, Diplomado, Ingeniero o Ingeniero Técnico, Arquitecto o Arquitecto Técnico o 
equivalentes.


I. DATOS DE LA ENTIDAD QUE SOLICITA LA SUBVENCIÓN


II. MIEMBROS DEL CONSEJO DE DIRECCIÓN/RECTOR DE LA ENTIDAD


MUJERES


Firma del representante legal:


En …………………………a………de……………………..de 20.....


FORMACIÓN (art. 9.1.f.3º RD 1009/2015)


Espacio reservado para la firma electrónica del 
documento.


(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA)








 


Nº Nombre y Apellidos Tipo de contrato
Antigüedad 


(años)


¿Contratado 
específicamente 


para el proceso de 
integración / 


acuerdo 
intercooperativo?


Categoría o cualificación 
profesional


Retribución anual 
bruta total (€)


Seguridad Social anual 
a cargo de la Empresa 


(€)


Total gastos anuales 
de personal (€)


Gastos anuales de 
personal dedicados al 


proceso de integración 
/ acuerdo 


intercooperativo (€)


% de dedicación al 
proceso de integración 


/ acuerdo 
intercooperativo


Nº de horas totales 
dedicadas al proceso de 


integración / acuerdo 
intercooperativo


1


2


3


4


5


6


7


8


9


10


… 2


TOTAL 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00


En …………………………a………de……………………..de 20.....


Firma del representante legal:


ANEXO II.c
PERSONAL


(1) Este documento solo aplica en los casos de planes de integración y proyectos de intercooperación.


(2) Se añadirán a continuación tantas filas como sea necesario.


Espacio reservado para la firma electrónica del documento.


(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA)
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CONCEPTOS DE GASTO
Gastos previstos Sin IVA


(€)
Subvención solicitada


(€)


1. GASTOS DE INTEGRACIÓN / ACUERDO INTERCOOPERATIVO / ESTUDIO PREVIO A INTEGRACIÓN 1  (máximo 
subvencionable 50.000 €)
1.1. Constitución


1.1.1. (…)


1.2. Auditoría


1.2.1. (…)


1.3. Asesoramiento de socios, rectores y técnicos


1.3.1. (…)


1.4. Estudios de prospectiva, viabilidad, comercialización y financiación


1.4.1. (…)


1.5. Otros gastos de integración


1.5.1. (…)


2. GASTOS DE GESTIÓN 2


2.1. Gastos de alquiler de equipos informáticos y de adquisición y desarrollo de programas informáticos (máximo 
subvencionable 25 %, sobre gastos de gestión elegibles)
2.1.1. (…)


2.2. Alquiler de locales, vehículos o equipamiento


2.2.1. (…)


2.3. Personal (máximo subvencionable 60 %, sobre gastos de gestión elegibles)


2.3.1. Retribuciones


2.3.2. Formación
2.4. Colaboraciones externas como asistencia técnica, gastos externos de consultoría, asesoramiento jurídico y fiscal, 
desarrollo de tutorías y servicios relacionados con los proyectos.
2.4.1. (…)


2.5. Dietas y gastos de viaje (máximo subvencionable 30%, sobre gastos elegibles actuación)


2.5.1. (…)


2.6 Otros gastos de gestión y administración (máximo subvencionable 10%, sobre gastos elegibles actuación)


2.6.1. (…)


3. OTROS GASTOS SUBVENCIONABLES


3.1. Edición de publicaciones, folletos y carteles (máximo subvencionable 20 %, sobre gastos elegibles actuación) 3


3.2. Auditoría cuenta justificativa (máximo subvencionable 4%, sobre gastos elegibles actuación)


IMPORTE TOTAL


(2) No aplica en el caso de las propuestas de estudios previos a procesos de integración.
(3) Solamente aplica en el caso de los planes de integración.


ANEXO II.d
PRESUPUESTO 


En …………………………a………de……………………..de 20.....


Firma del representante legal:


(1)En el caso de los estudios previos a procesos de integración, solamente son subvencionables gastos de auditoría, consultoría y 
estudios de prospectiva, viabilidad, comercialización y financiación.


Espacio reservado para la firma electrónica del 
documento.


(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA 
FIRMA)





		ANEXO II.d_PRESUPUESTO






 


 
 


 
ANEXO III 


 
DECLARACIÓN RESPONSABLE DE LA ENTIDAD EN RELACIÓN A LAS AYUDAS RECIBIDAS 


 
Don / Dña.………………………………….…..………..…………………… con NIF……………….…….…………, representante legal de la entidad 
solicitante…………………..…………………………con NIF……………………, certifica la veracidad de todos los datos obrantes en la presente solicitud, y 
declara que la entidad (marque la opción que corresponda): 
 
 No ha recibido otras subvenciones o ayudas para la misma finalidad, procedentes de otras Administraciones Públicas, entes públicos adscritos o 
dependientes de la misma tanto nacionales como internacionales y de otras personas físicas o jurídicas de naturaleza privada. 
 
 Ha recibido1 otras subvenciones o ayudas para la misma finalidad, procedentes de otras Administraciones Públicas, entes públicos adscritos o 
dependientes de la misma tanto nacionales como internacionales y de otras personas físicas o jurídicas de naturaleza privada. 
 
 No ha recibido ninguna ayuda bajo el régimen de minimis durante los tres últimos años fiscales (el año en curso se considera como el año fiscal 
actual y los años precedentes, los otros dos años fiscales). 
 
 Ha recibido2 ayuda bajo el régimen de minimis durante los tres últimos años fiscales (el año en curso se considera como el año fiscal actual y 
los años precedentes, los otros dos años fiscales): 
 


Convocatoria de ayuda Organismo que ha concedido la 
ayuda  


Importe de la subvención 
concedida (en €) 


Fecha de concesión de la 
subvención 


    
    
    


TOTAL   
 


En…………………………a……………..de……………………..de 20.... 
 


Firma del representante legal: 
 
 


                                                           
(1) En caso de marcar esta opción, completar la tabla. 
(2) En caso de marcar esta opción, completar la tabla. 


 
Espacio reservado para la firma electrónica del 


documento. 
 


(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA) 
 








 


 
 


 
 


 
MODELO 01 


COMPROMISO DE SEPARACIÓN DE ACTIVIDADES 
 
 
Don / Doña.………………………………………..……………………con NIF………………………………, en calidad de representante de la 
entidad solicitante……………………..…………………………con NIF………………, declara que: 
 
 opera en el sector de la producción primaria de productos agrícolas y también en el sector de la transformación y comercialización de 
productos agrícolas y se compromete a establecer una separación de las actividades llevadas a cabo entre dichos sectores o claramente 
entre sus costes, de tal manera que las actividades relativas al sector de la producción primaria de productos agrícolas no se beneficien de 
las ayudas concedidas. 
 
 opera en el sector de la transformación y comercialización de productos agrícolas y ha recibido ayudas que se determinan en función 
del precio o de la cantidad de productos de ese tipo adquiridos a productores primarios o comercializados por las empresas interesadas y/o 
supeditadas a que una parte o la totalidad de la ayuda se repercuta a productores primarios y se compromete a establecer una separación 
de las actividades llevadas a cabo entre dichos sectores o claramente entre sus costes. 
 
 no se dan ninguna de las opciones anteriores. 
 
 


En …………………………a……………..de……………………..de 20.... 
 
 
 
 


Firma del representante legal:  
Espacio reservado para la firma electrónica del 


documento. 
 


(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA) 
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ANEXO IV 
DOCUMENTACIÓN RELATIVA A LA CUENTA JUSTIFICATIVA 


 
Don/Doña………………………………..…………...…...……….. con NIF………..……………, 
en representación de…………………………………………………………………..…………… 
con NIF……………..…, presenta la documentación relativa a la cuenta justificativa de la 
subvención concedida: 
 


• Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de la finalidad para la que se 
concedió la subvención, que incluya los siguientes puntos: 
 
a. En caso de haber llevado a cabo un plan de integración o un acuerdo 


intercooperativo: 
o Descripción del contenido y resultado del proceso. 
o Modificaciones, en su caso. 
o Localización territorial del proceso. 
o Objetivos alcanzados. 
o Desviaciones respecto de los objetivos previstos. 
o Conclusiones. 
o Un ejemplar de toda la documentación editada, en su caso. 


 
b. En caso de haber llevado a cabo un estudio previo a un proceso de integración: 


o Memoria y otra documentación generada en la realización del estudio, firmada 
electrónicamente por la persona o representante de la entidad encargada de 
llevarlo a cabo. 


o Modificaciones, en su caso. 
o Conclusiones. 


 
• Memoria económica justificativa que contenga: 


o Resumen económico con una relación clasificada de los gastos realizados al 
ejecutar las actuaciones, clasificados según los conceptos que figuran en el 
presupuesto presentado con la solicitud de la subvención. 


o Obtención de otra financiación, en su caso, según modelo de la 
correspondiente convocatoria ((*) Anexo III Declaración de ayudas recibidas). 


o Informe auditor de la revisión de la cuenta justificativa de subvenciones. 
 


• En el caso de los planes de integración y acuerdos intercooperativos, documentación 
acreditativa del cumplimiento del proceso, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
16.2 del RD 1009/2015, de 6 de noviembre. 


 
El/la abajo firmante autoriza al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación para el uso 
y tratamiento de los datos de carácter personal que constan en la documentación 
presentada y en esta solicitud, a los efectos del inequívoco consentimiento previsto en el 
artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales y disposiciones concordantes. 
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Igualmente, autoriza al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a recabar de la 
Agencia Tributaria y de la Tesorería General de la Seguridad Social información relativa al 
cumplimiento de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social: 
 
Consulta inexistencia de deudas con Agencia Tributaria: SÍ ☐ NO ☐ 
Consulta inexistencia de deudas con Tesorería General de la Seguridad Social: SÍ ☐ NO ☐ 


 
En caso negativo, el solicitante deberá aportar: 
 
- Certificados de la Agencia Tributaria y la Tesorería General de la Seguridad Social de 
estar al corriente de pago. 
 
 
A efectos del cumplimiento del artículo 25 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, el abajo firmante certifica que la entidad declara que la entidad no es 
deudora por resolución de procedencia de reintegro de subvenciones, que dispone de la 
documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando 
le sea requerida y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores 
obligaciones durante el periodo de tiempo correspondiente hasta el pago de las ayudas. 
 
 


En…………………………a………de……………………..de 20..... 
 


Firma del representante legal: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


SR. DIRECTOR GENERAL DE LA INDUSTRIA ALIMENTARIA 
 


Protección de datos personales 
 
El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación mantiene un compromiso de cumplimiento de la legislación vigente 
en materia de tratamiento de datos personales y seguridad de la información con el objeto de garantizar que la 
recogida y tratamiento de los datos facilitados se realiza conforme al Reglamento (UE) 2016/679 General de 
Protección de Datos (RGPD) y de la normativa nacional vigente en la materia. Por este motivo, le ofrecemos a 
continuación información sobre la política de protección de datos aplicada al tratamiento de los datos de carácter 
personal derivado del procedimiento de subvenciones para el fomento de la integración de entidades asociativas 
agroalimentarias de ámbito supraautonómico: 
 
1. Responsable del tratamiento: Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.  
 


Espacio reservado para la firma electrónica del 
documento. 


 
(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA) 
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Dirección General de la Industria Alimentaria-Subdirección General de Fomento Industrial y Asociativo 
Agroalimentario  
P.º Infanta Isabel, 1. 28071 Madrid  
Teléfono: 91 3475346  
Correo: sgcca@mapa.es  
Delegado de Protección de datos: bzn-DPD@mapa.es  


 
2. Finalidad del tratamiento: Los datos personales incorporados serán utilizados exclusivamente para la 


tramitación del procedimiento de subvenciones para el fomento de la integración de entidades asociativas 
agroalimentarias de ámbito supraautonómico y se conservarán mientras la legislación aplicable obligue a su 
conservación (Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español). 
  


3. Legitimación del tratamiento: el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en 
interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 


 
4. Destinatarios de los datos: no están previstas cesiones de datos ni transferencias internacionales de datos.  


 
5. Derechos sobre el tratamiento de datos: conforme a lo previsto en el RGPD y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 


de diciembre, podrá solicitar al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a través de su sede electrónica 
(https://sede.mapa.gob.es/portal/site/seMAPA), el acceso, rectificación y supresión de sus datos personales, la 
limitación y oposición al tratamiento de sus datos y a no ser objeto de decisiones automatizadas. Asimismo, si 
considera vulnerados sus derechos, podrá presentar una reclamación de tutela ante la Agencia Española de 
Protección de Datos:  
https://sedeagpd.gob.es/sede-electronica-web/vistas/formNuevaReclamacion/limeSurvey.jsf 


 



mailto:sgcca@mapa.es

mailto:bzn-DPD@mapa.es

https://sedeagpd.gob.es/sede-electronica-web/vistas/formNuevaReclamacion/limeSurvey.jsf



		En…………………………a………de……………………..de 20.....

		Sr. Director General de la INDUSTRIA Alimentaria






CONCEPTOS DE GASTO


1. GASTOS GENERADOS POR LA INTEGRACIÓN / ACUERDO INTERCOOPERATIVO / ESTUDIO 
PREVIO A INTEGRACIÓN 1


Importe 
subvencionado


Proveedor NIF Proveedor
Nº Factura / 


Documento de 
gasto


Fecha Factura / 
Documento de 


gasto
Importe SIN IVA Importe Total


Nº Documento de 
pago


Forma de pago Entidad Fecha Pago Importe del pago
% Destinado 
subvención


Importe 
destinado 
subvención


1.1. Constitución
1.1.1. (…)
1.2. Auditoría
1.2.1. (…)
1.3. Asesoramiento de socios, rectores y técnicos
1.3.1. (…)
1.4. Estudios de prospectiva, viabilidad, comercialización y financiación
1.4.1. (…)
1.5. Otros gastos de integración
1.5.1. (…)


2. GASTOS DE GESTIÓN 2 Importe 
subvencionado


Proveedor NIF Proveedor
Nº Factura / 


Documento de 
gasto


Fecha Factura / 
Documento de 


gasto
Importe SIN IVA Importe Total


Nº Documento de 
pago


Forma de pago Entidad Fecha Pago Importe del pago
% Destinado 
subvención


Importe 
destinado 
subvención


OBSERVACIONES


2.1. Gastos de alquiler de equipos informáticos y de adquisición y desarrollo de programas 
informáticos (máximo subvencionable 25 %, sobre gastos de gestión elegibles)


2.1.1. (…)
2.2. Alquiler de locales, vehículos o equipamiento
2.2.1. (…)
2.3. Personal (máximo subvencionable 60 %, sobre gastos de gestión elegibles)
2.3.1. Retribuciones
2.3.2. Formación
2.4. Colaboraciones externas como asistencia técnica, gastos externos de consultoría, 
asesoramiento jurídico y fiscal, desarrollo de tutorías y servicios relacionados con los 
proyectos
2.4.1. (…)


2.5. Dietas y gastos de viaje (máximo subvencionable 30 %, sobre gastos elegibles actuación)


2.5.1. (…)
2.6 Otros gastos de gestión y administración (máximo subvencionable 10 %, sobre gastos 
elegibles actuación)
2.6.1. (…)


3. OTROS GASTOS SUBVENCIONABLES
Importe 


subvencionado
Proveedor NIF Proveedor


Nº Factura / 
Documento de 


gasto


Fecha Factura / 
Documento de 


gasto
Importe SIN IVA Importe Total


Nº Documento de 
pago


Forma de pago Entidad Fecha Pago Importe del pago
% Destinado 
subvención


Importe 
destinado 
subvención


OBSERVACIONES


3.1. Edición de publicaciones, folletos y carteles (máximo subvencionable 20 %, sobre gastos 
elegibles actuación) 3


3.2. Auditoría cuenta justificativa (máximo subvencionable 4 %, sobre gastos elegibles 
actuación)


(2) No aplica en el caso de las propuestas de estudios previos a procesos de integración.
(3) Solamente aplica en el caso de los planes de integración.


Firma del representante legal:


OBSERVACIONES


MODELO 02
RELACIÓN CLASIFICADA DE GASTOS


JUSTIFICANTE DEL GASTO JUSTIFICANTE DEL PAGO


En …………………………a………de……………………..de 20.....
(1)En el caso de los estudios previos a procesos de integración, solamente son subvencionables gastos 
de auditoría, consultoría y estudios de prospectiva, viabilidad, comercialización y financiación.


Espacio  reservado para la firma electrónica del 
documento.


(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA)








Orden EHA/1434/2007, de 17 de mayo, por la que se aprueba la 
norma de actuación de los auditores de cuentas en la realización de 
los trabajos de revisión de cuentas justificativas de subvenciones, en 
el ámbito del sector público estatal, previstos en el artículo 74 del 
Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de 


julio.


Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 125, de 25 de mayo de 2007


Referencia: BOE-A-2007-10485


TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: sin modificaciones


El artículo 74 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, regula, entre las 
distintas modalidades de justificación por el beneficiario del cumplimiento de las condiciones 
impuestas y de la consecución de los objetivos previstos en el acto de concesión de la 
subvención, la cuenta justificativa con aportación de informe de auditor. A través de esta 
fórmula novedosa de justificación, las bases reguladoras de la subvención pueden prever 
una reducción de la información a incorporar en la memoria económica a que se refiere el 
apartado 2 del artículo 72 de este Reglamento siempre que:


a) La cuenta justificativa vaya acompañada de un informe de un auditor de cuentas 
inscrito como ejerciente en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas dependiente del 
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.


b) El auditor de cuentas lleve a cabo la revisión de la cuenta justificativa con el alcance 
que se determine en las bases reguladoras de la subvención y con sujeción a las normas de 
actuación y supervisión que, en su caso, proponga el órgano que tenga atribuidas las 
competencias de control financiero de subvenciones en el ámbito de la administración 
pública concedente.


c) La cuenta justificativa incorpore, además de la memoria de actuaciones a que se 
refiere el apartado 1 del artículo 72 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, una 
memoria económica abreviada.


Al amparo de la previsión contenida en la letra b) del anterior apartado, esta Orden tiene 
por objeto la aprobación de las normas de actuación del ejercicio de esta actividad, en el 
marco del sector público estatal, para lo cual la Intervención General de la Administración del 
Estado ha elaborado y propuesto las bases, metodología y reglas que deben regir la 
actuación del auditor de cuentas, delimitando el alcance de los trabajos y determinando el 
contenido del informe resultante de la revisión realizada.


El trabajo del auditor se circunscribe a realizar las comprobaciones que se establecen en 
la Norma, con la finalidad de emitir un informe que ayude al órgano concedente de la 
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subvención en la tarea de comprobación de la adecuada justificación, recogiendo aquellos 
hechos o excepciones que pudieran suponer un incumplimiento por parte del beneficiario de 
la normativa aplicable o de las condiciones impuestas para la percepción de la subvención.


El auditor queda sujeto, en su relación de sujeción especial con la Administración, al 
cumplimiento estricto de la presente Norma y, subsidiariamente, se extiende la aplicabilidad 
a estos profesionales de las reglas y principios que sobre independencia, incompatibilidad, 
diligencia profesional, secreto profesional, honorarios y papeles de trabajo, están contenidos 
en la legislación vigente sobre auditoría de cuentas.


Respecto a los procedimientos de actuación, sobre la base de la normativa reguladora 
de la subvención, el auditor deberá requerir la cuenta justificativa en los términos y con el 
alcance previsto en el artículo 74 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, a 
partir de la cual iniciará las actuaciones de revisión específicas tanto sobre la memoria de 
actuación como sobre la memoria económica abreviada. La revisión de la memoria 
económica abreviada, con la extensión con la que se proyecta en esta Orden, será verificar 
que se cumplen los requisitos de subvencionalidad generales establecidos en la Ley General 
de Subvenciones, y su reglamento general de desarrollo, así como las condiciones y reglas 
singulares de elegibilidad que dimanen específicamente de la normativa reguladora de cada 
subvención.


En otro orden de cuestiones, la Norma contiene unas previsiones sobre el contenido 
mínimo del contrato que han de suscribir el auditor y el beneficiario de la subvención, en el 
que, entre otros extremos, ha de incluirse una cláusula de confidencialidad, con los límites y 
excepciones que en todo caso se prevén en la presente Orden.


Finalmente, y una vez reguladas las condiciones materiales para la documentación 
acreditativa del trabajo realizado, la Norma concluye con la previsión del contenido mínimo 
que ha de tener el informe, adjuntando además un modelo, a fin de normalizar la estructura y 
el formato del mismo.


En su virtud, dispongo:


Artículo único.  Aprobación de la Norma de actuación.


Se aprueba la Norma de actuación de los auditores de cuentas en la realización de los 
trabajos de revisión de cuentas justificativas de subvenciones en el ámbito del sector público 
estatal, previstos en el artículo 74 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, que se 
inserta a continuación como Anexo.


Disposición final primera.  Habilitación al Interventor General de la Administración del 
Estado.


Se autoriza al Interventor General de la Administración del Estado a dictar cuantas 
instrucciones y resoluciones sean precisas en todas aquellas cuestiones que se susciten en 
relación a la interpretación y aplicación práctica de esta Orden.


Disposición final segunda.  Entrada en vigor.


La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».


Madrid, 17 de mayo de 2007.-El Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de 
Economía y Hacienda, Pedro Solbes Mira.


ANEXO


Norma de actuación de los auditores de cuentas en la realización de los 
trabajos de revisión de cuentas justificativas de subvenciones en el ámbito del 
sector público estatal, previstos en el artículo 74 del Reglamento de la Ley 
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38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado mediante 
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio


Artículo 1.  Objeto de la norma.


El objeto de la norma es regular las actuaciones profesionales del auditor de cuentas que 
tengan por finalidad la emisión del informe a que hace referencia el artículo 74, apartado 1, 
del Reglamento que desarrolla la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.


La presente Norma establece las bases que han de regir la actuación del auditor, 
concreta el alcance de los trabajos a realizar y el contenido del informe a emitir una vez 
finalizada la revisión.


Artículo 2.  Principios que han de regir en la actuación del Auditor.


1. El beneficiario de la subvención tiene la obligación de preparar la cuenta justificativa y 
de presentarla, junto con el informe del auditor, ante el órgano concedente de la subvención 
de acuerdo con lo dispuesto en legislación vigente. La forma de la cuenta justificativa y el 
plazo de rendición vendrán determinados en las bases reguladoras de la subvención


2. La responsabilidad del auditor se circunscribe a realizar su trabajo de acuerdo con el 
contenido de la presente Orden Ministerial, llevando a cabo los procedimientos establecidos 
en esta Norma y, en su caso, en las bases reguladoras, en la convocatoria o en la resolución 
de concesión de la subvención. Como resultado de su trabajo el auditor emitirá un informe 
en el que se detallarán las comprobaciones realizadas y se comentarán todos aquellos 
hechos o excepciones que pudieran suponer un incumplimiento por parte del beneficiario de 
la normativa aplicable o de las condiciones impuestas para la percepción de la subvención, 
debiendo proporcionar la información con el suficiente detalle y precisión para que el órgano 
gestor pueda concluir al respecto.


3. El auditor quedará sometido a la presente Norma y, subsidiariamente, a lo previsto en 
la normativa vigente de auditoría de cuentas en materia de independencia e 
incompatibilidades, diligencia profesional, secreto profesional, honorarios y papeles de 
trabajo.


Artículo 3.  Procedimientos que el auditor deberá aplicar.


Para emitir el informe, el auditor deberá comprobar la adecuación de la cuenta 
justificativa de la subvención presentada por el beneficiario, mediante la realización de los 
siguientes procedimientos:


1. Procedimientos de carácter general:
a) Comprensión de las obligaciones impuestas al beneficiario. El auditor analizará la 


normativa reguladora de la subvención así como la convocatoria y la resolución de 
concesión y cuanta documentación establezca las obligaciones impuestas al beneficiario de 
la subvención y al auditor respecto a la revisión a realizar.


b) Solicitud de la cuenta justificativa. El auditor deberá requerir la cuenta justificativa y 
asegurarse que contiene todos los elementos señalados en el artículo 74 del Reglamento de 
la Ley General de Subvenciones y, en especial, los establecidos en las bases reguladoras de 
la subvención y en la convocatoria. Además, deberá comprobar que ha sido suscrita por una 
persona con poderes suficientes para ello.


c) Informe de auditoría y comunicación con el auditor de cuentas. Cuando la entidad 
haya sido auditada por un auditor distinto al nombrado para revisar la cuenta justificativa de 
la subvención, obtendrá el informe de auditoría con objeto de conocer si existe alguna 
salvedad en dicho informe que pudiera condicionar su trabajo de revisión. Asimismo, 
comunicará el encargo al auditor de cuentas de la sociedad, solicitando del mismo cualquier 
información de que disponga y que pudiera condicionar o limitar la labor de revisión de la 
cuenta justificativa. Dicha solicitud de información se llevará a cabo previa autorización de la 
entidad beneficiaria de la subvención al auditor de cuentas de la sociedad para facilitarla.


2. Procedimientos específicos relativos a la cuenta justificativa:
a) Revisión de la Memoria de actuación. El auditor deberá analizar el contenido de la 


memoria de actuación y estar alerta, a lo largo de su trabajo, ante la posible falta de 
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concordancia entre la información contenida en esta memoria y los documentos que hayan 
servido de base para realizar la revisión de la justificación económica.


Cuando así se establezca en las bases reguladoras de la subvención, en la convocatoria 
o en la resolución de concesión, el auditor llevará a cabo la comprobación de la efectiva 
realización por el beneficiario de las actividades subvencionadas. Los procedimientos para 
comprobar estos extremos deberán concretarse en las citadas bases, en la convocatoria o 
en resolución y harán referencia a la inspección física de elementos tangibles, a la revisión 
de datos objetivamente contrastables o a la existencia de algún tipo de soporte documental.


En estos casos, las citadas bases, convocatoria o resolución podrán prever la solicitud al 
beneficiario de la subvención de la contratación de un experto independiente, a cuyo efecto 
el auditor de cuentas deberá aplicar lo previsto en los apartados 4.1, 4.2, 4.3, 6.2 y 6.3 de la 
Norma Técnica de Auditoría sobre utilización del trabajo de expertos independientes por 
auditores de cuentas, publicada por Resolución del Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas de 20 de diciembre de 1996.


Los procedimientos realizados así como los resultados obtenidos de la aplicación de los 
mismos, deberán mencionarse en el informe.


b) Revisión de la Memoria económica abreviada. Esta revisión abarcará la totalidad de 
los gastos incurridos en la realización de las actividades subvencionadas, salvo que las 
bases reguladoras o la convocatoria prevean otra cosa, y consistirá en comprobar los 
siguientes extremos:


1.º Que la información económica contenida en la Memoria está soportada por una 
relación clasificada de los gastos e inversiones de la actividad subvencionada, con 
identificación del acreedor y del documento -factura o documento admisible según la 
normativa de la subvención-, su importe, fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago.


2.º Que la entidad dispone de documentos originales acreditativos de los gastos 
justificados, conforme a lo previsto en el artículo 30.3 de la Ley General de Subvenciones y 
de su pago y que dichos documentos han sido reflejados en los registros contables.


3.º Que los gastos e inversiones que integran la relación cumplen los requisitos para 
tener la consideración de gasto subvencionable, conforme a lo establecido en el artículo 31 
de la Ley General de Subvenciones.


4.º Cuando se hayan imputado costes indirectos siguiendo lo previsto en el artículo 83.3 
del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, el auditor comprobará que su cuantía 
no supera aquella que resulte de aplicar al coste total la fracción que establezcan las bases 
reguladoras de la subvención. Si los costes indirectos imputados responden a un sistema de 
reparto, el auditor solicitará del beneficiario una declaración respecto de su naturaleza, 
cuantía y criterios de reparto que se anexará al informe. Sobre la base de esta información 
se evaluará la adecuación de esta imputación. También se comprobará que su importe se 
encuentra desglosado adecuadamente en la cuenta justificativa.


5.º Que la entidad dispone de ofertas de diferentes proveedores, en los supuestos 
previstos en el artículo 31.3 de la Ley General de Subvenciones, y de una memoria que 
justifique razonablemente la elección del proveedor, en aquellos casos en que no haya 
recaído en la propuesta económica más ventajosa.


6.º Que se han clasificado correctamente, de acuerdo con el contenido de las bases 
reguladoras, los gastos e inversiones en la Memoria económica, especialmente en aquellos 
casos en que el beneficiario se haya comprometido a una concreta distribución de los 
mismos.


7.º Cuando la normativa reguladora de la subvención permita al beneficiario la 
subcontratación, total o parcial, con terceros de la actividad subvencionada en los términos 
previstos en el artículo 29 de la Ley General de Subvenciones, el auditor solicitará del 
beneficiario una declaración de las actividades subcontratas, con indicación de los 
subcontratistas e importes facturados. Dicha declaración incluirá una manifestación del 
beneficiario respecto de las situaciones previstas en los apartados 4 y 7 de dicho artículo. De 
no estar permitida la subcontratación, la declaración del beneficiario contendrá una 
manifestación de no encontrarse incurso en el incumplimiento de esta prohibición.


El auditor deberá tener presente a lo largo de su revisión la información contenida en 
esta declaración, con objeto de comprobar su concordancia con el resto de información o 
documentación utilizada por el auditor para la ejecución de los procedimientos contemplados 
en esta norma.
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8.º Que se produce la necesaria coherencia entre los gastos e inversiones justificados y 
la naturaleza de las actividades subvencionadas.


c) Solicitud al beneficiario de una declaración relativa a la financiación de la actividad 
subvencionada. El auditor solicitará de la entidad beneficiaria una declaración conteniendo la 
relación detallada de otros recursos o subvenciones que hayan financiado la actividad 
subvencionada, con indicación de su importe y procedencia. Sobre la base de esta 
información y de las condiciones impuestas al beneficiario para la percepción de la 
subvención objeto de revisión, el auditor analizará la concurrencia de subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones 
o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos 
internacionales, a efectos de determinar la posible incompatibilidad y, en su caso, el exceso 
de financiación.


d) Revisión del certificado de tasación de bienes inmuebles. En el caso de que la 
subvención haya sido destinada a la adquisición de bienes inmuebles, el auditor revisará el 
certificado del tasador independiente conforme a lo previsto en el artículo 30.5 de la Ley 
General de Subvenciones. A estos efectos el auditor deberá aplicar lo previsto en los 
apartados 4.1, 4.2, 4.3, 6.2 y 6.3 de la Norma Técnica de Auditoría sobre utilización del 
trabajo de expertos independientes por auditores de cuentas, publicada por Resolución del 
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas de 20 de diciembre de 1996.


e) Comprobación de la carta de reintegro de remanentes. En el supuesto de que exista 
remanente de subvención no aplicada, el auditor comprobará la carta de reintegro al órgano 
concedente de dicho remanente así como de los intereses derivados del mismo y la 
correspondiente anotación contable.


f) Otros procedimientos. Además, el auditor deberá llevar a cabo aquellos otros 
procedimientos adicionales que, se exijan en las bases reguladoras de la subvención, en la 
convocatoria o en la resolución de concesión.


g) Carta de manifestaciones. Al término de su trabajo el auditor solicitará a la entidad 
beneficiaria una carta, firmada por la persona que suscribió la cuenta justificativa, en la que 
se indicará que se ha informado al auditor acerca de todas las circunstancias que puedan 
afectar a la correcta percepción, aplicación y justificación de la subvención. También se 
incluirán las manifestaciones que sean relevantes y que sirvan de evidencia adicional al 
auditor sobre los procedimientos realizados.


Artículo 4.  Contrato a suscribir entre el auditor y el beneficiario de la subvención.


Cuando el auditor de cuentas sea requerido por la entidad beneficiaria para la revisión de 
la cuenta justificativa, conforme a lo previsto en los apartados 2 y 3 del artículo 74 del 
Reglamento de la Ley General de Subvenciones, dicho encargo se formalizará en un 
contrato a celebrar entre el auditor y la entidad beneficiaria, que contendrá como mínimo los 
siguientes extremos:


1. Obligación de la entidad beneficiaria de confeccionar y facilitar al auditor de cuentas 
los documentos a que se hace referencia en el apartado 2 del artículo 3 de esta norma y, en 
general, de poner a su disposición cuantos libros, registros y documentos le sean solicitados 
para efectuar la revisión.


2. Obligación del auditor de realizar la revisión y emitir un informe de acuerdo con lo 
previsto en esta Norma y, en su caso, en las bases reguladoras de la subvención o en la 
resolución de concesión.


3. Sometimiento a lo dispuesto en la normativa vigente sobre auditoría de cuentas en 
relación con la independencia e incompatibilidades del auditor.


4. Deber de confidencialidad del auditor de cuentas y del personal a su cargo de acuerdo 
con lo establecido en la presente Norma.


5. Compromiso de la entidad beneficiaria de autorizar la comunicación entre auditores 
prevista en el apartado 1.c) del artículo 3 de esta Norma.


6. Planificación temporal de la revisión y plazos de entrega del informe.
7. Honorarios a percibir por el auditor, con indicación de las horas estimadas para la 


realización del trabajo.
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Artículo 5.  Deber de confidencialidad.


El auditor y el personal a su servicio estarán obligados a mantener el secreto de cuanta 
información conozcan en el ejercicio de su revisión, en los términos previstos en la normativa 
vigente en materia de auditoría de cuentas.


Tendrán acceso, en todo caso, a la documentación del auditor referente a la revisión 
realizada, las siguientes personas o entidades:


1. El órgano concedente de la subvención y el que tenga atribuidas las competencias de 
control financiero de subvenciones en el ámbito de la administración pública concedente.


2. Quienes estén autorizados por Ley o resulten designados por resolución judicial.


Artículo 6.  Documentación acreditativa del trabajo realizado.


1. El auditor deberá mantener un archivo de documentación acreditativo del trabajo de 
revisión llevado a cabo y que soporta el informe emitido por él.


Con carácter general, dicha documentación contendrá y se preparará conforme a lo 
previsto en la normativa de auditoría de cuentas respecto de los papeles de trabajo del 
auditor, facilitando la realización del trabajo y permitiendo demostrar que la revisión se ha 
realizado conforme a lo establecido en esta Norma. En particular, dicha información 
contendrá:


a) La documentación a que se hace referencia en el artículo 3 de esta Norma.
b) Los procedimientos aplicados por el auditor.
c) Constancia de la evidencia obtenida por el auditor, con indicación del medio concreto 


utilizado, los aspectos analizados y cuanta información resulte necesaria para identificar el 
documento, registro o, en general, la fuente de información del auditor.


2. El auditor deberá conservar la documentación justificativa del trabajo realizado durante 
un periodo mínimo de ocho años a contar desde la fecha de emisión del informe. 
Transcurrido ese plazo decaerá esta obligación cuando se cumpla alguno de los siguientes 
requisitos:


a) Que el auditor solicite y obtenga del beneficiario confirmación de que ha prescrito el 
derecho de la Administración a exigir el reintegro y no está en curso alguna actuación de 
comprobación o control.


b) Que el auditor haya solicitado del beneficiario la confirmación a que se refiere el 
apartado a) anterior y dicha solicitud no haya sido atendida en el plazo de sesenta días 
naturales.


Artículo 7.  Informe a emitir por el auditor.


Finalizada la revisión el auditor deberá emitir un informe que contendrá los siguientes 
extremos:


1. Identificación del beneficiario y del órgano que haya procedido a la designación del 
auditor.


2. Identificación del órgano gestor de la subvención.
3. Identificación de la subvención percibida, mediante la indicación de la resolución de 


concesión y demás resoluciones posteriores que modifiquen la anterior.
4. Identificación de la cuenta justificativa objeto de la revisión, que se acompañará como 


anexo al informe, informando de la responsabilidad del beneficiario de la subvención en su 
preparación y presentación.


5. Referencia a la aplicación de la presente Norma y del resto de la normativa que regula 
la subvención.


6. Detalle de los procedimientos de revisión llevados a cabo por el auditor y al alcance de 
los mismos, siguiendo lo previsto en el artículo 3. En el caso de que las bases reguladoras, 
la convocatoria o la resolución de la concesión permita la revisión mediante muestreo, se 
indicará el sistema de muestreo empleado, el número de elementos e importe de la muestra 
analizados respecto del total y porcentaje de deficiencias advertido respecto a la muestra 
analizada (también en término de número de elementos y cuantía de los gastos afectados).
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Si por cualquier circunstancia, el auditor no hubiese podido realizar en su totalidad los 
procedimientos previstos en esta Norma, se mencionarán los procedimientos omitidos con 
indicación de su causa.


7. Mención a que el beneficiario facilitó cuanta información le solicitó el auditor para 
realizar el trabajo de revisión. En caso de que el beneficiario no hubiese facilitado la totalidad 
de la información solicitada, se mencionará tal circunstancia con indicación de la información 
omitida.


8. Resultado de las comprobaciones realizadas, mencionando los hechos observados 
que pudieran suponer un incumplimiento por parte del beneficiario de la normativa aplicable 
o de las condiciones impuestas para la percepción de la subvención, debiendo proporcionar 
la información con el suficiente detalle y precisión para que el órgano gestor pueda concluir 
al respecto.


9. Indicación de que este trabajo de revisión no tiene la naturaleza de auditoría de 
cuentas ni se encuentra sometido a la Ley 19/1988 de Auditoría de Cuentas y que no se 
expresa una opinión de auditoría sobre la cuenta justificativa.


10. El informe deberá ser firmado por quien o quienes lo hubieran realizado, con 
indicación de la fecha de emisión.


Modelo de informe de revisión de cuenta justificativa de subvenciones


A. (... identificación del órgano concedente...).
1. A los fines previstos en el artículo 74 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 


noviembre, General de Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de 
julio, hemos (he) sido designados por (... Identificación de la empresa u órgano que realizó la 
designación...) para revisar la cuenta justificativa de la subvención otorgada mediante (... 
indicación de la Resolución o acto en el que se haya acordado la concesión...) a (... 
identificación del beneficiario de la subvención...) y destinada (... breve descripción de la 
actividad subvencionada...).


Una copia de la cuenta justificativa de la subvención, sellada por nosotros (mi) a efectos 
de identificación, se acompaña como anexo al presente informe. La preparación y 
presentación de la citada cuenta justificativa es responsabilidad de (... identificación del 
beneficiario de la subvención...), concretándose nuestra (mi) responsabilidad a la realización 
del trabajo que se menciona en el apartado 2 de este informe.


2. Nuestro (mi) trabajo se ha realizado siguiendo lo dispuesto en las Normas de 
Actuación aprobadas mediante Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de..., en las 
que se fijan los procedimientos que se deben aplicar y el alcance de los mismos, y ha 
consistido en las comprobaciones que de forma resumida se comentan a continuación:


(... se mencionarán las comprobaciones realizadas sobre la base de lo previsto en el 
artículo 3.2 de la norma de actuación...).


Dado que este trabajo, por su naturaleza, no tiene la naturaleza de auditoría de cuentas 
ni se encuentra sometido a la Ley 19/1988, de Auditoría de Cuentas, no expresamos 
(expreso) una opinión de auditoría en los términos previstos en la citada normativa.


3. El beneficiario ha puesto a nuestra (mi) disposición cuanta información le ha sido 
requerida para realización de nuestro trabajo con el alcance establecido en el párrafo 
anterior.


4. Como resultado del trabajo realizado, les informamos que no hemos (he) observado 
hechos o circunstancias que pudieran suponer incumplimientos de la normativa aplicable o 
de las condiciones impuestas a (... identificación del beneficiario de la subvención...) para la 
percepción de la subvención a que se refiere el apartado 1 anterior.


En caso contrario, cuando se detecten hechos relevantes el párrafo a incluir será el 
siguiente:


Como resultado del trabajo realizado, a continuación les informamos de aquellos hechos 
o circunstancias que pudieran suponer incumplimientos de la normativa aplicable o de las 
condiciones impuestas a (... identificación del beneficiario de la subvención...) para la 
percepción de la subvención a que se refiere el apartado 1 anterior:


Fecha:


Firma del auditor:
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e) Una relación detallada de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado la 
actividad subvencionada con indicación del importe y su procedencia.


f) Los tres presupuestos que, en aplicación del artículo 31.3 de la Ley General de 
Subvenciones, deba de haber solicitado el beneficiario.


g) En su caso, la carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no aplicados 
así como de los intereses derivados de los mismos.


3. No obstante lo anterior, cuando por razón del objeto o de la naturaleza de la 
subvención, no fuera preciso presentar la documentación prevista en el apartado anterior, las 
bases reguladoras determinarán el contenido de la cuenta justificativa.


Artículo 73.  Validación y estampillado de justificantes de gasto.


1. Los gastos se justificarán con facturas y demás documentos de valor probatorio 
equivalente en el tráfico jurídico mercantil o con eficacia administrativa, en original o 
fotocopia compulsada, cuando en este último supuesto así se haya establecido en las bases 
reguladoras.


2. En caso de que las bases reguladoras así lo establezcan, los justificantes originales 
presentados se marcarán con una estampilla, indicando en la misma la subvención para 
cuya justificación han sido presentados y si el importe del justificante se imputa total o 
parcialmente a la subvención.


En este último caso se indicará además la cuantía exacta que resulte afectada por la 
subvención.


Subsección 2.ª Cuenta justificativa con aportación de informe de auditor


Artículo 74.  Cuenta justificativa con aportación de informe de auditor.


1. Las bases reguladoras de la subvención podrán prever una reducción de la 
información a incorporar en la memoria económica a que se refiere el apartado 2 del artículo 
72 de este Reglamento siempre que:


a) La cuenta justificativa vaya acompañada de un informe de un auditor de cuentas 
inscrito como ejerciente en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas dependiente del 
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.


b) El auditor de cuentas lleve a cabo la revisión de la cuenta justificativa con el alcance 
que se determine en las bases reguladoras de la subvención y con sujeción a las normas de 
actuación y supervisión que, en su caso, proponga el órgano que tenga atribuidas las 
competencias de control financiero de subvenciones en el ámbito de la administración 
pública concedente.


c) La cuenta justificativa incorpore, además de la memoria de actuaciones a que se 
refiere el apartado 1 del artículo 72 de este Reglamento, una memoria económica abreviada.


2. En aquellos casos en que el beneficiario esté obligado a auditar sus cuentas anuales 
por un auditor sometido a la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, la revisión 
de la cuenta justificativa se llevará a cabo por el mismo auditor, salvo que las bases 
reguladoras prevean el nombramiento de otro auditor.


3. En el supuesto en que el beneficiario no esté obligado a auditar sus cuentas anuales, 
la designación del auditor de cuentas será realizada por él, salvo que las bases reguladoras 
de la subvención prevean su nombramiento por el órgano concedente. El gasto derivado de 
la revisión de la cuenta justificativa podrá tener la condición de gasto subvencionable cuando 
así lo establezcan dichas bases y hasta el límite que en ellas se fije.


4. El beneficiario estará obligado a poner a disposición del auditor de cuentas cuantos 
libros, registros y documentos le sean exigibles en aplicación de lo dispuesto en el apartado 
f) del artículo 14.1 de la Ley General de Subvenciones, así como a conservarlos al objeto de 
las actuaciones de comprobación y control previstas en la Ley.


5. El contenido de la memoria económica abreviada se establecerá en las bases 
reguladoras de la subvención, si bien como mínimo contendrá un estado representativo de 
los gastos incurridos en la realización de las actividades subvencionadas, debidamente 
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agrupados, y, en su caso, las cantidades inicialmente presupuestadas y las desviaciones 
acaecidas.


6. Cuando la subvención tenga por objeto una actividad o proyecto a realizar en el 
extranjero, el régimen previsto en este artículo y en el artículo 80 de este Reglamento se 
entenderá referido a auditores ejercientes en el país donde deba llevarse a cabo la revisión, 
siempre que en dicho país exista un régimen de habilitación para el ejercicio de la profesión 
y, en su caso, sea preceptiva la obligación de someter a auditoría sus estados contables.


De no existir un sistema de habilitación para el ejercicio de la profesión de auditoría de 
cuentas en el citado país, la revisión prevista en este artículo podrá realizarse por un auditor 
establecido en el citado país, siempre que la designación del mismo la lleve a cabo el órgano 
concedente con arreglo a unos criterios técnicos que garantice la adecuada calidad.


Subsección 3.ª Cuenta justificativa simplificada


Artículo 75.  Cuenta justificativa simplificada.


1. A los efectos de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 30 de la Ley, para 
subvenciones concedidas por importe inferior a 60.000 euros, podrá tener carácter de 
documento con validez jurídica para la justificación de la subvención la cuenta justificativa 
regulada en este artículo, siempre que así se haya previsto en las bases reguladoras de la 
subvención.


2. La cuenta justificativa contendrá la siguiente información:


a) Una memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones impuestas 
en la concesión de la subvención, con indicación de las actividades realizadas y de los 
resultados obtenidos.


b) Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la actividad, con identificación 
del acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago. En 
caso de que la subvención se otorgue con arreglo a un presupuesto estimado, se indicarán 
las desviaciones acaecidas.


c) Un detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado la actividad 
subvencionada con indicación del importe y su procedencia.


d) En su caso, carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no aplicados así 
como de los intereses derivados de los mismos.


3. El órgano concedente comprobará, a través de las técnicas de muestreo que se 
acuerden en las bases reguladoras, los justificantes que estime oportunos y que permitan 
obtener evidencia razonable sobre la adecuada aplicación de la subvención, a cuyo fin podrá 
requerir al beneficiario la remisión de los justificantes de gasto seleccionados.


Sección 3.ª De los módulos


Artículo 76.  Ámbito de aplicación de los módulos.


1. Las bases reguladoras de las subvenciones podrán prever el régimen de concesión y 
justificación a través de módulos en aquellos supuestos en que se cumplan los siguientes 
requisitos:


a) Que la actividad subvencionable o los recursos necesarios para su realización sean 
medibles en unidades físicas.


b) Que exista una evidencia o referencia del valor de mercado de la actividad 
subvencionable o, en su caso, del de los recursos a emplear.


c) Que el importe unitario de los módulos, que podrá contener una parte fija y otra 
variable en función del nivel de actividad, se determine sobre la base de un informe técnico 
motivado, en el que se contemplarán las variables técnicas, económicas y financieras que se 
han tenido en cuenta para la determinación del módulo, sobre la base de valores medios de 
mercado estimados para la realización de la actividad o del servicio objeto de la subvención.
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Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno.


Jefatura del Estado
«BOE» núm. 295, de 10 de diciembre de 2013


Referencia: BOE-A-2013-12887


TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 21 de diciembre de 2013


JUAN CARLOS I


REY DE ESPAÑA


A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 


ley:


PREÁMBULO


I


La transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno 
deben ser los ejes fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los 
responsables públicos se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo 
se toman las decisiones que les afectan, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué 
criterios actúan nuestras instituciones podremos hablar del inicio de un proceso en el que los 
poderes públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente y que 
demanda participación de los poderes públicos.


Los países con mayores niveles en materia de transparencia y normas de buen gobierno 
cuentan con instituciones más fuertes, que favorecen el crecimiento económico y el 
desarrollo social. En estos países, los ciudadanos pueden juzgar mejor y con más criterio la 
capacidad de sus responsables públicos y decidir en consecuencia. Permitiendo una mejor 
fiscalización de la actividad pública se contribuye a la necesaria regeneración democrática, 
se promueve la eficiencia y eficacia del Estado y se favorece el crecimiento económico.


La presente Ley tiene un triple alcance: incrementa y refuerza la transparencia en la 
actividad pública –que se articula a través de obligaciones de publicidad activa para todas las 
Administraciones y entidades públicas–, reconoce y garantiza el acceso a la información –
regulado como un derecho de amplio ámbito subjetivo y objetivo– y establece las 
obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos así como las 
consecuencias jurídicas derivadas de su incumplimiento –lo que se convierte en una 
exigencia de responsabilidad para todos los que desarrollan actividades de relevancia 
pública–.
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En estas tres vertientes, la Ley supone un importante avance en la materia y establece 
unos estándares homologables al del resto de democracias consolidadas. En definitiva, 
constituye un paso fundamental y necesario que se verá acompañado en el futuro con el 
impulso y adhesión por parte del Estado tanto a iniciativas multilaterales en este ámbito 
como con la firma de los instrumentos internacionales ya existentes en esta materia.


II


En el ordenamiento jurídico español ya existen normas sectoriales que contienen 
obligaciones concretas de publicidad activa para determinados sujetos. Así, por ejemplo, en 
materia de contratos, subvenciones, presupuestos o actividades de altos cargos nuestro país 
cuenta con un destacado nivel de transparencia. Sin embargo, esta regulación resulta 
insuficiente en la actualidad y no satisface las exigencias sociales y políticas del momento. 
Por ello, con esta Ley se avanza y se profundiza en la configuración de obligaciones de 
publicidad activa que, se entiende, han de vincular a un amplio número de sujetos entre los 
que se encuentran todas las Administraciones Públicas, los órganos del Poder Legislativo y 
Judicial en lo que se refiere a sus actividades sujetas a Derecho Administrativo, así como 
otros órganos constitucionales y estatutarios. Asimismo, la Ley se aplicará a determinadas 
entidades que, por su especial relevancia pública, o por su condición de perceptores de 
fondos públicos, vendrán obligados a reforzar la transparencia de su actividad.


La Ley amplía y refuerza las obligaciones de publicidad activa en distintos ámbitos. En 
materia de información institucional, organizativa y de planificación exige a los sujetos 
comprendidos en su ámbito de aplicación la publicación de información relativa a las 
funciones que desarrollan, la normativa que les resulta de aplicación y su estructura 
organizativa, además de sus instrumentos de planificación y la evaluación de su grado de 
cumplimiento. En materia de información de relevancia jurídica y que afecte directamente al 
ámbito de las relaciones entre la Administración y los ciudadanos, la ley contiene un amplio 
repertorio de documentos que, al ser publicados, proporcionarán una mayor seguridad 
jurídica. Igualmente, en el ámbito de la información de relevancia económica, presupuestaria 
y estadística, se establece un amplio catálogo que debe ser accesible y entendible para los 
ciudadanos, dado su carácter de instrumento óptimo para el control de la gestión y utilización 
de los recursos públicos. Por último, se establece la obligación de publicar toda la 
información que con mayor frecuencia sea objeto de una solicitud de acceso, de modo que 
las obligaciones de transparencia se cohonesten con los intereses de la ciudadanía.


Para canalizar la publicación de tan ingente cantidad de información y facilitar el 
cumplimiento de estas obligaciones de publicidad activa y, desde la perspectiva de que no 
se puede, por un lado, hablar de transparencia y, por otro, no poner los medios adecuados 
para facilitar el acceso a la información divulgada, la Ley contempla la creación y desarrollo 
de un Portal de la Transparencia. Las nuevas tecnologías nos permiten hoy día desarrollar 
herramientas de extraordinaria utilidad para el cumplimiento de las disposiciones de la Ley 
cuyo uso permita que, a través de un único punto de acceso, el ciudadano pueda obtener 
toda la información disponible.


La Ley también regula el derecho de acceso a la información pública que, no obstante, 
ya ha sido desarrollado en otras disposiciones de nuestro ordenamiento. En efecto, 
partiendo de la previsión contenida en el artículo 105.b) de nuestro texto constitucional, la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, desarrolla en su artículo 37 el derecho de los 
ciudadanos a acceder a los registros y documentos que se encuentren en los archivos 
administrativos. Pero esta regulación adolece de una serie de deficiencias que han sido 
puestas de manifiesto de forma reiterada al no ser claro el objeto del derecho de acceso, al 
estar limitado a documentos contenidos en procedimientos administrativos ya terminados y 
al resultar su ejercicio extraordinariamente limitado en su articulación práctica.


Igualmente, pero con un alcance sectorial y derivado de sendas Directivas comunitarias, 
otras normas contemplan el acceso a la información pública. Es el caso de la Ley 27/2006, 
de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente y de la 
Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público, 
que regula el uso privado de documentos en poder de Administraciones y organismos del 
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sector público. Además, la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los Servicios Públicos, a la vez que reconoce el derecho de los ciudadanos a 
relacionarse con la Administración por medios electrónicos, se sitúa en un camino en el que 
se avanza con esta Ley: la implantación de una cultura de transparencia que impone la 
modernización de la Administración, la reducción de cargas burocráticas y el empleo de los 
medios electrónicos para la facilitar la participación, la transparencia y el acceso a la 
información.


La Ley, por lo tanto, no parte de la nada ni colma un vacío absoluto, sino que ahonda en 
lo ya conseguido, supliendo sus carencias, subsanando sus deficiencias y creando un marco 
jurídico acorde con los tiempos y los intereses ciudadanos.


Desde la perspectiva del Derecho comparado, tanto la Unión Europea como la mayoría 
de sus Estados miembros cuentan ya en sus ordenamientos jurídicos con una legislación 
específica que regula la transparencia y el derecho de acceso a la información pública. 
España no podía permanecer por más tiempo al margen y, tomando como ejemplo los 
modelos que nos proporcionan los países de nuestro entorno, adopta esta nueva regulación.


En lo que respecta a buen gobierno, la Ley supone un avance de extraordinaria 
importancia. Principios meramente programáticos y sin fuerza jurídica se incorporan a una 
norma con rango de ley y pasan a informar la interpretación y aplicación de un régimen 
sancionador al que se encuentran sujetos todos los responsables públicos entendidos en 
sentido amplio que, con independencia del Gobierno del que formen parte o de la 
Administración en la que presten sus servicios y, precisamente por las funciones que 
realizan, deben ser un modelo de ejemplaridad en su conducta.


III


El título I de la Ley regula e incrementa la transparencia de la actividad de todos los 
sujetos que prestan servicios públicos o ejercen potestades administrativas mediante un 
conjunto de previsiones que se recogen en dos capítulos diferenciados y desde una doble 
perspectiva: la publicidad activa y el derecho de acceso a la información pública.


El ámbito subjetivo de aplicación de este título, recogido en su capítulo I, es muy amplio 
e incluye a todas las Administraciones Públicas, organismos autónomos, agencias estatales, 
entidades públicas empresariales y entidades de derecho público, en la medida en que 
tengan atribuidas funciones de regulación o control sobre un determinado sector o actividad, 
así como a las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, vinculadas o 
dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas, incluidas las Universidades 
públicas. En relación con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo, la Ley se aplica 
también a las Corporaciones de Derecho Público, a la Casa de Su Majestad el Rey, al 
Congreso de los Diputados, al Senado, al Tribunal Constitucional y al Consejo General del 
Poder Judicial, así como al Banco de España, Consejo de Estado, al Defensor del Pueblo, al 
Tribunal de Cuentas, al Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas 
análogas. También se aplica a las sociedades mercantiles en cuyo capital social la 
participación directa o indirecta de las entidades mencionadas sea superior al cincuenta por 
ciento, a las fundaciones del sector público y a las asociaciones constituidas por las 
Administraciones, organismos y entidades a las que se ha hecho referencia. Asimismo, se 
aplicará a los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales y 
a todas las entidades privadas que perciban una determinada cantidad de ayudas o 
subvenciones públicas. Por último, las personas que presten servicios públicos o ejerzan 
potestades administrativas también están obligadas a suministrar a la Administración a la 
que se encuentren vinculadas, previo requerimiento, toda la información necesaria para el 
cumplimiento por aquélla de las obligaciones de esta Ley. Esta obligación es igualmente 
aplicable a los adjudicatarios de contratos del sector público.


El capítulo II, dedicado a la publicidad activa, establece una serie de obligaciones para 
los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación del título I, que habrán de difundir 
determinada información sin esperar una solicitud concreta de los administrados. En este 
punto se incluyen datos sobre información institucional, organizativa y de planificación, de 
relevancia jurídica y de naturaleza económica, presupuestaria y estadística.


Para favorecer de forma decidida el acceso de todos a la información que se difunda se 
creará el Portal de la Transparencia, que incluirá, además de la información sobre la que 
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existe una obligación de publicidad activa, aquella cuyo acceso se solicite con mayor 
frecuencia. El Portal será un punto de encuentro y de difusión, que muestra una nueva forma 
de entender el derecho de los ciudadanos a acceder a la información pública. Se prevé 
además en este punto que la Administración General del Estado, las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y las entidades que integran la Administración Local puedan 
adoptar medidas de colaboración para el cumplimiento de sus obligaciones de publicidad 
activa.


El capítulo III configura de forma amplia el derecho de acceso a la información pública, 
del que son titulares todas las personas y que podrá ejercerse sin necesidad de motivar la 
solicitud. Este derecho solamente se verá limitado en aquellos casos en que así sea 
necesario por la propia naturaleza de la información –derivado de lo dispuesto en la 
Constitución Española– o por su entrada en conflicto con otros intereses protegidos. En todo 
caso, los límites previstos se aplicarán atendiendo a un test de daño (del interés que se 
salvaguarda con el límite) y de interés público en la divulgación (que en el caso concreto no 
prevalezca el interés público en la divulgación de la información) y de forma proporcionada y 
limitada por su objeto y finalidad. Asimismo, dado que el acceso a la información puede 
afectar de forma directa a la protección de los datos personales, la Ley aclara la relación 
entre ambos derechos estableciendo los mecanismos de equilibrio necesarios. Así, por un 
lado, en la medida en que la información afecte directamente a la organización o actividad 
pública del órgano prevalecerá el acceso, mientras que, por otro, se protegen –como no 
puede ser de otra manera– los datos que la normativa califica como especialmente 
protegidos, para cuyo acceso se requerirá, con carácter general, el consentimiento de su 
titular.


Con objeto de facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública la Ley 
establece un procedimiento ágil, con un breve plazo de respuesta, y dispone la creación de 
unidades de información en la Administración General del Estado, lo que facilita el 
conocimiento por parte del ciudadano del órgano ante el que deba presentarse la solicitud 
así como del competente para la tramitación.


En materia de impugnaciones se crea una reclamación potestativa y previa a la vía 
judicial de la que conocerá el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, organismo de 
naturaleza independiente de nueva creación, y que sustituye a los recursos administrativos.


El título II otorga rango de Ley a los principios éticos y de actuación que deben regir la 
labor de los miembros del Gobierno y altos cargos y asimilados de la Administración del 
Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales. Igualmente, se clarifica 
y refuerza el régimen sancionador que les resulta de aplicación, en consonancia con la 
responsabilidad a la que están sujetos.


Este sistema busca que los ciudadanos cuenten con servidores públicos que ajusten sus 
actuaciones a los principios de eficacia, austeridad, imparcialidad y, sobre todo, de 
responsabilidad. Para cumplir este objetivo, la Ley consagra un régimen sancionador 
estructurado en tres ámbitos: infracciones en materia de conflicto de intereses, en materia de 
gestión económico-presupuestaria y en el ámbito disciplinario. Además, se incorporan 
infracciones derivadas del incumplimiento de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. En el ámbito económico-
presupuestario resulta destacable que se impondrán sanciones a quienes comprometan 
gastos, liquiden obligaciones y ordenen pagos sin crédito suficiente para realizarlos o con 
infracción de lo dispuesto en la normativa presupuestaria, o no justifiquen la inversión de los 
fondos a los que se refieren la normativa presupuestaria equivalente. De esta manera se 
introduce un mecanismo de control fundamental que evitará comportamientos irresponsables 
y que resultan inaceptables en un Estado de Derecho.


La comisión de las infracciones previstas dará lugar a la imposición de sanciones como 
la destitución en los cargos públicos que ocupe el infractor, la no percepción de pensiones 
indemnizatorias, la obligación de restituir las cantidades indebidamente percibidas y la 
obligación de indemnizar a la Hacienda Pública. Debe señalarse que estas sanciones se 
inspiran en las ya previstas en la Ley 5/2006, de 10 de abril, de conflictos de intereses de 
miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración General del Estado.


Además, se establece la previsión de que los autores de infracciones muy graves no 
puedan ser nombrados para ocupar determinados cargos públicos durante un periodo de 
entre 5 y 10 años.
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El título III de la Ley crea y regula el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, un 
órgano independiente al que se le otorgan competencias de promoción de la cultura de 
transparencia en la actividad de la Administración Pública, de control del cumplimiento de las 
obligaciones de publicidad activa, así como de garantía del derecho de acceso a la 
información pública y de la observancia de las disposiciones de buen gobierno. Se crea, por 
lo tanto, un órgano de supervisión y control para garantizar la correcta aplicación de la Ley.


El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se configura como un órgano 
independiente, con plena capacidad jurídica y de obrar y cuenta con una estructura sencilla 
que, a la vez que garantiza su especialización y operatividad, evita crear grandes estructuras 
administrativas. La independencia y autonomía en el ejercicio de sus funciones vendrá 
garantizada, asimismo, por el respaldo parlamentario con el que deberá contar el 
nombramiento de su Presidente.


Para respetar al máximo las competencias autonómicas, expresamente se prevé que el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno sólo tendrá competencias en aquellas 
Comunidades Autónomas con las que haya firmado Convenio al efecto, quedando, en otro 
caso, en manos del órgano autonómico que haya sido designado las competencias que a 
nivel estatal asume el Consejo.


Las disposiciones adicionales abordan diversas cuestiones como la aplicación de 
regulaciones especiales del derecho de acceso, la revisión y simplificación normativa –en el 
entendido de que también es un ejercicio de buen gobierno y una manifestación más de la 
transparencia el clarificar la normativa que está vigente y es de aplicación– y la colaboración 
entre el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la Agencia Española de Protección de 
Datos en la determinación de criterios para la aplicación de los preceptos de la ley en lo 
relativo a la protección de datos personales.


Las disposiciones finales, entre otras cuestiones, modifican la regulación del derecho de 
acceso a los archivos y registros administrativos contenida en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, amplían la publicidad de determinada información que figura en el Registro de 
bienes y derechos patrimoniales de los altos cargos de la Administración General del Estado 
y la obligación de publicidad prevista en el apartado 4 del artículo 136 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.


Por último, la Ley prevé una entrada en vigor escalonada atendiendo a las especiales 
circunstancias que conllevará la aplicación de sus diversas disposiciones.


TÍTULO PRELIMINAR


Artículo 1.  Objeto.


Esta Ley tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pública, 
regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad y 
establecer las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos 
así como las consecuencias derivadas de su incumplimiento.


TÍTULO I


Transparencia de la actividad pública


CAPÍTULO I


Ámbito subjetivo de aplicación


Artículo 2.  Ámbito subjetivo de aplicación.


1. Las disposiciones de este título se aplicarán a:


a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la 
Administración Local.
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b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social así como las 
mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales colaboradoras de la 
Seguridad Social.


c) Los organismos autónomos, las Agencias Estatales, las entidades públicas 
empresariales y las entidades de Derecho Público que, con independencia funcional o con 
una especial autonomía reconocida por la Ley, tengan atribuidas funciones de regulación o 
supervisión de carácter externo sobre un determinado sector o actividad.


d) Las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, vinculadas a 
cualquiera de las Administraciones Públicas o dependientes de ellas, incluidas las 
Universidades públicas.


e) Las corporaciones de Derecho Público, en lo relativo a sus actividades sujetas a 
Derecho Administrativo.


f) La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal 
Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, así como el Banco de España, el 
Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y 
Social y las instituciones autonómicas análogas, en relación con sus actividades sujetas a 
Derecho Administrativo.


g) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, 
de las entidades previstas en este artículo sea superior al 50 por 100.


h) Las fundaciones del sector público previstas en la legislación en materia de 
fundaciones.


i) Las asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y entidades 
previstos en este artículo. Se incluyen los órganos de cooperación previstos en el artículo 5 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la medida en que, por su peculiar 
naturaleza y por carecer de una estructura administrativa propia, le resulten aplicables las 
disposiciones de este título. En estos casos, el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de la presente Ley serán llevadas a cabo por la Administración que ostente la Secretaría del 
órgano de cooperación.


2. A los efectos de lo previsto en este título, se entiende por Administraciones Públicas 
los organismos y entidades incluidos en las letras a) a d) del apartado anterior.


Artículo 3.  Otros sujetos obligados.


Las disposiciones del capítulo II de este título serán también aplicables a:


a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales.
b) Las entidades privadas que perciban durante el período de un año ayudas o 


subvenciones públicas en una cuantía superior a 100.000 euros o cuando al menos el 40 % 
del total de sus ingresos anuales tengan carácter de ayuda o subvención pública, siempre 
que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros.


Artículo 4.  Obligación de suministrar información.


Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en los artículos anteriores que 
presten servicios públicos o ejerzan potestades administrativas estarán obligadas a 
suministrar a la Administración, organismo o entidad de las previstas en el artículo 2.1 a la 
que se encuentren vinculadas, previo requerimiento, toda la información necesaria para el 
cumplimiento por aquéllos de las obligaciones previstas en este título. Esta obligación se 
extenderá a los adjudicatarios de contratos del sector público en los términos previstos en el 
respectivo contrato.
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CAPÍTULO II


Publicidad activa


Artículo 5.  Principios generales.


1. Los sujetos enumerados en el artículo 2.1 publicarán de forma periódica y actualizada 
la información cuyo conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su 
actividad relacionada con el funcionamiento y control de la actuación pública.


2. Las obligaciones de transparencia contenidas en este capítulo se entienden sin 
perjuicio de la aplicación de la normativa autonómica correspondiente o de otras 
disposiciones específicas que prevean un régimen más amplio en materia de publicidad.


3. Serán de aplicación, en su caso, los límites al derecho de acceso a la información 
pública previstos en el artículo 14 y, especialmente, el derivado de la protección de datos de 
carácter personal, regulado en el artículo 15. A este respecto, cuando la información 
contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad sólo se llevará a cabo previa 
disociación de los mismos.


4. La información sujeta a las obligaciones de transparencia será publicada en las 
correspondientes sedes electrónicas o páginas web y de una manera clara, estructurada y 
entendible para los interesados y, preferiblemente, en formatos reutilizables. Se establecerán 
los mecanismos adecuados para facilitar la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la 
reutilización de la información publicada así como su identificación y localización.


Cuando se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente fines de 
interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el cumplimiento de 
las obligaciones derivadas de esta Ley podrá realizarse utilizando los medios electrónicos 
puestos a su disposición por la Administración Pública de la que provenga la mayor parte de 
las ayudas o subvenciones públicas percibidas.


5. Toda la información será comprensible, de acceso fácil y gratuito y estará a 
disposición de las personas con discapacidad en una modalidad suministrada por medios o 
en formatos adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al 
principio de accesibilidad universal y diseño para todos.


Artículo 6.  Información institucional, organizativa y de planificación.


1. Los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de este título publicarán 
información relativa a las funciones que desarrollan, la normativa que les sea de aplicación 
así como a su estructura organizativa. A estos efectos, incluirán un organigrama actualizado 
que identifique a los responsables de los diferentes órganos y su perfil y trayectoria 
profesional.


2. Las Administraciones Públicas publicarán los planes y programas anuales y 
plurianuales en los que se fijen objetivos concretos, así como las actividades, medios y 
tiempo previsto para su consecución. Su grado de cumplimiento y resultados deberán ser 
objeto de evaluación y publicación periódica junto con los indicadores de medida y 
valoración, en la forma en que se determine por cada Administración competente.


En el ámbito de la Administración General del Estado corresponde a las inspecciones 
generales de servicios la evaluación del cumplimiento de estos planes y programas.


Artículo 7.  Información de relevancia jurídica.


Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán:


a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas 
planteadas por los particulares u otros órganos en la medida en que supongan una 
interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos.


b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos Legislativos cuya iniciativa les 
corresponda, cuando se soliciten los dictámenes a los órganos consultivos correspondientes. 
En el caso en que no sea preceptivo ningún dictamen la publicación se realizará en el 
momento de su aprobación.


c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando sea preceptiva 
la solicitud de dictámenes, la publicación se producirá una vez que estos hayan sido 
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solicitados a los órganos consultivos correspondientes sin que ello suponga, 
necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública.


d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de los textos 
normativos, en particular, la memoria del análisis de impacto normativo regulada por el Real 
Decreto 1083/2009, de 3 de julio.


e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser sometidos 
a un período de información pública durante su tramitación.


Artículo 8.  Información económica, presupuestaria y estadística.


1. Los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título deberán hacer pública, 
como mínimo, la información relativa a los actos de gestión administrativa con repercusión 
económica o presupuestaria que se indican a continuación:


a) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de licitación y de 
adjudicación, el procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los 
que, en su caso, se ha publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento 
y la identidad del adjudicatario, así como las modificaciones del contrato. Igualmente serán 
objeto de publicación las decisiones de desistimiento y renuncia de los contratos. La 
publicación de la información relativa a los contratos menores podrá realizarse 
trimestralmente.


Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen 
presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos 
previstos en la legislación de contratos del sector público.


b) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, 
plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones 
y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas. Igualmente, se publicarán las 
encomiendas de gestión que se firmen, con indicación de su objeto, presupuesto, duración, 
obligaciones económicas y las subcontrataciones que se realicen con mención de los 
adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e importe de la misma.


c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo 
o finalidad y beneficiarios.


d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e 
información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el 
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de las 
Administraciones Públicas.


e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de 
fiscalización por parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.


f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables 
de las entidades incluidas en el ámbito de la aplicación de este título. Igualmente, se harán 
públicas las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del abandono del cargo.


g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten a los 
empleados públicos así como las que autoricen el ejercicio de actividad privada al cese de 
los altos cargos de la Administración General del Estado o asimilados según la normativa 
autonómica o local.


h) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes locales, en 
los términos previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local. Cuando el reglamento no fije los términos en que han de hacerse públicas estas 
declaraciones se aplicará lo dispuesto en la normativa de conflictos de intereses en el ámbito 
de la Administración General del Estado. En todo caso, se omitirán los datos relativos a la 
localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la privacidad y seguridad de 
sus titulares.


i) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad 
de los servicios públicos que sean de su competencia, en los términos que defina cada 
administración competente.


2. Los sujetos mencionados en el artículo 3 deberán publicar la información a la que se 
refieren las letras a) y b) del apartado primero de este artículo cuando se trate de contratos o 
convenios celebrados con una Administración Pública. Asimismo, habrán de publicar la 
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información prevista en la letra c) en relación a las subvenciones que reciban cuando el 
órgano concedente sea una Administración Pública.


3. Las Administraciones Públicas publicarán la relación de los bienes inmuebles que 
sean de su propiedad o sobre los que ostenten algún derecho real.


Artículo 9.  Control.


1. El cumplimiento por la Administración General del Estado de las obligaciones 
contenidas en este capítulo será objeto de control por parte del Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno.


2. En ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, de acuerdo con el procedimiento que se prevea 
reglamentariamente, podrá dictar resoluciones en las que se establezcan las medidas que 
sea necesario adoptar para el cese del incumplimiento y el inicio de las actuaciones 
disciplinarias que procedan.


3. El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa reguladas en este 
capítulo tendrá la consideración de infracción grave a los efectos de aplicación a sus 
responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente normativa reguladora.


Artículo 10.  Portal de la Transparencia.


1. La Administración General del Estado desarrollará un Portal de la Transparencia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, que facilitará el acceso de los ciudadanos a 
toda la información a la que se refieren los artículos anteriores relativa a su ámbito de 
actuación.


2. El Portal de la Transparencia incluirá, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, la información de la Administración General del Estado, cuyo acceso se 
solicite con mayor frecuencia.


3. La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la 
Administración Local podrán adoptar otras medidas complementarias y de colaboración para 
el cumplimiento de las obligaciones de transparencia recogidas en este capítulo.


Artículo 11.  Principios técnicos.


El Portal de la Transparencia contendrá información publicada de acuerdo con las 
prescripciones técnicas que se establezcan reglamentariamente que deberán adecuarse a 
los siguientes principios:


a) Accesibilidad: se proporcionará información estructurada sobre los documentos y 
recursos de información con vistas a facilitar la identificación y búsqueda de la información.


b) Interoperabilidad: la información publicada será conforme al Esquema Nacional de 
Interoperabilidad, aprobado por el Real Decreto 4/2010, de 8 enero, así como a las normas 
técnicas de interoperabilidad.


c) Reutilización: se fomentará que la información sea publicada en formatos que permita 
su reutilización, de acuerdo con lo previsto en la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre 
reutilización de la información del sector público y en su normativa de desarrollo.


CAPÍTULO III


Derecho de acceso a la información pública


Sección 1.ª Régimen general


Artículo 12.  Derecho de acceso a la información pública.


Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos 
previstos en el artículo 105.b) de la Constitución Española, desarrollados por esta Ley.


Asimismo, y en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 
correspondiente normativa autonómica.
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Artículo 13.  Información pública.


Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su 
formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones.


Artículo 14.  Límites al derecho de acceso.


1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un 
perjuicio para:


a) La seguridad nacional.
b) La defensa.
c) Las relaciones exteriores.
d) La seguridad pública.
e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o 


disciplinarios.
f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva.
g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.
h) Los intereses económicos y comerciales.
i) La política económica y monetaria.
j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.
k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de 


decisión.
l) La protección del medio ambiente.


2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de 
protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la 
concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso.


3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 2.ª se dicten en 
aplicación de este artículo serán objeto de publicidad previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuvieran y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del 
artículo 20, una vez hayan sido notificadas a los interesados.


Artículo 15.  Protección de datos personales.


1. Si la información solicitada contuviera datos especialmente protegidos a los que se 
refiere el apartado 2 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso 
de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que 
dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se 
solicitase el acceso.


Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere el 
apartado 3 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, o datos relativos a 
la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la amonestación 
pública al infractor, el acceso sólo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el 
consentimiento expreso del afectado o si aquél estuviera amparado por una norma con 
rango de Ley.


2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de 
datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en 
la divulgación que lo impida, se concederá el acceso a información que contenga datos 
meramente identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad 
pública del órgano.


3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el 
órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente 
razonada del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los 
afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho 
fundamental a la protección de datos de carácter personal.


Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en 
consideración los siguientes criterios:
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a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos 
en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.


b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el 
hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, 
científicos o estadísticos.


c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos 
únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos.


d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos 
contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a 
menores de edad.


4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa 
previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida la identificación 
de las personas afectadas.


5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento 
posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de acceso.


Artículo 16.  Acceso parcial.


En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el artículo 14 no 
afecte a la totalidad de la información, se concederá el acceso parcial previa omisión de la 
información afectada por el límite salvo que de ello resulte una información distorsionada o 
que carezca de sentido. En este caso, deberá indicarse al solicitante que parte de la 
información ha sido omitida.


Sección 2.ª Ejercicio del derecho de acceso a la información pública


Artículo 17.  Solicitud de acceso a la información.


1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará con la 
presentación de la correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al titular del órgano 
administrativo o entidad que posea la información. Cuando se trate de información en 
posesión de personas físicas o jurídicas que presten servicios públicos o ejerzan potestades 
administrativas, la solicitud se dirigirá a la Administración, organismo o entidad de las 
previstas en el artículo 2.1 a las que se encuentren vinculadas.


2. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de:


a) La identidad del solicitante.
b) La información que se solicita.
c) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones.
d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada.


3. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información. Sin 
embargo, podrá exponer los motivos por los que solicita la información y que podrán ser 
tenidos en cuenta cuando se dicte la resolución. No obstante, la ausencia de motivación no 
será por si sola causa de rechazo de la solicitud.


4. Los solicitantes de información podrán dirigirse a las Administraciones Públicas en 
cualquiera de las lenguas cooficiales del Estado en el territorio en el que radique la 
Administración en cuestión.


Artículo 18.  Causas de inadmisión.


1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:


a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación 
general.


b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en 
notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre 
órganos o entidades administrativas.


c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de 
reelaboración.
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d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el 
competente.


e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con 
la finalidad de transparencia de esta Ley.


2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la letra d) 
del apartado anterior, el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la resolución el 
órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la solicitud.


Artículo 19.  Tramitación.


1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto al que se dirige, 
éste la remitirá al competente, si lo conociera, e informará de esta circunstancia al 
solicitante.


2. Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información, se pedirá al 
solicitante que la concrete en un plazo de diez días, con indicación de que, en caso de no 
hacerlo, se le tendrá por desistido, así como de la suspensión del plazo para dictar 
resolución.


3. Si la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de terceros, 
debidamente identificados, se les concederá un plazo de quince días para que puedan 
realizar las alegaciones que estimen oportunas. El solicitante deberá ser informado de esta 
circunstancia, así como de la suspensión del plazo para dictar resolución hasta que se hayan 
recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presentación.


4. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto al que 
se dirige, haya sido elaborada o generada en su integridad o parte principal por otro, se le 
remitirá la solicitud a éste para que decida sobre el acceso.


Artículo 20.  Resolución.


1. La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al 
solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un 
mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.


Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la complejidad 
de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante.


2. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el 
acceso parcial o a través de una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el 
acceso cuando haya habido oposición de un tercero. En este último supuesto, se indicará 
expresamente al interesado que el acceso sólo tendrá lugar cuando haya transcurrido el 
plazo del artículo 22.2.


3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la 
vulneración de alguno de los límites al acceso se indicará esta circunstancia al desestimarse 
la solicitud.


4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado 
resolución expresa se entenderá que la solicitud ha sido desestimada.


5. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública son 
recurribles directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa, sin perjuicio de la 
posibilidad de interposición de la reclamación potestativa prevista en el artículo 24.


6. El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la 
consideración de infracción grave a los efectos de la aplicación a sus responsables del 
régimen disciplinario previsto en la correspondiente normativa reguladora.


Artículo 21.  Unidades de información.


1. Las Administraciones Públicas incluidas en el ámbito de aplicación de este título 
establecerán sistemas para integrar la gestión de solicitudes de información de los 
ciudadanos en el funcionamiento de su organización interna.


2. En el ámbito de la Administración General del Estado, existirán unidades 
especializadas que tendrán las siguientes funciones:


a) Recabar y difundir la información a la que se refiere el capítulo II del título I de esta 
Ley.
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b) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información.
c) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la información solicitada.
d) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de 


acceso a la información.
e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información.
f) Asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede electrónica de la 


información cuyo acceso se solicita con más frecuencia.
g) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden identificados los 


distintos tipos de información que obre en poder del órgano.
h) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de las 


disposiciones de esta Ley.


3. El resto de las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de este título 
identificarán claramente el órgano competente para conocer de las solicitudes de acceso.


Artículo 22.  Formalización del acceso.


1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo 
cuando no sea posible o el solicitante haya señalado expresamente otro medio. Cuando no 
pueda darse el acceso en el momento de la notificación de la resolución deberá otorgarse, 
en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.


2. Si ha existido oposición de tercero, el acceso sólo tendrá lugar cuando, habiéndose 
concedido dicho acceso, haya transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso 
administrativo sin que se haya formalizado o haya sido resuelto confirmando el derecho a 
recibir la información.


3. Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al 
solicitante cómo puede acceder a ella.


4. El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias o la 
trasposición de la información a un formato diferente al original podrá dar lugar a la exigencia 
de exacciones en los términos previstos en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios 
Públicos, o, en su caso, conforme a la normativa autonómica o local que resulte aplicable.


Sección 3.ª Régimen de impugnaciones


Artículo 23.  Recursos.


1. La reclamación prevista en el artículo siguiente tendrá la consideración de sustitutiva 
de los recursos administrativos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107.2 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.


2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, contra las resoluciones dictadas por 
los órganos previstos en el artículo 2.1.f) sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-
administrativo.


Artículo 24.  Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.


1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso podrá interponerse 
una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 
potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa.


2. La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al 
de la notificación del acto impugnado o desde el día siguiente a aquel en que se produzcan 
los efectos del silencio administrativo.


3. La tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.


Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protección de 
derechos o intereses de terceros se otorgará, previamente a la resolución de la reclamación, 
trámite de audiencia a las personas que pudieran resultar afectadas para que aleguen lo que 
a su derecho convenga.
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4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de tres meses, transcurrido 
el cual, la reclamación se entenderá desestimada.


5. Las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se publicarán, previa 
disociación de los datos de carácter personal que contuvieran, por medios electrónicos y en 
los términos en que se establezca reglamentariamente, una vez se hayan notificado a los 
interesados.


El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno comunicará al Defensor 
del Pueblo las resoluciones que dicte en aplicación de este artículo.


6. La competencia para conocer de dichas reclamaciones corresponderá al Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades 
Autónomas atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo 
establecido en la disposición adicional cuarta de esta Ley.


TÍTULO II


Buen gobierno


Artículo 25.  Ámbito de aplicación.


1. En el ámbito de la Administración General del Estado las disposiciones de este título 
se aplicarán a los miembros del Gobierno, a los Secretarios de Estado y al resto de los altos 
cargos de la Administración General del Estado y de las entidades del sector público estatal, 
de Derecho público o privado, vinculadas o dependientes de aquella.


A estos efectos, se considerarán altos cargos los que tengan tal consideración en 
aplicación de la normativa en materia de conflictos de intereses.


2. Este título será de aplicación a los altos cargos o asimilados que, de acuerdo con la 
normativa autonómica o local que sea de aplicación, tengan tal consideración, incluidos los 
miembros de las Juntas de Gobierno de las Entidades Locales.


3. La aplicación a los sujetos mencionados en los apartados anteriores de las 
disposiciones contenidas en este título no afectará, en ningún caso, a la condición de cargo 
electo que pudieran ostentar.


Artículo 26.  Principios de buen gobierno.


1. Las personas comprendidas en el ámbito de aplicación de este título observarán en el 
ejercicio de sus funciones lo dispuesto en la Constitución Española y en el resto del 
ordenamiento jurídico y promoverán el respeto a los derechos fundamentales y a las 
libertades públicas.


2. Asimismo, adecuarán su actividad a los siguientes:


a) Principios generales:


1.º Actuarán con transparencia en la gestión de los asuntos públicos, de acuerdo con los 
principios de eficacia, economía y eficiencia y con el objetivo de satisfacer el interés general.


2.º Ejercerán sus funciones con dedicación al servicio público, absteniéndose de 
cualquier conducta que sea contraria a estos principios.


3.º Respetarán el principio de imparcialidad, de modo que mantengan un criterio 
independiente y ajeno a todo interés particular.


4.º Asegurarán un trato igual y sin discriminaciones de ningún tipo en el ejercicio de sus 
funciones.


5.º Actuarán con la diligencia debida en el cumplimiento de sus obligaciones y 
fomentarán la calidad en la prestación de servicios públicos.


6.º Mantendrán una conducta digna y tratarán a los ciudadanos con esmerada 
corrección.


7.º Asumirán la responsabilidad de las decisiones y actuaciones propias y de los 
organismos que dirigen, sin perjuicio de otras que fueran exigibles legalmente.


b) Principios de actuación:


1.º Desempeñarán su actividad con plena dedicación y con pleno respeto a la normativa 
reguladora de las incompatibilidades y los conflictos de intereses.
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2.º Guardarán la debida reserva respecto a los hechos o informaciones conocidos con 
motivo u ocasión del ejercicio de sus competencias.


3.º Pondrán en conocimiento de los órganos competentes cualquier actuación irregular 
de la cual tengan conocimiento.


4.º Ejercerán los poderes que les atribuye la normativa vigente con la finalidad exclusiva 
para la que fueron otorgados y evitarán toda acción que pueda poner en riesgo el interés 
público o el patrimonio de las Administraciones.


5.º No se implicarán en situaciones, actividades o intereses incompatibles con sus 
funciones y se abstendrán de intervenir en los asuntos en que concurra alguna causa que 
pueda afectar a su objetividad.


6.º No aceptarán para sí regalos que superen los usos habituales, sociales o de cortesía, 
ni favores o servicios en condiciones ventajosas que puedan condicionar el desarrollo de sus 
funciones. En el caso de obsequios de una mayor relevancia institucional se procederá a su 
incorporación al patrimonio de la Administración Pública correspondiente.


7.º Desempeñarán sus funciones con transparencia.
8.º Gestionarán, protegerán y conservarán adecuadamente los recursos públicos, que no 


podrán ser utilizados para actividades que no sean las permitidas por la normativa que sea 
de aplicación.


9.º No se valdrán de su posición en la Administración para obtener ventajas personales o 
materiales.


3. Los principios establecidos en este artículo informarán la interpretación y aplicación 
del régimen sancionador regulado en este título.


Artículo 27.  Infracciones y sanciones en materia de conflicto de intereses.


El incumplimiento de las normas de incompatibilidades o de las que regulan las 
declaraciones que han de realizar las personas comprendidas en el ámbito de este título 
será sancionado de conformidad con lo dispuesto en la normativa en materia de conflictos de 
intereses de la Administración General del Estado y para el resto de Administraciones de 
acuerdo con su propia normativa que resulte de aplicación.


Artículo 28.  Infracciones en materia de gestión económico-presupuestaria.


Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas cuando sean culpables:


a) La incursión en alcance en la administración de los fondos públicos cuando la 
conducta no sea subsumible en ninguno de los tipos que se contemplan en las letras 
siguientes.


b) La administración de los recursos y demás derechos de la Hacienda Pública sin 
sujeción a las disposiciones que regulan su liquidación, recaudación o ingreso en el Tesoro.


c) Los compromisos de gastos, reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos 
sin crédito suficiente para realizarlos o con infracción de lo dispuesto en la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o en la de Presupuestos u otra normativa 
presupuestaria que sea aplicable.


d) La omisión del trámite de intervención previa de los gastos, obligaciones o pagos, 
cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución de discrepancias frente a 
los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa presupuestaria.


e) La ausencia de justificación de la inversión de los fondos a los que se refieren los 
artículos 78 y 79 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su 
caso, la normativa presupuestaria equivalente de las administraciones distintas de la General 
del Estado.


f) El incumplimiento de la obligación de destinar íntegramente los ingresos obtenidos por 
encima de los previstos en el presupuesto a la reducción del nivel de deuda pública de 
conformidad con lo previsto en el artículo 12.5 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y el incumplimiento de la obligación 
del destino del superávit presupuestario a la reducción del nivel de endeudamiento neto en 
los términos previstos en el artículo 32 y la disposición adicional sexta de la citada Ley.


g) La realización de operaciones de crédito y emisiones de deudas que no cuenten con 
la preceptiva autorización o, habiéndola obtenido, no se cumpla con lo en ella previsto o se 
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superen los límites previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, y 
en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.


h) La no adopción en plazo de las medidas necesarias para evitar el riesgo de 
incumplimiento, cuando se haya formulado la advertencia prevista en el artículo 19 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.


i) La suscripción de un Convenio de colaboración o concesión de una subvención a una 
Administración Pública que no cuente con el informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas previsto en el artículo 20.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril.


j) La no presentación o la falta de puesta en marcha en plazo del plan económico-
financiero o del plan de reequilibrio de conformidad con el artículo 23 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.


k) El incumplimiento de las obligaciones de publicación o de suministro de información 
previstas en la normativa presupuestaria y económico-financiera, siempre que en este último 
caso se hubiera formulado requerimiento.


l) La falta de justificación de la desviación, o cuando así se le haya requerido la falta de 
inclusión de nuevas medidas en el plan económico-financiero o en el plan de reequilibrio de 
acuerdo con el artículo 24.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.


m) La no adopción de las medidas previstas en los planes económico-financieros y de 
reequilibrio, según corresponda, previstos en los artículos 21 y 22 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.


n) La no adopción en el plazo previsto del acuerdo de no disponibilidad al que se refieren 
los artículos 20.5.a) y 25 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, así como la no 
constitución del depósito previsto en el citado artículo 25 de la misma Ley, cuando así se 
haya solicitado.


ñ) La no adopción de un acuerdo de no disponibilidad, la no constitución del depósito 
que se hubiere solicitado o la falta de ejecución de las medidas propuestas por la Comisión 
de Expertos cuando se hubiere formulado el requerimiento del Gobierno previsto en el 
artículo 26.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.


o) El incumplimiento de las instrucciones dadas por el Gobierno para ejecutar las 
medidas previstas en el artículo 26.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.


p) El incumplimiento de la obligación de rendir cuentas regulada en el artículo 137 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria u otra normativa presupuestaria 
que sea aplicable.


Artículo 29.  Infracciones disciplinarias.


1. Son infracciones muy graves:


a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Estatutos 
de Autonomía de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio 
de sus funciones.


b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, 
religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, lengua, opinión, lugar de 
nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así 
como el acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, 
edad u orientación sexual y el acoso moral, sexual y por razón de sexo.


c) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la 
Administración o a los ciudadanos.


d) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan 
o hayan tenido acceso por razón de su cargo o función.


e) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por Ley o 
clasificados como tales, que sea causa de su publicación o que provoque su difusión o 
conocimiento indebido.


f) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o 
funciones encomendadas.
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g) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en 
procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito.


h) La prevalencia de la condición de alto cargo para obtener un beneficio indebido para 
sí o para otro.


i) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
j) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.
k) El acoso laboral.
l) La comisión de una infracción grave cuando el autor hubiera sido sancionado por dos 


infracciones graves a lo largo del año anterior contra las que no quepa recurso en la vía 
administrativa.


2. Son infracciones graves:


a) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo.
b) La intervención en un procedimiento administrativo cuando se dé alguna de las 


causas de abstención legalmente señaladas.
c) La emisión de informes y la adopción de acuerdos manifiestamente ilegales cuando 


causen perjuicio a la Administración o a los ciudadanos y no constituyan infracción muy 
grave.


d) No guardar el debido sigilo respecto a los asuntos que se conozcan por razón del 
cargo, cuando causen perjuicio a la Administración o se utilice en provecho propio.


e) El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en materia de 
incompatibilidades, cuando no suponga el mantenimiento de una situación de 
incompatibilidad.


f) La comisión de una infracción leve cuando el autor hubiera sido sancionado por dos 
infracciones leves a lo largo del año anterior contra las que no quepa recurso en la vía 
administrativa.


3. Son infracciones leves:


a) La incorrección con los superiores, compañeros o subordinados.
b) El descuido o negligencia en el ejercicio de sus funciones y el incumplimiento de los 


principios de actuación del artículo 26.2.b) cuando ello no constituya infracción grave o muy 
grave o la conducta no se encuentre tipificada en otra norma.


Artículo 30.  Sanciones.


1. Las infracciones leves serán sancionadas con una amonestación.
2. Por la comisión de una infracción grave se impondrán al infractor algunas de las 


siguientes sanciones:


a) La declaración del incumplimiento y su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o 
diario oficial que corresponda.


b) La no percepción, en el caso de que la llevara aparejada, de la correspondiente 
indemnización para el caso de cese en el cargo.


3. En el caso de las infracciones muy graves, se impondrán en todo caso las sanciones 
previstas en el apartado anterior.


4. Los sancionados por la comisión de una infracción muy grave serán destituidos del 
cargo que ocupen salvo que ya hubiesen cesado y no podrán ser nombrados para ocupar 
ningún puesto de alto cargo o asimilado durante un periodo de entre cinco y diez años con 
arreglo a los criterios previstos en el apartado siguiente.


5. La comisión de infracciones muy graves, graves o leves se sancionará de acuerdo con 
los criterios recogidos en el artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y los siguientes:


a) La naturaleza y entidad de la infracción.
b) La gravedad del peligro ocasionado o del perjuicio causado.
c) Las ganancias obtenidas, en su caso, como consecuencia de los actos u omisiones 


constitutivos de la infracción.
d) Las consecuencias desfavorables de los hechos para la Hacienda Pública respectiva.
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e) La circunstancia de haber procedido a la subsanación de la infracción por propia 
iniciativa.


f) La reparación de los daños o perjuicios causados.


En la graduación de las sanciones se valorará la existencia de perjuicios para el interés 
público, la repercusión de la conducta en los ciudadanos, y, en su caso, la percepción 
indebida de cantidades por el desempeño de actividades públicas incompatibles.


6. Cuando las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la Administración pondrá 
los hechos en conocimiento del Fiscal General del Estado y se abstendrá de seguir el 
procedimiento mientras la autoridad judicial no dicte una resolución que ponga fin al proceso 
penal.


7. Cuando los hechos estén tipificados como infracción en una norma administrativa 
especial, se dará cuenta de los mismos a la Administración competente para la instrucción 
del correspondiente procedimiento sancionador, suspendiéndose las actuaciones hasta la 
terminación de aquel. No se considerará normativa especial la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, respecto de las infracciones previstas en el artículo 28, 
pudiéndose tramitar el procedimiento de responsabilidad patrimonial simultáneamente al 
procedimiento sancionador.


8. En todo caso la comisión de las infracciones previstas en el artículo 28 conllevará las 
siguientes consecuencias:


a) La obligación de restituir, en su caso, las cantidades percibidas o satisfechas 
indebidamente.


b) La obligación de indemnizar a la Hacienda Pública en los términos del artículo 176 de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.


Artículo 31.  Órgano competente y procedimiento.


1. El procedimiento sancionador se iniciará de oficio, por acuerdo del órgano 
competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición 
razonada de otros órganos o denuncia de los ciudadanos.


La responsabilidad será exigida en procedimiento administrativo instruido al efecto, sin 
perjuicio de dar conocimiento de los hechos al Tribunal de Cuentas por si procediese, en su 
caso, la incoación del oportuno procedimiento de responsabilidad contable.


2. El órgano competente para ordenar la incoación será:


a) Cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del Gobierno o de Secretario de 
Estado, el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas.


b) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Administración 
General del Estado distintas de los anteriores, el Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas.


c) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Administración 
autonómica o local, la orden de incoación del procedimiento se dará por los órganos que 
tengan atribuidas estas funciones en aplicación del régimen disciplinario propio de las 
Comunidades Autónomas o Entidades Locales en las que presten servicios los cargos contra 
los que se dirige el procedimiento.


3. En los supuestos previstos en las letras a) y b) del apartado anterior, la instrucción de 
los correspondientes procedimientos corresponderá a la Oficina de Conflictos de Intereses. 
En el supuesto contemplado en el apartado c) la instrucción corresponderá al órgano 
competente en aplicación del régimen disciplinario propio de la Comunidad Autónoma o 
Entidad Local correspondiente.


4. La competencia para la imposición de sanciones corresponderá:


a) Al Consejo de Ministros cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del 
Gobierno o Secretario de Estado.


b) Al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas cuando el responsable sea un 
alto cargo de la Administración General del Estado.


c) Cuando el procedimiento se dirija contra altos cargos de las Comunidades Autónomas 
o Entidades Locales, los órganos que tengan atribuidas estas funciones en aplicación del 
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régimen disciplinario propio de Administraciones en las que presten servicios los cargos 
contra los que se dirige el procedimiento o, en su caso, el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma o el Pleno de la Junta de Gobierno de la Entidad Local de que se 
trate.


5. Las resoluciones que se dicten en aplicación del procedimiento sancionador regulado 
en este título serán recurribles ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.


Artículo 32.  Prescripción.


1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en este título será de cinco años 
para las infracciones muy graves, tres años para las graves y un año para las leves.


2. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a 
los cinco años, las impuestas por infracciones graves a los tres años y las que sean 
consecuencia de la comisión de infracciones leves prescribirán en el plazo de un año.


3. Para el cómputo de los plazos de prescripción regulados en los dos apartados 
anteriores, así como para las causas de su interrupción, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 132 de la Ley 30/1992, de 30 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.


TÍTULO III


Consejo de Transparencia y Buen Gobierno


Artículo 33.  Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.


1. Se crea el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno como organismo público de los 
previstos en la disposición adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. Estará adscrito al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.


2. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno tiene personalidad jurídica propia y 
plena capacidad de obrar. Actúa con autonomía y plena independencia en el cumplimiento 
de sus fines.


Artículo 34.  Fines.


El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno tiene por finalidad promover la 
transparencia de la actividad pública, velar por el cumplimiento de las obligaciones de 
publicidad, salvaguardar el ejercicio de derecho de acceso a la información pública y 
garantizar la observancia de las disposiciones de buen gobierno.


Artículo 35.  Composición.


El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno estará compuesto por los siguientes 
órganos:


a) La Comisión de Transparencia y Buen Gobierno.
b) El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que lo será también de 


su Comisión.


Artículo 36.  Comisión de Transparencia y Buen Gobierno.


1. La Comisión de Transparencia y Buen Gobierno ejercerá todas las competencias que 
le asigna esta Ley, así como aquellas que les sean atribuidas en su normativa de desarrollo.


2. Dicha Comisión estará compuesta por:


a) El Presidente.
b) Un Diputado.
c) Un Senador.
d) Un representante del Tribunal de Cuentas.
e) Un representante del Defensor del Pueblo.
f) Un representante de la Agencia Española de Protección de Datos.
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g) Un representante de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas.
h) Un representante de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal.


3. La condición de miembro de la Comisión del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno no exigirá dedicación exclusiva ni dará derecho a remuneración con excepción de 
lo previsto en el artículo siguiente.


4. Al menos una vez al año, la Comisión de Transparencia y Buen Gobierno convocará a 
los representantes de los organismos que, con funciones similares a las desarrolladas por 
ella, hayan sido creados por las Comunidades Autónomas en ejercicio de sus competencias. 
A esta reunión podrá ser convocado un representante de la Administración Local propuesto 
por la Federación Española de Municipios y Provincias.


Artículo 37.  Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.


1. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno será nombrado por un 
período no renovable de cinco años mediante Real Decreto, a propuesta del titular del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, entre personas de reconocido prestigio 
y competencia profesional previa comparecencia de la persona propuesta para el cargo ante 
la Comisión correspondiente del Congreso de los Diputados. El Congreso, a través de la 
Comisión competente y por acuerdo adoptado por mayoría absoluta, deberá refrendar el 
nombramiento del candidato propuesto en el plazo de un mes natural desde la recepción de 
la correspondiente comunicación.


2. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno cesará en su cargo por 
la expiración de su mandato, a petición propia o por separación acordada por el Gobierno, 
previa instrucción del correspondiente procedimiento por el titular del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas, por incumplimiento grave de sus obligaciones, incapacidad 
permanente para el ejercicio de su función, incompatibilidad sobrevenida o condena por 
delito doloso.


3. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno percibirá las 
retribuciones fijadas de acuerdo con el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se 
regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público 
empresarial y otras entidades.


Artículo 38.  Funciones.


1. Para la consecución de sus objetivos, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 
tiene encomendadas las siguientes funciones:


a) Adoptar recomendaciones para el mejor cumplimiento de las obligaciones contenidas 
en esta Ley.


b) Asesorar en materia de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno.


c) Informar preceptivamente los proyectos normativos de carácter estatal que desarrollen 
esta Ley o que estén relacionados con su objeto.


d) Evaluar el grado de aplicación de esta Ley. Para ello, elaborará anualmente una 
memoria en la que se incluirá información sobre el cumplimiento de las obligaciones 
previstas y que será presentada ante las Cortes Generales.


e) Promover la elaboración de borradores de recomendaciones y de directrices y normas 
de desarrollo de buenas prácticas en materia de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno.


f) Promover actividades de formación y sensibilización para un mejor conocimiento de las 
materias reguladas por esta Ley.


g) Colaborar, en las materias que le son propias, con órganos de naturaleza análoga.
h) Aquellas otras que le sean atribuidas por norma de rango legal o reglamentario.


2. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ejercerá las siguientes 
funciones:


a) Adoptar criterios de interpretación uniforme de las obligaciones contenidas en esta 
Ley.
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b) Velar por el cumplimiento de las obligaciones de publicidad contenidas en el capítulo II 
del título I de acuerdo con lo previsto en el artículo 9 de esta Ley.


c) Conocer de las reclamaciones que se presenten en aplicación del artículo 24 de esta 
Ley.


d) Responder las consultas que, con carácter facultativo, le planteen los órganos 
encargados de tramitar y resolver las solicitudes de acceso a la información.


e) Instar el inicio del procedimiento sancionador previsto en el título II de esta Ley. El 
órgano competente deberá motivar, en su caso, su decisión de no incoar el procedimiento.


f) Aprobar el anteproyecto de presupuesto.
g) Aquellas otras que le sean atribuidas por norma de rango legal o reglamentario.


Artículo 39.  Régimen jurídico.


1. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se regirá, además de por lo dispuesto 
en esta Ley, por:


a) Las disposiciones de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, 
que le sean de aplicación. Anualmente elaborará un anteproyecto de presupuesto con la 
estructura que establezca el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas para su 
elevación al Gobierno y su posterior integración en los Presupuestos Generales del Estado.


b) El Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.


c) La Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, 
y, en lo no previsto en ella, por el Derecho privado en sus adquisiciones patrimoniales.


d) La Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, y las demás 
normas aplicables al personal funcionario de la Administración General del Estado, en 
materia de medios personales.


e) La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y por la normativa que le sea de 
aplicación, en lo no dispuesto por esta Ley, cuando desarrolle sus funciones públicas.


2. El Consejo de Ministros aprobará mediante Real Decreto el Estatuto del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, en el que se establecerá su organización, estructura, 
funcionamiento, así como todos los aspectos que sean necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones.


3. Con carácter general, los puestos de trabajo del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno serán desempeñados por funcionarios públicos de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, y las normas de 
función pública aplicables al personal funcionario de la Administración General del Estado. El 
personal laboral podrá desempeñar puestos de trabajo que se ajusten a la normativa de 
función pública de la Administración General del Estado. Asimismo, el personal que pase a 
prestar servicios en el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno mediante los 
procedimientos de provisión previstos en la Administración General del Estado mantendrá la 
condición de personal funcionario o laboral, de acuerdo con la legislación aplicable.


4. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno contará para el cumplimiento de sus 
fines con los siguientes bienes y medios económicos:


a) Las asignaciones que se establezcan anualmente con cargos a los Presupuestos 
Generales del Estado.


b) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio, así como los productos y rentas 
del mismo.


c) Cualesquiera otros que legalmente puedan serle atribuidos.


Artículo 40.  Relaciones con las Cortes Generales.


El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno elevará anualmente a las Cortes 
Generales una memoria sobre el desarrollo de sus actividades y sobre el grado de 
cumplimiento de las disposiciones establecidas en esta Ley. El Presidente del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno comparecerá ante la Comisión correspondiente para dar 
cuenta de tal memoria, así como cuantas veces sea requerido para ello.
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Disposición adicional primera.  Regulaciones especiales del derecho de acceso a la 
información pública.


1. La normativa reguladora del correspondiente procedimiento administrativo será la 
aplicable al acceso por parte de quienes tengan la condición de interesados en un 
procedimiento administrativo en curso a los documentos que se integren en el mismo.


2. Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, 
aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la 
información.


3. En este sentido, esta Ley será de aplicación, en lo no previsto en sus respectivas 
normas reguladoras, al acceso a la información ambiental y a la destinada a la reutilización.


Disposición adicional segunda.  Revisión y simplificación normativa.


1. La Administración General del Estado acometerá una revisión, simplificación y, en su 
caso, una consolidación normativa de su ordenamiento jurídico. Para ello, habrá de efectuar 
los correspondientes estudios, derogar las normas que hayan quedado obsoletas y 
determinar, en su caso, la necesidad de introducir modificaciones, novedades o proponer la 
elaboración de un texto refundido, de conformidad con las previsiones constitucionales y 
legales sobre competencia y procedimiento a seguir, según el rango de las normas que 
queden afectadas.


2. A tal fin, la Secretaría de Estado de Relaciones con las Cortes elaborará un Plan de 
Calidad y Simplificación Normativa y se encargará de coordinar el proceso de revisión y 
simplificación normativa respecto del resto de Departamentos ministeriales.


3. Las Secretarías Generales Técnicas de los diferentes Departamentos ministeriales 
llevarán a cabo el proceso de revisión y simplificación en sus ámbitos competenciales de 
actuación, pudiendo coordinar su actividad con los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas que, en ejercicio de las competencias que le son propias y en 
aplicación del principio de cooperación administrativa, lleven a cabo un proceso de revisión 
de sus respectivos ordenamientos jurídicos.


Disposición adicional tercera.  Corporaciones de Derecho Público.


Para el cumplimiento de las obligaciones previstas en el título I de esta Ley, las 
corporaciones de Derecho Público podrán celebrar convenios de colaboración con la 
Administración Pública correspondiente o, en su caso, con el organismo que ejerza la 
representación en su ámbito concreto de actividad.


Disposición adicional cuarta.  Reclamación.


1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 corresponderá, en los 
supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito 
territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas.


No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, contra las resoluciones dictadas por las 
Asambleas Legislativas y las instituciones análogas al Consejo de Estado, Consejo 
Económico y Social, Tribunal de Cuentas y Defensor del Pueblo en el caso de esas mismas 
reclamaciones sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo.


2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la resolución de la 
reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. A tal 
efecto, deberán celebrar el correspondiente convenio con la Administración General del 
Estado, en el que se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los gastos 
derivados de esta asunción de competencias.


3. Las Ciudades con Estatuto de Autonomía podrán designar sus propios órganos 
independientes o bien atribuir la competencia al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
celebrando al efecto un Convenio en los términos previstos en el apartado anterior.
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Disposición adicional quinta.  Colaboración con la Agencia Española de Protección de 
Datos.


El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la Agencia Española de Protección de 
Datos adoptarán conjuntamente los criterios de aplicación, en su ámbito de actuación, de las 
reglas contenidas en el artículo 15 de esta Ley, en particular en lo que respecta a la 
ponderación del interés público en el acceso a la información y la garantía de los derechos 
de los interesados cuyos datos se contuviesen en la misma, de conformidad con lo dispuesto 
en esta Ley y en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.


Disposición adicional sexta.  Información de la Casa de Su Majestad el Rey.


La Secretaría General de la Presidencia del Gobierno será el órgano competente para 
tramitar el procedimiento mediante en el que se solicite el acceso a la información que obre 
en poder de la Casa de Su Majestad el Rey, así como para conocer de cualquier otra 
cuestión que pudiera surgir derivada de la aplicación por este órgano de las disposiciones de 
esta Ley.


Disposición adicional séptima.  
El Gobierno aprobará un plan formativo en el ámbito de la transparencia dirigido a los 


funcionarios y personal de la Administración General del Estado, acompañado, a su vez, de 
una campaña informativa dirigida a los ciudadanos. El Gobierno incorporará al sector público 
estatal en el Plan Nacional de Responsabilidad Social Corporativa.


Disposición adicional octava.  
El Congreso de los Diputados, el Senado y las Asambleas Legislativas de las 


Comunidades Autónomas regularán en sus respectivos reglamentos la aplicación concreta 
de las disposiciones de esta Ley.


Disposición final primera.  Modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.


Se modifica la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en los siguientes 
términos:


Uno. El artículo 35.h) pasa a tener la siguiente redacción:


«h) Al acceso a la información pública, archivos y registros.»


Dos. El artículo 37 pasa a tener la siguiente redacción:


«Artículo 37.  Derecho de acceso a la información pública.


Los ciudadanos tienen derecho a acceder a la información pública, archivos y 
registros en los términos y con las condiciones establecidas en la Constitución, en la 
Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y demás leyes 
que resulten de aplicación.»


Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulación de 
los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la 
Administración General del Estado.


Se modifica la Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses de 
los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración General del Estado en 
los siguientes términos:


El apartado 4 del artículo 14 queda redactado como sigue:


«4. El contenido de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los 
miembros del Gobierno y de los Secretarios de Estado y demás altos cargos 
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previstos en el artículo 3 de esta ley se publicarán en el Boletín Oficial del Estado, en 
los términos previstos reglamentariamente. En relación con los bienes patrimoniales, 
se publicará una declaración comprensiva de la situación patrimonial de estos altos 
cargos, omitiéndose aquellos datos referentes a su localización y salvaguardando la 
privacidad y seguridad de sus titulares.»


Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria.


Se modifica el apartado 4 del artículo 136 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, que quedará redactado como sigue:


«Las entidades que deban aplicar principios contables públicos, así como las 
restantes que no tengan obligación de publicar sus cuentas en el Registro Mercantil, 
publicarán anualmente en el Boletín Oficial del Estado, el balance de situación y la 
cuenta del resultado económico-patrimonial, un resumen de los restantes estados 
que conforman las cuentas anuales y el informe de auditoría de cuentas. A estos 
efectos, la Intervención General de la Administración del Estado determinará el 
contenido mínimo de la información a publicar.»


Disposición final cuarta.  Modificación de la disposición adicional décima de la Ley 6/1997, 
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.


Se modifica el apartado 1 de la disposición adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, el cual 
quedará redactado en los siguientes términos:


«1. La Comisión Nacional del Mercado de Valores, el Consejo de Seguridad 
Nuclear, las Universidades no transferidas, la Agencia Española de Protección de 
Datos, el Consorcio de la Zona Especial Canaria, la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el 
Museo Nacional del Prado y el Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía se 
regirán por su legislación específica y supletoriamente por esta Ley.»


Disposición final quinta.  
El Gobierno adoptará las medidas necesarias para optimizar el uso de los medios 


técnicos y humanos que se adscriban al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.


Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.


Se modifica la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo, en los siguientes términos:


Uno. Se añade un apartado 5 al artículo 2, con la redacción siguiente:


«5. Serán aplicables al administrador nacional del registro de derechos de 
emisión previsto en la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de 
comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero, con las 
excepciones que se determinen reglamentariamente, las obligaciones de información 
y de control interno contenidas en los capítulos III y IV de la presente Ley.»


Dos. Se añade un apartado 6 al artículo 7, con la redacción siguiente:


«6. Reglamentariamente podrá autorizarse la no aplicación de todas o algunas 
de las medidas de diligencia debida o de conservación de documentos en relación 
con aquellas operaciones ocasionales que no excedan de un umbral cuantitativo, 
bien singular, bien acumulado por periodos temporales.»


Tres. Se da nueva redacción al artículo 9, con el siguiente tenor literal:
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«Artículo 9.  Medidas simplificadas de diligencia debida.


Los sujetos obligados podrán aplicar, en los supuestos y con las condiciones que 
se determinen reglamentariamente, medidas simplificadas de diligencia debida 
respecto de aquellos clientes, productos u operaciones que comporten un riesgo 
reducido de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.»


Cuatro. Se da nueva redacción al artículo 10, con el siguiente tenor literal:


«Artículo 10.  Aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida.


La aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida será graduada en 
función del riesgo, con arreglo a los siguientes criterios:


a) Con carácter previo a la aplicación de medidas simplificadas de diligencia 
debida respecto de un determinado cliente, producto u operación de los previstos 
reglamentariamente, los sujetos obligados comprobarán que comporta efectivamente 
un riesgo reducido de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.


b) La aplicación de las medidas simplificadas de diligencia debida será en todo 
caso congruente con el riesgo. Los sujetos obligados no aplicarán o cesarán de 
aplicar medidas simplificadas de diligencia debida tan pronto como aprecien que un 
cliente, producto u operación no comporta riesgos reducidos de blanqueo de 
capitales o de financiación del terrorismo.


c) Los sujetos obligados mantendrán en todo caso un seguimiento continuo 
suficiente para detectar operaciones susceptibles de examen especial de 
conformidad con lo prevenido en el artículo 17.»


Cinco. Se da nueva redacción al artículo 14, con el siguiente tenor literal:


«Artículo 14.  Personas con responsabilidad pública.


1. Los sujetos obligados aplicarán las medidas reforzadas de diligencia debida 
previstas en este artículo en las relaciones de negocio u operaciones de personas 
con responsabilidad pública.


Se considerarán personas con responsabilidad pública las siguientes:


a) Aquellas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas 
importantes por elección, nombramiento o investidura en otros Estados miembros de 
la Unión Europea o terceros países, tales como los jefes de Estado, jefes de 
Gobierno, ministros u otros miembros de Gobierno, secretarios de Estado o 
subsecretarios; los parlamentarios; los magistrados de tribunales supremos, 
tribunales constitucionales u otras altas instancias judiciales cuyas decisiones no 
admitan normalmente recurso, salvo en circunstancias excepcionales, con inclusión 
de los miembros equivalentes del Ministerio Fiscal; los miembros de tribunales de 
cuentas o de consejos de bancos centrales; los embajadores y encargados de 
negocios; el alto personal militar de las Fuerzas Armadas; los miembros de los 
órganos de administración, de gestión o de supervisión de empresas de titularidad 
pública.


b) Aquellas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas 
importantes en el Estado español, tales como los altos cargos de acuerdo con lo 
dispuesto en la normativa en materia de conflictos de intereses de la Administración 
General del Estado; los parlamentarios nacionales y del Parlamento Europeo; los 
magistrados del Tribunal Supremo y Tribunal Constitucional, con inclusión de los 
miembros equivalentes del Ministerio Fiscal; los consejeros del Tribunal de Cuentas y 
del Banco de España; los embajadores y encargados de negocios; el alto personal 
militar de las Fuerzas Armadas; y los directores, directores adjuntos y miembros del 
consejo de administración, o función equivalente, de una organización internacional, 
con inclusión de la Unión Europea.


c) Asimismo, tendrán la consideración de personas con responsabilidad pública 
aquellas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes en 
el ámbito autonómico español, como los Presidentes y los Consejeros y demás 
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miembros de los Consejos de Gobierno, así como los altos cargos y los diputados 
autonómicos y, en el ámbito local español, los alcaldes, concejales y demás altos 
cargos de los municipios capitales de provincia o de capital de Comunidad Autónoma 
de las Entidades Locales de más de 50.000 habitantes, o cargos de alta dirección en 
organizaciones sindicales o empresariales o partidos políticos españoles.


Ninguna de estas categorías incluirá empleados públicos de niveles intermedios 
o inferiores.


2. En relación con los clientes o titulares reales que desempeñen o hayan 
desempeñado funciones públicas importantes por elección, nombramiento o 
investidura en otros Estados miembros de la Unión Europea o en un país tercero, los 
sujetos obligados, además de las medidas normales de diligencia debida, deberán en 
todo caso:


a) Aplicar procedimientos adecuados de gestión del riesgo a fin de determinar si 
el cliente o el titular real es una persona con responsabilidad pública. Dichos 
procedimientos se incluirán en la política expresa de admisión de clientes a que se 
refiere el artículo 26.1.


b) Obtener la autorización del inmediato nivel directivo, como mínimo, para 
establecer o mantener relaciones de negocios.


c) Adoptar medidas adecuadas a fin de determinar el origen del patrimonio y de 
los fondos.


d) Realizar un seguimiento reforzado y permanente de la relación de negocios.


3. Los sujetos obligados, además de las medidas normales de diligencia debida, 
deberán aplicar medidas razonables para determinar si el cliente o el titular real 
desempeña o ha desempeñado alguna de las funciones previstas en los párrafos b) y 
c) del apartado primero de este artículo.


Se entenderá por medidas razonables la revisión, de acuerdo a los factores de 
riesgo presentes en cada caso, de la información obtenida en el proceso de 
diligencia debida.


En el caso de relaciones de negocio de riesgo más elevado, los sujetos obligados 
aplicarán las medidas previstas en los párrafos b), c) y d) del apartado precedente.


4. Los sujetos obligados aplicarán las medidas establecidas en los dos apartados 
anteriores a los familiares y allegados de las personas con responsabilidad pública.


A los efectos de este artículo tendrá la consideración de familiar el cónyuge o la 
persona ligada de forma estable por análoga relación de afectividad, así como los 
padres e hijos, y los cónyuges o personas ligadas a los hijos de forma estable por 
análoga relación de afectividad.


Se considerará allegado toda persona física de la que sea notorio que ostente la 
titularidad o el control de un instrumento o persona jurídicos conjuntamente con una 
persona con responsabilidad pública, o que mantenga otro tipo de relaciones 
empresariales estrechas con la misma, o que ostente la titularidad o el control de un 
instrumento o persona jurídicos que notoriamente se haya constituido en beneficio de 
la misma.


5. Los sujetos obligados aplicarán medidas razonables para determinar si el 
beneficiario de una póliza de seguro de vida y, en su caso, el titular real del 
beneficiario, es una persona con responsabilidad pública con carácter previo al pago 
de la prestación derivada del contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, 
anticipo o pignoración conferidos por la póliza.


En el caso de identificar riesgos más elevados, los sujetos obligados, además de 
las medidas normales de diligencia debida, deberán:


a) Informar al inmediato nivel directivo, como mínimo, antes de proceder al pago, 
rescate, anticipo o pignoración.


b) Realizar un escrutinio reforzado de la entera relación de negocios con el titular 
de la póliza.


c) Realizar el examen especial previsto en el artículo 17 a efectos de determinar 
si procede la comunicación por indicio de conformidad con el artículo 18.
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6. Sin perjuicio del cumplimiento de lo establecido en los apartados anteriores, 
cuando, por concurrir las circunstancias previstas en el artículo 17, proceda el 
examen especial, los sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas para 
apreciar la eventual participación en el hecho u operación de quien ostente o haya 
ostentado en España la condición de cargo público representativo o alto cargo de las 
Administraciones Públicas, o de sus familiares o allegados.


7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando las personas 
contempladas en los apartados precedentes hayan dejado de desempeñar sus 
funciones, los sujetos obligados continuarán aplicando las medidas previstas en este 
artículo por un periodo de dos años.»


Seis. Se da nueva redacción al apartado 4 del artículo 26, con el siguiente tenor literal:


«4. Las medidas de control interno se establecerán a nivel de grupo, con las 
especificaciones que se determinen reglamentariamente. A efectos de la definición 
de grupo, se estará a lo dispuesto en el artículo 42 del Código de Comercio.»


Siete. Se da nueva redacción al artículo 42, con el siguiente tenor literal:


«Artículo 42.  Sanciones y contramedidas financieras internacionales.


1. Las sanciones financieras establecidas por las Resoluciones del Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas relativas a la prevención y supresión del terrorismo y 
de la financiación del terrorismo, y a la prevención, supresión y disrupción de la 
proliferación de armas de destrucción masiva y de su financiación, serán de obligada 
aplicación para cualquier persona física o jurídica en los términos previstos por los 
reglamentos comunitarios o por acuerdo del Consejo de Ministros, adoptado a 
propuesta del Ministro de Economía y Competitividad.


2. Sin perjuicio del efecto directo de los reglamentos comunitarios, el Consejo de 
Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, podrá acordar la 
aplicación de contramedidas financieras respecto de países terceros que supongan 
riesgos más elevados de blanqueo de capitales, financiación del terrorismo o 
financiación de la proliferación de armas de destrucción masiva.


El acuerdo de Consejo de Ministros, que podrá adoptarse de forma autónoma o 
en aplicación de decisiones o recomendaciones de organizaciones, instituciones o 
grupos internacionales, podrá imponer, entre otras, las siguientes contramedidas 
financieras:


a) Prohibir, limitar o condicionar los movimientos de capitales y sus 
correspondientes operaciones de cobro o pago, así como las transferencias, de o 
hacia el país tercero o de nacionales o residentes del mismo.


b) Someter a autorización previa los movimientos de capitales y sus 
correspondientes operaciones de cobro o pago, así como las transferencias, de o 
hacia el país tercero o de nacionales o residentes del mismo.


c) Acordar la congelación o bloqueo de los fondos y recursos económicos cuya 
propiedad, tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o 
residentes del país tercero.


d) Prohibir la puesta a disposición de fondos o recursos económicos cuya 
propiedad, tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o 
residentes del país tercero.


e) Requerir la aplicación de medidas reforzadas de diligencia debida en las 
relaciones de negocio u operaciones de nacionales o residentes del país tercero.


f) Establecer la comunicación sistemática de las operaciones de nacionales o 
residentes del país tercero o que supongan movimientos financieros de o hacia el 
país tercero.


g) Prohibir, limitar o condicionar el establecimiento o mantenimiento de filiales, 
sucursales u oficinas de representación de las entidades financieras del país tercero.


h) Prohibir, limitar o condicionar a las entidades financieras el establecimiento o 
mantenimiento de filiales, sucursales u oficinas de representación en el país tercero.
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i) Prohibir, limitar o condicionar las relaciones de negocio o las operaciones 
financieras con el país tercero o con nacionales o residentes del mismo.


j) Prohibir a los sujetos obligados la aceptación de las medidas de diligencia 
debida practicadas por entidades situadas en el país tercero.


k) Requerir a las entidades financieras la revisión, modificación y, en su caso, 
terminación, de las relaciones de corresponsalía con entidades financieras del país 
tercero.


l) Someter las filiales o sucursales de entidades financieras del país tercero a 
supervisión reforzada o a examen o auditoría externos.


m) Imponer a los grupos financieros requisitos reforzados de información o 
auditoría externa respecto de cualquier filial o sucursal localizada o que opere en el 
país tercero.


3. Competerá al Servicio Ejecutivo de la Comisión la supervisión e inspección del 
cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.»


Ocho. Se da nueva redacción al artículo 52.1.u), con el siguiente tenor literal:


«u) El incumplimiento de la obligación de aplicar sanciones o contramedidas 
financieras internacionales, en los términos del artículo 42.»


Disposición final séptima.  Desarrollo reglamentario.


El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, podrá dictar cuantas disposiciones sean 
necesarias para la ejecución y desarrollo de lo establecido en esta Ley.


El Consejo de Ministros aprobará, en el plazo de tres meses desde la publicación de esta 
Ley en el «Boletín Oficial del Estado», un Real Decreto por el que se apruebe el Estatuto 
orgánico del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.


Disposición final octava.  Título competencial.


La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.1.ª, 149.1.13.ª 
y 149.1.18.ª de la Constitución. Se exceptúa lo dispuesto en el segundo párrafo del 
apartado 2 del artículo 6, el artículo 9, los apartados 1 y 2 del artículo 10, el artículo 11, el 
apartado 2 del artículo 21, el apartado 1 del artículo 25, el título III y la disposición adicional 
segunda.


Disposición final novena.  Entrada en vigor.


La entrada en vigor de esta ley se producirá de acuerdo con las siguientes reglas:


– Las disposiciones previstas en el título II entrarán en vigor al día siguiente de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».


– El título preliminar, el título I y el título III entrarán en vigor al año de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado».


– Los órganos de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales dispondrán de un 
plazo máximo de dos años para adaptarse a las obligaciones contenidas en esta Ley.


Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 


esta ley.


Madrid, 9 de diciembre de 2013.


JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY


Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
Más información en info@boe.es
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del modo en que se determina en los apartados anteriores. Esta documentación formará 
parte de la justificación que viene obligado a rendir el beneficiario que solicitó la subvención.


7. Las subvenciones que se concedan en atención a la concurrencia de una determinada 
situación en el perceptor no requerirán otra justificación que la acreditación por cualquier 
medio admisible en derecho de dicha situación previamente a la concesión, sin perjuicio de 
los controles que pudieran establecerse para verificar su existencia.


8. El incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención en los términos 
establecidos en este capítulo o la justificación insuficiente de la misma llevará aparejado el 
reintegro en las condiciones previstas en el artículo 37 de esta ley.


Artículo 31.  Gastos subvencionables.
1. Se consideran gastos subvencionables, a los efectos previstos en esta ley, aquellos 


que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, resulten 
estrictamente necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases 
reguladoras de las subvenciones. Cuando no se haya establecido un plazo concreto, los 
gastos deberán realizarse antes de que finalice el año natural en que se haya concedido la 
subvención.


En ningún caso el coste de adquisición de los gastos subvencionables podrá ser superior 
al valor de mercado.


2. Salvo disposición expresa en contrario en las bases reguladoras de las subvenciones, 
se considerará gasto realizado el que ha sido efectivamente pagado con anterioridad a la 
finalización del período de justificación determinado por la normativa reguladora de la 
subvención.


Cuando el beneficiario de la subvención sea una empresa, los gastos subvencionables 
en los que haya incurrido en sus operaciones comerciales deberán haber sido abonados en 
los plazos de pago previstos en la normativa sectorial que le sea de aplicación o, en su 
defecto, en los establecidos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.


3. Cuando el importe del gasto subvencionable supere las cuantías establecidas en la 
Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector público para el contrato menor, el 
beneficiario deberá solicitar como mínimo tres ofertas de diferentes proveedores, con 
carácter previo a la contracción del compromiso para la obra, la prestación del servicio o la 
entrega del bien, salvo que por sus especiales características no exista en el mercado 
suficiente número de entidades que los realicen, presten o suministren, o salvo que el gasto 
se hubiere realizado con anterioridad a la subvención.


La elección entre las ofertas presentadas, que deberán aportarse en la justificación, o, en 
su caso, en la solicitud de subvención, se realizará conforme a criterios de eficiencia y 
economía, debiendo justificarse expresamente en una memoria la elección cuando no 
recaiga en la propuesta económica más ventajosa.


4. En el supuesto de adquisición, construcción, rehabilitación y mejora de bienes 
inventariables, se seguirán las siguientes reglas:


a) Las bases reguladoras fijarán el período durante el cual el beneficiario deberá destinar 
los bienes al fin concreto para el que se concedió la subvención, que no podrá ser inferior a 
cinco años en caso de bienes inscribibles en un registro público, ni a dos años para el resto 
de bienes.


En el caso de bienes inscribibles en un registro público, deberá hacerse constar en la 
escritura esta circunstancia, así como el importe de la subvención concedida, debiendo ser 
objeto estos extremos de inscripción en el registro público correspondiente.


b) El incumplimiento de la obligación de destino referida en el párrafo anterior, que se 
producirá en todo caso con la enajenación o el gravamen del bien, será causa de reintegro, 
en los términos establecidos en el capítulo II del título II de esta ley, quedando el bien afecto 
al pago del reintegro cualquiera que sea su poseedor, salvo que resulte ser un tercero 
protegido por la fe pública registral o se justifique la adquisición de los bienes con buena fe y 
justo título o en establecimiento mercantil o industrial, en caso de bienes muebles no 
inscribibles.
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5. No se considerará incumplida la obligación de destino referida en el anterior apartado 
4 cuando:


a) Tratándose de bienes no inscribibles en un registro público, fueran sustituidos por 
otros que sirvan en condiciones análogas al fin para el que se concedió la subvención y este 
uso se mantenga hasta completar el período establecido, siempre que la sustitución haya 
sido autorizada por la Administración concedente.


b) Tratándose de bienes inscribibles en un registro público, el cambio de destino, 
enajenación o gravamen sea autorizado por la Administración concedente. En este 
supuesto, el adquirente asumirá la obligación de destino de los bienes por el período 
restante y, en caso de incumplimiento de la misma, del reintegro de la subvención.


6. Las bases reguladoras de las subvenciones establecerán, en su caso, las reglas 
especiales que se consideren oportunas en materia de amortización de los bienes 
inventariables. No obstante, el carácter subvencionable del gasto de amortización estará 
sujeto a las siguientes condiciones:


a) Que las subvenciones no hayan contribuido a la compra de los bienes.
b) Que la amortización se calcule de conformidad con las normas de contabilidad 


generalmente aceptadas.
c) Que el coste se refiera exclusivamente al período subvencionable.


7. Los gastos financieros, los gastos de asesoría jurídica o financiera, los gastos 
notariales y registrales y los gastos periciales para la realización del proyecto subvencionado 
y los de administración específicos son subvencionables si están directamente relacionados 
con la actividad subvencionada y son indispensables para la adecuada preparación o 
ejecución de la misma, y siempre que así se prevea en las bases reguladoras. Con carácter 
excepcional, los gastos de garantía bancaria podrán ser subvencionados cuando así lo 
prevea la normativa reguladora de la subvención.


En ningún caso serán gastos subvencionables:


a) Los intereses deudores de las cuentas bancarias.
b) Intereses, recargos y sanciones administrativas y penales.
c) Los gastos de procedimientos judiciales.


8. Los tributos son gasto subvencionable cuando el beneficiario de la subvención los 
abona efectivamente. En ningún caso se consideran gastos subvencionables los impuestos 
indirectos cuando sean susceptibles de recuperación o compensación ni los impuestos 
personales sobre la renta.


9. Los costes indirectos habrán de imputarse por el beneficiario a la actividad 
subvencionada en la parte que razonablemente corresponda de acuerdo con principios y 
normas de contabilidad generalmente admitidas y, en todo caso, en la medida en que tales 
costes correspondan al período en que efectivamente se realiza la actividad.


Artículo 32.  Comprobación de subvenciones.
1. El órgano concedente comprobará la adecuada justificación de la subvención, así 


como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la 
concesión o disfrute de la subvención.


2. La entidad colaboradora, en su caso, realizará, en nombre y por cuenta del órgano 
concedente, las comprobaciones previstas en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 15 de 
esta ley.


Artículo 33.  Comprobación de valores.
1. La Administración podrá comprobar el valor de mercado de los gastos 


subvencionados empleando uno o varios de los siguientes medios:


a) Precios medios de mercado.
b) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.
c) Estimación por referencia a los valores que figuren en los registros oficiales de 


carácter fiscal.
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ANEXO I 
 


SOLICITUD DE SUBVENCIONES PARA EL FOMENTO DE LA INTEGRACIÓN COOPERATIVA 
 


I. DATOS DE LA CONVOCATORIA     


 


Centro Directivo (*): DIRECCIÓN GENERAL DE LA INDUSTRIA ALIMENTARIA  
   


Denominación de 
la convocatoria: SUBVENCIONES DESTINADAS AL FOMENTO DE LA INTEGRACIÓN DE 


ENTIDADES ASOCIATIVAS AGROALIMENTARIAS DE ÁMBITO 
SUPRAUTONÓMICO. 
 
R.D. 1009/2015 


 


   
B.O.E. fecha/Nº: dd/mm/aaaa XXX  
    


 
II. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA ENTIDAD 


Datos de la entidad solicitante: 
       


Nombre o 
razón social: 


 Siglas:  N.I.F.:   


   
      


Domicilio:  Teléfono:  Fax:   


  
Localidad:   C.P.:  Provincia:   


  
Ámbito 
territorial: 


 E-mail:   
     


III. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO/A  
   


Nombre y 
apellidos: 


  


    
Cargo:            N.I.F.:   
     


IV. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA DE CONTACTO DE LA SUBVENCIÓN  
   


Nombre y 
apellidos: 


  


  
E-mail:  Teléfono:   
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V. IMPORTE DE LA SUBVENCIÓN SOLICITADA 


La actividad a realizar consiste en: 


☐ Proceso de integración. 


☐ Celebración de un acuerdo intercooperativo. 


☐ Estudio previo a la realización de un proceso de integración. 


V.1. Denominación de la actuación para la que se solicita 
subvención 


V.2. Importe de la subvención 
solicitada 


(€) 


  


 
VI. DOCUMENTACIÓN QUE SE ADJUNTA CON LA SOLICITUD 


☐ (*) Plan de Integración Asociativa (según Anexo II.1 PIA) que incluye los siguientes 


modelos/documentos:  


☐ (*) Anexo II.a Relación de entidades. 


☐ (*) Anexo II.b Miembros del Consejo de Dirección/Rector. 


☐ (*) Anexo II.c Personal. 


☐ (*) Anexo II.d Presupuesto. 


☐ (*) Proyecto de Intercooperación (según Anexo II.2 PI) que incluye los siguientes 


modelos/documentos:  


☐ (*) Anexo II.a Relación de entidades. 


☐ (*) Anexo II.b Miembros del Consejo de Dirección/Rector. 


☐ (*) Anexo II.c Personal. 


☐ (*) Anexo II.d Presupuesto. 


☐ (*) Estudio Previo a la realización de un proceso de integración (según Anexo II.3 EP) que incluye los 


siguientes modelos/documentos:  


☐ (*) Anexo II.a Relación de entidades. 


☐ (*) Anexo II.b Miembros del Consejo de Dirección/Rector. 


☐ (*) Anexo II.d Presupuesto. 


☐ (*) Anexo III Declaración responsable en relación a las ayudas recibidas. 


 


 


 
(*) Documentación de presentación obligatoria y, en su caso, según anexo de la correspondiente 
convocatoria. 
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☐  (*) Certificados de los acuerdos para acometer el proceso de integración. En su caso. 


☐ (*) Estatutos o disposiciones reguladoras de la entidad solicitante y de cada una de las entidades que 


participan en la actividad. 


☐ Acta constitutiva sociedad (Obligatorio en caso de entidades mercantiles). 


☐  Documentación acreditativa o compromiso, en su caso, de la separación de actividades o distinción 


de costes de las actividades de los sectores excluidos (Obligatorio en caso de entidades con actividad 


en sectores excluidos de las ayudas). 


☐ Documentación acreditativa de la propiedad de locales, vehículos o equipamiento cuyo alquiler está 


previsto subvencionar. En su caso. 


☐ Otra documentación adicional. En su caso, indíquese: 


____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
_________________________________________________________________________________ 


 
 
VII. PLAZO RESOLUCIÓN CONVOCATORIA 


La resolución de esta solicitud se publicará en el plazo máximo de 6 meses a contar desde la fecha de la 
publicación de la correspondiente convocatoria. Si transcurriera dicho plazo sin que se hubiera dictado y 
publicado resolución expresa, la solicitud se podrá entender desestimada. 
 
VIII. SOLICITUD 


El abajo firmante, representante legal de la organización solicitante, solicita la SUBVENCIÓN a que se refiere 
la presente solicitud, y declara que la organización reúne todos y cada uno de los requisitos exigidos en el 
Real Decreto 1009/2015, de 6 de noviembre, y en particular los establecidos en el artículo 3, aceptando las 
condiciones establecidas en la correspondiente convocatoria, comprometiéndose a probar documentalmente 
todos los datos que figuran en esta solicitud. 
 
Además, certifica la veracidad de todos los datos obrantes en la presente solicitud, y declara que la 
organización: 
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1. No se halla incursa en las circunstancias relacionadas en los apartados 2, 3 y 3 bis del artículo 13 y en 
el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, no ser empresa en crisis 
y no estar sujeta a una orden de recuperación pendiente tras una decisión previa de la Comisión Europea 
que haya declarado una ayuda ilegal e incompatible con el mercado interior. 


2. Que cumplirá con las obligaciones establecidas en el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones. 


3. Que cumplirá con las obligaciones establecidas en el artículo 16 del Real Decreto 1009/2015, de 6 de 
noviembre, por el que se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones 
destinadas al fomento de la integración de entidades asociativas agroalimentarias de ámbito 
supraautonómico. 


 
El/la abajo firmante autoriza al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación para el uso y tratamiento de 
los datos de carácter personal que constan en la documentación presentada y en esta solicitud, a los efectos 
del inequívoco consentimiento previsto en el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y disposiciones concordantes. 
 
Igualmente, autoriza al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a recabar de la Agencia Tributaria y 
de la Tesorería General de la Seguridad Social información relativa al cumplimiento de las obligaciones 
tributarias y de la Seguridad Social: 
 
Consulta inexistencia de deudas con Agencia Tributaria: SÍ ☐ NO ☐ 
Consulta inexistencia de deudas con Tesorería General de la Seguridad Social: SÍ ☐ NO ☐ 


 
En caso negativo, el solicitante deberá aportar: 
 
- Certificados de la Agencia Tributaria y la Tesorería General de la Seguridad Social de estar al corriente de 
pago. 


 
 


 
A efectos del cumplimiento del artículo 25 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el abajo firmante declara que 
la entidad no es deudora por resolución de procedencia de reintegro de subvenciones, que dispone de la 
documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida 
y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el periodo de tiempo 
correspondiente hasta el pago de las ayudas. 
 
 


 
 


En …………………………a………de……………………..de 20..... 
 


 
Firma del representante legal: 


 
 
 
 
 
 
 
 


 
 


SR. DIRECTOR GENERAL DE LA INDUSTRIA ALIMENTARIA 


Espacio reservado para la firma electrónica del 
documento. 


 
(BORRAR EL TEXTO ANTES DE INSERTAR LA FIRMA) 
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Protección de datos personales 
 
El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación mantiene un compromiso de cumplimiento de la legislación vigente 
en materia de tratamiento de datos personales y seguridad de la información con el objeto de garantizar que la 
recogida y tratamiento de los datos facilitados se realiza conforme al Reglamento (UE) 2016/679 General de 
Protección de Datos (RGPD) y de la normativa nacional vigente en la materia. Por este motivo, le ofrecemos a 
continuación información sobre la política de protección de datos aplicada al tratamiento de los datos de carácter 
personal derivado del procedimiento de subvenciones para el fomento de la integración de entidades asociativas 
agroalimentarias de ámbito supraautonómico: 
 
1. Responsable del tratamiento: Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.  
 


Dirección General de la Industria Alimentaria-Subdirección General de Competitividad de la Cadena Alimentaria 
P.º Infanta Isabel, 1. 28071 Madrid  
Teléfono: 91 3475346  
Correo: sgcca@mapa.es  
Delegado de Protección de datos: bzn-DPD@mapa.es  


 
2. Finalidad del tratamiento: Los datos personales incorporados serán utilizados exclusivamente para la 


tramitación del procedimiento de subvenciones para el fomento de la integración de entidades asociativas 
agroalimentarias de ámbito supraautonómico y se conservarán mientras la legislación aplicable obligue a su 
conservación (Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español). 
  


3. Legitimación del tratamiento: el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en 
interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 


 
4. Destinatarios de los datos: no están previstas cesiones de datos ni transferencias internacionales de datos.  


 
5. Derechos sobre el tratamiento de datos: conforme a lo previsto en el RGPD y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 


de diciembre, podrá solicitar al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a través de su sede electrónica 
(https://sede.mapa.gob.es/portal/site/seMAPA), el acceso, rectificación y supresión de sus datos personales, la 
limitación y oposición al tratamiento de sus datos y a no ser objeto de decisiones automatizadas. Asimismo, si 
considera vulnerados sus derechos, podrá presentar una reclamación de tutela ante la Agencia Española de 
Protección de Datos:  
https://sedeagpd.gob.es/sede-electronica-web/vistas/formNuevaReclamacion/limeSurvey.jsf 



mailto:sgcca@mapa.es

mailto:bzn-DPD@mapa.es

https://sedeagpd.gob.es/sede-electronica-web/vistas/formNuevaReclamacion/limeSurvey.jsf



		ANEXO I

		SOLICITUD DE SUBVENCIONES PARA EL FOMENTO DE LA INTEGRACIÓN COOPERATIVA

		En …………………………a………de……………………..de 20.....

		Sr. Director General de la INDUSTRIA Alimentaria



